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A los que cayeron 


Presentación 


Muchas veces pasó por mi cabeza el deseo de escribir sobre los 
acontecimientos de los últimos años para contribuir, desde mi experiencia, 
al debate, la polémica, la reflexión crítica, ante un "discurso oficial" plano y 
exitista. Me he jugado por la Concertación, pero la autocomplacencia la 
condena a languidecer. Asimismo, la debilidad ante la presión fáctica 
desnaturaliza, en su esencia profunda, el carácter del proceso democrático 
en curso. La tutela emerge no sólo como una pretensión artificiosa del texto 
constitucional de 1980, sino que se instala como parte de una deformada 
"normalidad"institucional. 

El arresto en Londres de quien fuera el jefe del régimen militar más 
cruento de toda nuestra historia, generó múltiples reacciones, positivas y 
negativas, según fuese la posición de cada cual. En todas estas semanas, 
por parte de algunos, más allá de la suerte del detenido, parece haber un 
intento gigantesco de acomodar un cuarto de siglo de luchas y lecciones 
dramáticas a las urgencias de corto plazo, cuyo telón de fondo, apunta a no 
remover la autocomplacencia y pasar por alto la intromisión 
extraconstitucional, que encarna la pretensión del tutelaje antidemocrático. 

La defensa de Pinochet por quien debiese defender el interés común 
de la nación, es decir el gobierno, me ha impactado profundamente. Me ha 
dado pena y dolor por los que cayeron y me ha dado vergüenza por mi 
país. Resuenan en mí las sombrías predicciones de años atrás, cuando no 
se iniciaba aún la transición. Entonces parecía lejano el día en que Chile se 
liberaría definitivamente de las tenazas, de esa mixtura de autoritarismo 
de corte fascista, constituida por el mesianismo neoliberal y la tutela 


castrense, que tanto quebrantos ha provocado en Chile. Estas circunstancias 

me han producido una inevitable sensación de retroceso y un inocultable 

temor, ante el peligro de que se instale el hábito de no saber qué hacer, 

salvo ceder, frente a las dificultades y presiones antidemocráticas del 
| a con o sin uniforme. 

En medio de estas horas, días y semanas, de gusto contradictorio. 
Dulce porque se derrumbó la intocabilidad del ex-dictador. Amargo por la 
falta de perspectiva histórica para soportar y superar las presiones 
circunstanciales que se ejercen sobre los centros rectores del mundo 
concertacionista. Los alegatos en Londres del estudio jurídico que representó 
a la autoridad chilena llegaron a un extremo que se roza con la 

, autohumillación de nuestra democracia. Ver a un embajador de un gobierno 
democrático justificando la tortura, produce un estado de ánimo difícil en 
que se mezcla la perplejidad y la rabia ante hechos que nunca debieron 

¡haber ocurrido. Fue en medio de estas tensiones que me impuse y logré 
redactar esta crónica crítica y autocrítica. 

No pretendo sentar cátedra ni mucho menos; tampoco revelar una 

/ verdad definitiva. No es mi propósito descalificar a nadie en lo personal. 
Estas páginas no buscan alcances coyunturales, aunque involuntariamente 
los provoque. No pretendo justificar ningún insensato radicalismo de ul- 
tra izquierda o la infecundidad del autoaislamiento sectario. Por la sencilla 
y fundamental razón, que el destino de la profundización de la democracia 
chilena continúa estando en manos de la Concertación. 

Se trata de dar una opinión, transmitir un enfoque, y una visión 
discrepante del estilo imperante, del seudo consenso que, con la excusa de 
ser académico y de tono elevado, conlleva el gravísimo riesgo de escamotear 
a la sociedad la resolución de los dilemas de fondo, para facilitar el acceso 
de algunos al título de "hombre de estado"y de " político responsable". 
Títulos y denominaciones que lejos de ser cursados por los demócratas 
que tienen el derecho de hacerlo, son otorgados por aquellos cuyo pasado 
y conducta de obsecuencia con la dictadura, los desautoriza para hablar de 
responsabilidad y de sentido de Estado. Sin discusión se corre el riesgo 
que frases superficiales y lugares repetidos hasta el cansancio, pasen a ser 
verdades definitivas, que encubren o distorsionan la complejidad y 
envergadura de lo que aún debe hacerse y cimentarse en la sociedad chilena, 
para que se configure, efectivamente, como una moderna sociedad 
democrática. 


El tema de fondo es la naturaleza de la democracia que seamos 
capaces de reconstruir. Chile merece más que el vértigo entre el avanzar 
sin transar al transar sin parar. La democracia es más que las formalidades 
protocolares y el funcionamiento ajustado a derecho de las instituciones 
político-jurídicas, incluye tal cuestión de manera decisiva, pero democracia 
significa ir muchísimo más allá de la ambigúedad de una transición de dos 
caras. Es más que una ventaja parcial sobre el autoritarismo; la democracia 
debe ser la concreción de su derrota definitiva. La multitudinaria despedida 
al Cardenal Silva Henríquez indica que ese es el anhelo de nuestra sociedad. 

En síntesis, espero que estas páginas sean útiles para debatir, para 
mirar nuestro pasado reciente con más amplitud, rigor y sin temor, sín 
construir falsos estereotipos ni estadistas con pies de barro, tampoco 
mistificaciones testimonialistas; son unas cuantas líneas para contribuir a 
derrotar la amnesia y el cinismo y sintonizar con el anhelo mayoritario de 
una patria sin mordaza. Tengo la convicción que el esfuerzo político-elec- 
toral para construir la mayoría social e institucional que permita abandonar 
el laberinto de una transición inconclusa y caminar hacia un nuevo horizonte 
democrático y nacional, pasa a ser así una cuestión decisiva. Tenemos que 
culminar la realización de las tareas pendientes, para democratizar la 
democracia. 


ES 


I. El inicio de la transición 


1. Asume el Gobierno Civil. 


Un apretón de manos y un abrazo efusivo con Andrés Allamand me 
confirmaron que el país había cambiado. Que una etapa histórica se había 
cerrado. El capítulo en que prevalecían los profesionales de la muerte llegaba 
a su término. Habíamos coincidido pero en trincheras opuestas, ni más ni 
menos que casi veinte años atrás en las enconadas disputas del movimiento 
estudiantil de la enseñanza secundaria, a comienzos de la década del 70. 
Desde la lejana clandestinidad había seguido sus esfuerzos para organizar 
un partido de derecha, en áspera disputa, ya entonces, con la 
incondicionalidad profesada por la Unión Demócrata Independiente al 
régimen militar, del cual sus miembros medraban como funcionarios, y a 
la vez, conducían como ideólogos en su orientación estratégica. Pasados 
los años sólo intercambiamos un telefonazo, el día previo al 5 de octubre 
de 1988, a través del cual le manifesté nuestra preocupación, mejor dicho, 
aguda inquietud por los alarmantes síntomas de autogolpe, que desde el 
régimen militar se advertían en los días anteriores al Plebiscito. 

En la obligada semilegalidad en que las fuerzas de izquierda se 
veían forzadas a existir, debí concurrir al anexo-cárcel Capuchinos, lugar 
de reclusión del entonces líder de nuestro partido, Clodomiro Almeyda, 
que al encabezar además, la coalición Izquierda Unida, aun estando 
apresado, era figura clave en la unidad de acción de la Concertación y del 
conjunto de las fuerzas antidictatoriales. Se trataba no sólo de visitarlo 
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cariñosamente, sino de dialogar con él, por última vez antes del plebiscito, 
para evaluar en conjunto tan delicada y determinante coyuntura política. 
Su vasta y amplísima trayectoria era crucial para aquilatar y saber cómo 
orientarse en esas horas decisivas, sobre todo en el caso de un 
enervamiento de la situación nacional que cerrara los espacios políticos 
alcanzados y nos empujara nuevamente a la clandestinidad. En ese caso, 
Almeyda quedaría encarcelado y no nos veríamos en meses que no serían 
nada de fáciles. Yo estaba seguro que de llevarse a cabo una escalada 
represiva en esas circunstancias, sería muy cruenta y de un alto costo 
para la fuerzas de izquierda. En cualquier situación que se creara mi 
decisión era "aguantar" en Chile, en ningún caso volver al exilio, con toda 
su carga de amarguras y nostalgias. A fines de 1980, había resuelto y 
acordado mi regreso clandestino con el propio Almeyda, con el propósito 
de trabajar en la reinstalación de una estructura y una base 
organizacionalmente capaz de actuar de manera enteramente ilegal, 
ocupando todos los espacios posibles, pero sin reducirse a lo permitido 
por la red asfixiante del soplonaje establecido por la CNI en el país. Desde 
1982 a 1987, efectuamos sin ruido pero eficazmente el reingreso a Chile 
de muchos de los nuestros a quienes se negaba el derecho a vivir en su 
patria. Luego, habíamos diseñado, organizado y materializado el retorno 
del mismo "Don Cloro", propinándole a la dictadura un golpe político 
memorable. Ahora, en octubre de 1988, se presentaba una disyuntiva que 
bifurcaba el camino en dos direcciones totalmente opuestas: estábamos 
en condiciones de avanzar decisivamente o de vivir un retroceso de efectos 
incalculables. 

Concordamos que el triunfo del NO era lo más probable. Esa positiva 
certeza tenía su contrapartida en los rumores y noticias de un autogolpe 
para desconocer el veredicto democrático. La disyuntiva que se había 
configurado era muy de fondo. Con Almeyda coincidimos en la necesidad 
de hacer llegar esta preocupación, y el dilema histórico en juego, al centro 
direccional de la derecha de entonces. La persona a la que podía llamar era 
Allamand. 

Mi llamada fue sorpresiva. ¿Te acuerdas de mí?, le consulté. ¡Cómo 
no!, fue su respuesta cordial. Sobreviví, le respondí, pero ahora, entré en 
materia, te transmito nuestra alarma por los graves síntomas de autogolpe 
que...¡temita!, me interrumpió; ¡y por teléfono!, añadió de inmediato. No 
tengo otra posibilidad, le repliqué desde el teléfono público ubicado, en 
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ese entonces, en el costado de la bencinera de Dublé Almeyda con Pedro 
Valdivia. Después de varios segundos, subrayó: con "nosotros" para eso no 
cuentan. Pasados otros segundos más, reafirmó con elocuencia que 
"nosotros" (o sea "ellos"), estaban contra una aventura de ese tipo. Debo 
recalcar que fue enfático en señalarme que en tal caso "ellos" (entendí que 
su partido, entonces el más importante de la derecha) tenían la decisión de 
cruzarse en el camino de una locura como esa. 

Los hechos de ese día en la noche, sobre todo la dilatadísima espera, 
tensa y cada vez más inquietante, hasta la entrega final de los cómputos, 
corroboran ambas cosas, que había "ultras" disponibles en el seno del 
aparato de poder, para una aventura tendiente a desconocer el resultado 
favorable al "NO", así como que en la derecha política, al menos un sector 
decisivo de ella estaba consciente que esa pendiente conducía a su propio 
régimen a un precipicio fatal. 

Luego de casi año y medio desde ese momento, se reinstalaba el 
Parlamento y llegaba el día del juramento de Patricio Aylwin como Presidente 
de Chile. Atrás quedaba la dictadura. La democracia se instalaba nuevamente 
en el centro de la convivencia nacional. La sociedad quería y debía avanzar en 
la construcción de un nuevo Chile. Sin embargo, como ocurre en la vida social, 
que no constituye ni mucho menos una infranqueable muralla china o que 
simplemente reaccione y evolucione por decreto, sino que es un cuerpo social 
moldeable y flexible, dinámico, pero sensible a las fuerzas que pugnan en su 
seno, el pasado iba a sobrevivir con todos sus efectos imprecisos pero 
persistentes, y su herencia pegajosa y repulsiva. 

Contrariando muchas esperanzas, el país no iba a cambiar 
sustantivamente de un día para otro. La dictadura iba a mostrar una terca 
capacidad para mantener en pie, parte de sus baluartes más preciados. De 
modo que se inauguraba un largo período de forcejeos y esfuerzos entre la 
necesidad democrática respaldada por la mayoría y la obcecada resistencia 
de la minoría; un sinuoso y laberíntico proceso que se denominó de 
transición a la democracia. 

El abrazo con Allamand ocurrió en la ciudad de Valparaíso, temprano, 
en la mañana del 11 de marzo de 1990, en una escala polvorienta, sin 
barandas, en el nuevo edificio que por imposición de la dictadura iba a 
albergar el Congreso Nacional, en una muestra más del porfiado intento 
de borrar la memoria histórica de la nación. En ese mismo lugar, ese mismo 
día, un par de horas después, ante la mirada anhelante y expectante de la 
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opinión pública nacional e internacional, el Presidente elegido 
democráticamente por los chilenos, en elecciones informadas y secretas, 
iba a recibir los símbolos de mando correspondientes a la Jefatura del Estado, 
de parte del dictador derrotado en el Plebiscito del 5 de octubre de 1988. 

El otrora "valiente soldado", según rezan sus emblemas guerreros, 
convertido en sobreprotegido dictador, tuvo que desprenderse de los 
emblemas que nunca pensó entregar. Su numerosa corte de guardaespaldas 
no pudo impedir que tuviera que escuchar gritos resueltos y nítidos de: 
¡asesino!, y tampoco pudo evitar que respirara el polvo del edificio, levantado 
gracias a su caprichoso afán de menoscabar el Congreso Nacional, alejándolo 
del centro político del país. Sin embargo, allí llegaría 8 años después, en busca 
del paraguas protector del fuero parlamentario. Lo que humilló y despreció 
desde 1973 hasta 1988, lo requeriría después para escapar no sólo al juicio 
político de la sociedad chilena, sino que de manera especial, para burlar la 
acción de los tribunales de justicia, por la violación sistemática de los derechos 
humanos durante el régimen que impuso y encabezó con mano de hierro. 

En esas semanas, las empresas constructoras jugosamente 
remuneradas, trabajaban intensamente para levantar esa fría y hermética 
mole de hormigón, pero estaban lejos de concluir su labor. Al jurar el 
Presidente democrático elegido el 14 de diciembre de 1989, y Pinochet verse 
obligado, por el peso inesquivable de las circunstancias, a despojarse de la 
banda presidencial, el nuevo y enorme edificio sólo tenía levantado cerca 
de un tercio de su estructura total. Las torres de las oficinas parlamentarias 
aún no existían y se vivía un ambiente claramente "provisional", para no 
hablar de "transicional". 

Fue en esos meses, cuando empezó a instaurarse una cultura política 
permeada por el hábito de concesiones incomprensibles, autoavalada por 
un falso realismo. Por un mal entendido regionalismo, se aceptó que el 
Parlamento comenzara a funcionar en un escenario que físicamente 
menoscababa sus funciones democráticas e institucionales. En el verano de 
1990, durante el mes de enero, en medio de una nube de polvo, parlamentarios 
recién electos de todos los sectores, pero especialmente de la Concertación, 
en quienes radicaba una incuestionable legitimidad y capacidad de decidir, 
señalaron al país que el edificio que aún no existía como tal, era "utilizable" 
para albergar al Congreso Nacional, institución esencial para la reconstitución 
democrática. Las imágenes fotográficas y televisivas desmentían lo que se 
afirmaba con tanta severidad. La ambigüedad, a veces inofensiva o incluso 
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necesaria, existente a lo largo de la tradición democrática de Chile, se convertía 
desde entonces en algo más que ambigiledad, en una riesgosa falta de 
veracidad y se comenzaba a traspasar el espacio del debate y la autenticidad 
política, hacia un terreno resbaladizo empapado de un cinismo sistemático y 
continuo. 

En el punto de inicio de la transición comenzaba a instalarse el 
pernicioso hábito del doble discurso, de una escéptica ambigijedad, de un 
falso pudor ante las limitaciones del proceso, ocultando o intentando ocultar 
el sol con un dedo, desconociendo una porfiada realidad cuyas debilidades 
eran tan evidentes que ignorarlas vendría a ser lo peor. Se dibujó desde 
entonces una transición de dos caras. 

Comenzamos el proceso con el alivio generalizado producido por el 
cambio de régimen, estimulado con la restauración paulatina de la amistad 
cívica, que debe existir entre los dirigentes políticos y también con una 
nube de polvo que fue, sin duda, un mal presagio, como una mala cábala 
futbolística, o tal vez, como una advertencia desatendida, en el sentido que 
los riesgos de la inercia del poder, conllevaban el peligro que se oscurecieran 
en la rutina burocrática los propósitos históricos que configuraron los 
objetivos fundacionales de la Concertación. 

A la postre resultó que nos acostumbramos a ser parte de un Chile 
de dos caras. Peor aún, a muchos, sobre todo al autoritarismo más porfiado 
y visceral, vino a resultar cómodo ser parte de ese juego de imágenes difusas 
y tenues que tapaban las limitaciones del proceso y las propias debilidades 
políticas. Otros ganaron tiempo para guardar la indumentaria represiva y 
vestirse nuevamente de "caballeros". 

El garrote de la amenaza militar y la zanahoria de la sonrisa cínica 
de los antiguos funcionarios dictatoriales, comenzaban a envolver la 
transición y empobrecer el proceso democrático, a los viables o inviables 
entendimientos "por arriba", sin la presencia multitudinaria de aquellos 
millones de chilenos que efectivamente habían logrado, con notable 
intuición y perspicacia colectiva, crear un camino político hacia un nuevo 
régimen, sustitutivo de la dictadura. 

Estábamos en marzo de 1990, a pocos pasos de quien y quienes habían 
detentado un poder omnímodo. El Partido Socialista me había presentado 
candidato en las elecciones parlamentarias, realizadas junto con las 
presidenciales, en diciembre de 1989. Fui elegido como diputado en la lista 
de la Concertación. Representaba, ahora como legislador recién electo, a 
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las comunas de El Bosque, San Ramón y La Cisterna, formando parte de la 
bancada PS-PPD. Ese era el cambio tremendo experimentado por el autor 
de estas líneas. El esfuerzo político desarrollado en esos días me había 
significado un vuelco tremendo. 

Luego de cinco años de clandestinidad había legalizado mi 
permanencia en Chile, después de ser incluido en aquellas arbitrarias listas 
que negaban o permitían el retorno de quienes teníamos prohibido vivir 
en nuestra patria. Dado este cambio de situación, ejercía mi responsabilidad 
en la Comisión Política y en la dirección del trabajo de organización del 
Partido Socialista, que dirigía Clodomiro Almeyda, con una paulatina 
incorporación al trabajo político-público. No era fácil. En el curso de la 
campaña del NO, impusimos de hecho nuestra legalidad. Sin embargo, la 
dictadura aún permanecía fuerte y golpeaba o reprimía sin escrúpulos 
cuando así lo decidía, a pesar de estar considerablemente maniatada en su 
conducta por las exigencias y obligaciones que su propio plan de 
legitimación y perpetuación en el poder le hacían indispensables. Pero, no 
había suprimido la existencia de sus aparatos represivos y tampoco se 
habían eliminado los peligros de regresión dictatorial, como quedó 
corifirmado el 5 de octubre en la noche. Chile vivió en esas circunstancias 
al filo de una dolorosa aventura militar. Estuvimos muy cerca de que se 
impusiera la voluntad de aquellos que querían ganar el plebiscito Sí o Sí. 

Sin embargo, ni Chile como nación ni las Fuerzas Armadas hubieran 
resistido una aventura semejante. No había "agua en la piscina" para esa 
pretensión fatal. Los "terminator" neoliberales no pudieron actuar. Se 
impuso el alma nacional. La derrota de Pinochet tuvo que ser reconocida, a 
pesar de no quererlo él y sus incondicionales. El caudillo armado no pudo 
arrastrar a las instituciones castrenses al precipicio. 


2. El régimen que se iba. 


Aplicar e imponer una censura protectora y cercenar las libertades 
fue la impronta del régimen dictatorial. Aplastar las manifestaciones 
culturales democráticas e instalar el consumismo y una exacerbada 
competencia entre las personas como normas permanentes de conducta, 
eran su filosofía y doctrina. Avasallar la dignidad de las personas y violar 
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los derechos humanos eran sus prácticas habituales. Durante una década 
se impuso un debate restringido, circunscrito a una minúscula elite 
portadora del proyecto de refundación autoritario y mercantil impuesto 
por los militares. Luego, desde 1983, la crisis económica y las protestas 
sociales habían generado un escenario más amplio, con expresión de la 
oposición democrática. Pero las limitaciones y contradicciones 
estructurales de la nueva situación eran visibles, propias de una 
dictadura que no había dejado de serlo. El asesinato de Jekar Neghme, 
joven y talentoso dirigente de la izquierda chilena, en septiembre de 
1989, nos estrelló con la realidad brutalmente. El afán tutelar que 
justificaba las prácticas estatales más aberrantes, se entroncaba con las 
crecientes necesidades del régimen de aferrarse indefinidamente al 
poder, para proteger su propia impunidad. 

La mentalidad coercitiva de los mentores de la seguridad nacional que 
usaban uniforme, había calzado estupendamente con la concepción totalizante 
y antidemocrática de los tecnócratas neoliberales que no lo usaban. 

Para los primeros, los ciudadanos debían ser "protegidos" para no 
caer víctimas de ideologías foráneas. Para los segundos, los mismos 
ciudadanos debían preocuparse de "cosas concretas". La acción política y 
los asuntos públicos quedaban excluidos para todos aquellos que no fueron 
parte de la nueva verdad, el imperio del dios del mercado bajo tutela militar. 
Ambos grupos mesiánicos se entrelazaron en la misma visión conceptual: 
las personas no eran hombres y mujeres libres, ciudadanos portadores de 
ideas, conceptos, principios, y lo más importante, poseedores del derecho 
inalienable de luchar y hacer valer tales valores e ideales en la vida social. 
Muy por el contrario, en la lógica dictatorial pensar y opinar era peligroso 
y organizarse estaba prohibido. Esta coincidencia perversa en condición 
de ideología oficial, aplacó sus mutuas desconfianzas y enconadas disputas 
de poder, articuló y unió a ambos grupos, sin fisuras ni escrúpulos, en la 
misión de aplastar la libertad de cada cual en nombre del dogma sagrado, 
del dios-mercado. 

Del ostracismo militar, inducido durante muchas décadas por la 
desconfianza de la derecha oligárquica hacia los uniformados, desde un 
resentimiento tan profundo como furioso, generado en un enclaustramiento 
seudoapolítico, había emergido una especie desconocida en Chile, una 
nueva criatura insaciable de poder y de riqueza. Era una especie de pistolero 
ideologizado, de dolce-vito con charreteras, de bohemio torturador, de 
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matón con placa oficial, un "terminator" de las leyes de mercado, un chacal 
neoliberal. La mitología griega quedó pálida y superada por la realidad 
chilena. Aquí se había establecido un nuevo tipo de "centauro", alimentado 
por un arribismo social insensato, pero voraz. Una mafia armada, mitad 
odio, mitad vicio. El historial de la Dina en 1973 y 1978, el triple 
degollamiento de 1985, la horrible "Operación Albania” en 1987 y los 
negociados de "La Cutufa", confirmaron dramáticamente una acción estatal 
sistemática de violación a los derechos humanos. No por nada el propio 
escritor argentino Jorge Luis Borges -que para desconsuelo de muchos viajó 
a Chile en 1976 para apoyar la dictadura-, terminó definiéndola pocos años 
después como "un período diabólico". 

Endiosado por los halagos de sus seguidores, refugiado en un sistema 
institucional hermético e inaccesible, protegido por una espesa malla 
represiva, el detentor vitalicio del poder llegó finalmente al extremo de 
sentirse infalible e intocable. En ese estado mental sus órdenes brotaban 
fáciles y rotundas: requería construcciones faraónicas a la altura del poder 
invulnerable que pensaba poseer, edificaciones imponentes y arrebatadoras, 
propias de su mesianismo y egolatría, pero fatalmente cerradas y temibles. 
Surgían diferentes bunkers para resguardar sus propios miedos y sus 
órdenes brutales. El otoño del patriarca fue una amarga y cruda realidad 
en Chile. 

En esos días, el 23 de junio de 1975, Pinochet eufórico dijo lo que 
pensaba: "Voy a morir, y la persona que me suceda también morirá. Pero 
no habrá elecciones”. Casi en esas mismas horas, exactamente en la misma 
semana, la Dina secuestraba y hacía desaparecer para siempre a la Dirección 
Interior del Partido Socialista. El dictador no reparaba en costos humanos 
para asegurarse que no hubiera más elecciones en el país. 

Las circunstancias históricas habían fusionado en un mismo proyecto 
antidemocrático de sociedad a un puñado de oficiales visceralmente 
antimarxistas, intoxicados por sus propias historietas de agresión exterior 
y por las añoranzas de una guerra antisubversiva que justificara sus afanes 
militaristas, con la fría y decidida mentalidad totalitaria de una camada de 
tecnócratas que, fuertemente cohesionados entre sí, sentían poseer la verdad 
y contaban con la decisión de imponerla a cualquier precio. 

Los primeros, aquel puñado de uniformados que controlaba sus 
instituciones, colocaba la fuerza bruta pues se consideraba absolutamente 
impune; los segundos, aportaban un "modelo de sociedad" para ser 
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instaurado en el país. Chile quedó prisionero del más furioso y violento 
fanatismo ideológico-social, en nombre de la libertad y de la seguridad 
nacional. 

Por eso es que la dictadura era incompatible con el ejercicio de la 
libertad de expresión. Sobre todo era un peligro mayor denunciar los actos 
de corrupción del autoritarismo castrense. La razón era simple. Esos actos 
llegaban a lo más alto de la cúspide del poder, manchando galones y 
charreteras celosamente lustradas, conseguidas a través de una 
incondicionalidad tan cobarde como inaceptable. "La casita en la pradera", 
el "Melocotón" y otros casos habían conmocionado profundamente la 
conciencia nacional, enseñando que el supuesto espíritu portaliano, como 
inspirador de los actos y de la conducta del régimen, era un espejismo tan 
escandalosamente falso, como atrozmente reales los atropellos a los 
derechos humanos. Tampoco era cierta su voluntad nacionalista. Las 
recientes revelaciones de la obsecuencia pinochetista durante la visita de 
Henry Kissinger a Chile en 1976, para asistir a una reunión de la 
Organización de Estados Americanos, y la colaboración en el ámbito militar 
otorgada a la Thatcher en la Guerra de las Malvinas lo confirman 
palmariamente. Tras el propósito de eternizarse en el poder se mezclaban 
la codicia sin límites, un arrogante "modelo" antidemocrático de sociedad 
y el afán de impunidad. 

Los efectos devastadores de la crisis económica de los años 82-83 
desplomaron sus pretensiones autocráticas. La teoría seudo-científica que 
aplicaban en el país cayó estrepitosamente al suelo. Los infalibles mordían 
el polvo de la derrota y caían humillados ante la erosión vertiginosa del 
dogma que justificaba sus prácticas represivas. La camisa de fuerza quedaba 
con sus broches dañados y parte de sus correas cortadas. No obstante, el 
régimen logró salvar el control del poder. La derecha acudió una vez más 
en su ayuda con el ardid de una seudoapertura política. El Ejército lo 
respaldó en la ejecución de salvajes medidas represivas, sobre todo en 
Santiago. También influyó por cierto, para que Pinochet no cayera, la 
debilidad y falta de unidad en que aún se encontraban las fuerzas 
democráticas. 

Sin embargo, la dictadura se vio obligada al repliegue en diversas 
materias. Debió desprenderse del principal templo que mandó a edificar 
para solazarse de su grandeza: hubo de reintegrarlo al patrimonio nacional. 
La "casa en la pradera” tuvo que volver a ser un bien de propiedad fiscal. 
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Sin embargo, una investigación por corrupción tuvo que cerrarla el ministro 
instructor, pues, según su propia resolución no podía investigar al 
Presidente de la República. Bajo la dictadura hacer justicia en Chile era 
imposible. El escarnio a las instituciones republicanas y a la tradición 
portaliana alcanzó una dimensión desconocida hasta entonces. Más 
escandaloso aún sería el proceso de privatizaciones, mediante el cual un 
puñado de funcionarios públicos pasaría a ser actor esencial en el 
estrechísimo grupo de los más prominentes empresarios del país. No se 
registra en la historia de Chile, una conversión tan vertiginosa y pasmosa 
desde la clase media a la de los principales potentados, como fue ese saqueo 
al patrimonio nacional. Todo por culpa de la supuesta "ineficiencia del 
Estado" y en nombre de la patria. 

El tiempo ha dejado en claro que fue un error estratégico de la 
autoridad democrática recién repuesta en la jefatura de Estado en 1990, 
la no investigación del proceso de privatizaciones ejecutado bajo el 
régimen militar; de modo muy especial el que afectó a las enormes y 
poderosas empresas eléctricas del país. 

En 17 años se había configurado una herencia porfiada que sería muy 
difícil de superar en la futura convivencia democrática, que se abría paso a 
pesar de todo. Sobre todo esa perversa huella cultural que, modificando el 
pensamiento de los uniformados, indujo en ellos una pretensión de 
superioridad, un mesianismo castrense, cristalizado en la internalización 
del convencimiento que ellos constituían la columna vertebral de la nación, 
y los soberbios garantes del futuro de Chile. 

Detrás de tales nociones emblemáticas, descansaba no sólo una insana 
presunción de superioridad sobre la civilidad, sino que, además, la 
convicción que sus actos, no importaba cuáles hubieran sido, estaban 
revestidos de una justificación intrínseca, de una inviolable impunidad, 
pues su realización obedecía al interés supremo de la patria. Lo peor era el 
comportamiento de los civiles agrupados bajo y en torno al régimen del 
"vitalicio". Portadores de un desmesurado "militarismo civil", idolatraban 
y bendecían todo lo que proviniera del mando militar. Una actitud tan vis- 
ceral indicaba que tras este fanatismo se ocultaba el más estricto y utilitario 
cálculo de poder. 

El proyecto neoliberal fue la ilusión mesiánica de una muy exigua 
minoría de la sociedad chilena. Históricamente, no tenía bases ni sociales, 
ni políticas, ni culturales; menos hegemonía ideológica sobre las 
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instituciones armadas. Los "chicago boys" habían sido derrotados incluso 
dentro de la derecha, al formularse el programa de la candidatura Alessandri 
en 1970. Al pegarse como lapas a la dictadura y alentar los crímenes de lesa 
humanidad, dotando de una justificación histórica al terrorismo del Estado, 
se granjearon para sí una situación inimaginable, si es mirada desde el 
punto de vista de la fuerza material que representaban. Los "chicago" y 
"gremialistas", asaltaron el poder, al más puro estilo del "bolchevismo" del 
que tanto abominaban, para imponer haciendo uso intensivo del terror, un 
modelo "chileno" y "patriótico" de sociedad, aprendido en las aulas 
norteamericanas. La Dina no fue una casualidad. Fue el recurso inapelable 
de una minoría que no tenía otro instrumento para imponer su "verdad". 
Luego, en su infinita sed de perpetuación, se deshicieron de Manuel 
Contreras que para ellos llegó a ser un estropajo sucio. 

Qué tarea más difícil la que se avecinaba en el plano político- 
institucional, económico, social y cultural. La transición tendría por delante 
una tarea histórica y gigantesca. El régimen no podía durar eternamente, 
pero sus secuelas se resistirían a dejar la escena nacional por muchos años. 

Los que empujaron el golpe de Estado se habían autodisuelto o 
declarado en receso político, usufructuando gustosos los placeres del poder 
total y guardando cómplice silencio ante el terrorismo de Estado. Ellos 
dejaron que fanáticos ultranacionalistas y enceguecidos tecnócratas 
ajustaran cuentas con los sueños de justicia social nacidos del alma de la 
nación chilena, sobre todo de su juventud. Quienes podían sujetar el ter- 
ror, entendieron que la deuda y gratitud con aquel que los había salvado 
del "caos" en 1973, significaba aceptar sus salvajes acciones, callar ante sus 
aberrantes excesos y granjearle además la impunidad que reclaman para sí 
los que tienen miedo, el miedo de enfrentar la justicia. Los que algo podían 
hacer, en vez de hacerlo, o guardaron silencio o se incorporaron al delirio, 
usando su experiencia y conocimientos para dar consistencia y argumentos 
que permitieran presentar en sociedad al verdugo. Fue una trágica 
determinación. 

En los primeros meses posteriores al golpe de Estado, tal fue el 
enceguecimiento político, la intoxicación ideológica y la miopía histórica, 
que la sociedad paralizada por el chantaje del terror, fue incapaz de impedir 
que los perseguidos fuesen tratados como bestias, terroristas, corruptos, 
en el mejor de los casos, como exaltados sin dios ni ley. Fue una etapa 
oscura, ojalá irrepetible para Chile como nación. La derecha quedó marcada 
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como el instrumento que el "vitalicio" quiso que fuera: un apéndice para 
justificar y defender lo injustificable y lo indefendible. 

No es casual que el llamado "milagro económico” fuera una 
exculpación de su responsabilidad criminal. Inflar el "boom" hacía nublar 
las mentes. Algunos vivían el clímax de la "plata dulce": Ese delirio artifi- 
cial de los frustrados, que con unos pocos dólares y muchas deudas se 
creían gigantes, se derrumbaría en poco tiempo, como lo que era: un 
delirante castillo de naipes. Sobrevendría una crisis económico-social que 
precipitaría al país a un desempleo desatado, a la quiebra del aparato 
productivo, al desvanecimiento de las empresas de papel cual pompas de 
jabón. Millones de personas sufrirían las consecuencias de la borrachera 
ilustrada de los "chicago boys". Los genios del "milagro" serían llevados a 
la cárcel, enjuiciados, pero salvados, por el mismo régimen que habían 
levantado y desplomado a la vez. En todo caso, pasarían a formar parte de 
la nómina de los nuevos ricos de la patria, como expresión de la nueva 
moral del consumo compulsivo y del sálvese quien pueda, no importando 
los costos sociales ni los daños al medio ambiente y a la nación en su 
conjunto. A pesar de todo ello, gracias a la siembra sistemática de la amne- 
sia colectiva, se ocultó que la crisis de los años 82-83 fue la contracción más 
grave de todo el siglo y el régimen se proclamó de todas maneras, como el 
forjador del gran salto adelante en el desarrollo del país. 

A pesar del control absoluto de la situación, los sátrapas iban 
finalmente a sucumbir en medio de su propio desenfreno. En medio del 
colapso fenomenal que sus conjuros provocaron y a pesar de la epidemia 
del miedo, las personas humildes y dignas recobrarían el valor y saldrían 
multitudinariamente a protestar, congregándose los valientes, los vacilantes, 
los temerosos, los prudentes e imprudentes, los calculadores y los 
desinteresados, los humildes y orgullosos, tímidos y arrogantes, fanfarrones 
y sensatos, todos, todos los que no daban más con la asfixia social, la 
vulnerabilidad de sus vidas, la impunidad, la vulgaridad cultural, la 
prepotencia, las persecuciones, los abusos del autoritarismo, la inseguridad 
como sistema. Las protestas nacionales llegarían, finalmente para cambiar 
el curso histórico del país. Su presencia anunciaba el regreso de la 
convivencia democrática, instalaba de hecho un Chile de dos caras y con 
dos opciones, la recuperación democrática o la permanencia de la dictadura. 

Para enfrentar este dilema, no cabe duda que la campaña del NO 
por su amplitud y vigor, fue una potente combinación de las mejores 
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cualidades de las fuerzas democráticas y populares sin excepción, obligadas 
por la dictadura a la oposición y la semi-legalidad, luego de década y me- 
dia de implacables persecuciones. 

Montar el control del plebiscito de 1988 para impedir el fraude, fue 
un esfuerzo organizativo gigantesco. Mantener y acentuar la presión so- 
cial sobre la dictadura para hacer fracasar sus intentos de legitimación 
requirió de una voluntad democrática de hierro. Enfrentar 
comunicacionalmente la campaña del terror y derrotar el monopolio 
informativo del régimen fue una prueba de sagacidad y astucia formidable. 
La articulación efectiva, sin titubeos ni sectarismos, de las fuerzas políticas, 
culturales y democráticas, requirió de una disposición unitaria memorable. 


3. Un "NO" de Alcance Histórico. 


Por eso Pinochet fue derrotado. 

Lejos estaba de querer, siquiera de imaginarse entregando el poder. Una 
situación inmodificable lo obligó a hacerlo. La aún joven democracia chilena 
no le debe absolutamente nada. El argumento de que hizo entrega voluntaria 
de la Jefatura del Estado es enteramente falso, cínico, engañoso, ideado para 
blanquear los crímenes de lesa humanidad que condenan histórica y 
universalmente el régimen que encabezó. Luego de ser derrotado el 5 de octubre 
de 1988, aferrarse al control de la Presidencia de la República desencadenaría 
una vorágine de efectos incalculables que también lo iba a alcanzar y sacudir 
de manera irreparable. La voluntad democrática incluía el convencimiento 
que en caso de salir airoso el dictador del plebiscito se generaría una situación 
incierta, en que lo único claro era que el camino hacia la democracia iba a ser 
duro, muy duro. Por eso, el 5 de octubre fue una ocasión que no se podía 
desperdiciar. Había que asestarle un golpe decisivo en esa exacta encrucijada, 
pacíficamente, con un lápiz. 

En lo personal, transitaba de una severa ilegalidad a la acción pública. 
En la lucha en la clandestinidad, para sobrevivir se debe pasar 
desapercibido, sino eres destruido: En la lucha en la legalidad es al revés, 
hay que ser percibido, sino eres un actor marginal o no existes. La lógica de 
funcionamiento entre una situación y la otra es exactamente la contraria. 
Sin embargo, esa no es la diferencia más importante, lo realmente decisivo 
entre la legalidad y la clandestinidad, es el compromiso definitivo que 
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conlleva hacer frente a un régimen despótico y decidido a emplear cualquier 
recurso a su alcance para aplastar a sus opositores. 

En ambos casos se producen conductas extremas: en la 
clandestinidad, sobreasegurando de tal manera la acción político-ilegal que 
se termina paralizado, sin hacer nada; en la acción pública, sobreactuando 
de tal forma que la política se convierte en espectáculo. 

La complejidad del cambio la experimenté intensamente en el curso 
de la campaña electoral del año 89. En la clandestinidad el esfuerzo político 
y organizativo dice relación con la capacidad de anudar voluntades de una 
en una, de dos en dos, en centenares o miles de encuentros con diálogos en 
voz baja, muchas veces susurrando en un café, un bus o un taxi, caminando 
por una acera cualquiera, por un parque o incluso encontrándose en la playa 
cuando el tiempo lo permitía para no llamar la atención de los "servicios". 
Luego, reabierta la lucha pública, la tarea cambió de calidad y de magnitud. 
Para triunfar con el NO era esencial precipitar en cortos días, casi en horas, 
cambios enormes de mentalidad y de conducta. No era posible pensar un 
esfuerzo organizativo y político exitoso a partir de las reuniones en un café 
de máximo cuatro o cinco personas, o de los "plenos" ilegales que en ningún 
caso podían ir más allá de un par de decenas de compañeros. De las 
"asambleas" de una preocupación exclusivamente interna, de debates densos 
y no pocas veces hiperideologizados, se pasó, en cosa de semanas, a un 
escenario en que lo primordial era el contacto directo con miles de personas 
no militantes, independientes, incluso apolíticos que, rechazando la dictadura, 
poseían una manera de pensar radicalmente diferente de quienes participaban 
activamente desde hacía varios años en la movilización democrática. Fue un 
proceso con altos y bajos, contradictorio, lento, muy difícil. 

Eso significó que en la práctica de masas, que es donde se deciden 
los procesos políticos, la campaña del 89, por su carácter multitudinario y 
por las enormes expectativas abiertas por el plebiscito del 5 de octubre de 
1988, fue un esfuerzo físico e intelectual extenuante. 

Había que aprender de todo y dar respuestas sobre todo. 

El pueblo reasumía ávido de información y conocimientos su 
condición de soberano. Durante años fue víctima de una censura 
infranqueable en muchas áreas, en la nueva situación la gente quería 
aprender con amplitud y rápidamente. Por ello arreciaban las preguntas 
acerca de todos los temas, en primer lugar sobre la salud pública, el deterioro 
de los consultorios, la ausencia de medicamentos, el mal estado de las 
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instalaciones hospitalarias; luego en el campo de la vivienda, acerca del 
agobiante déficit habitacional, de la imposibilidad del acceso a viviendas 
dignas, de la pésima calidad de las escasamente construidas, de los ánimos 
de tomas de terrenos y las ganas de organizarse en Comités de Allegados. 
Asimismo, en el terreno educacional brotaron las interrogantes acerca del 
deterioro de las escuelas y liceos, de las carencias escandalosas de la llamada 
educación municipalizada, de los sueldos vergonzosos del profesorado y 
la entronización de una enseñanza tremendamente segmentada, 
inocultablemente clasista y discriminadora. 

Había que comprender y proponer alternativas de solución, no sólo 
académicas sino que prácticas, a las secuelas de las llamadas 
modernizaciones, excluyentes y expoliadoras del neoliberalismo, en el 
campo educacional, previsional y de los seguros de salud, y hacerse cargo 
de la ausencia de derechos laborales, de las causas concretas del 
debilitamiento del movimiento sindical y la atomización del mundo popu- 
lar, y de tantas, tantas cosas. 

Después de años sin hablar, de ser allanados, apaleados, humillados, 
hombres y mujeres anónimos querían hablar de todo. Entremedio, 
agazapado, el miedo. Una costra asquerosa pero efectiva. No cabe duda de 
que el régimen de Pinochet fue el reino del miedo. El temor aparecía, se 
interponía y retrocedía para reaparecer en los ojos, en el ánimo, en la 
inestable voluntad popular de atreverse a caminar para recuperar la 
dignidad confiscada. 

En los años 88-89 en cientos de calles polvorientas, se cruzaban el 
ardor de la juventud que proponía y empujaba a realizar con urgencia todo 
lo que había que hacer y la incertidumbre crónica de los más adultos, 
desconfiados por sus propias y duras vivencias, respecto de no estar 
sufriendo una vez más el doloroso engaño de sentirse llegando a la meta, 
de sentirse libres para luego encontrarse nuevamente con el rostro terrible 
de la dictadura. Prevaleció la confianza, se impuso la unidad social del 
pueblo, como la definiera alguna vez Radomiro Tomic, la Concertación 
por la Democracia logró vencer. 

Más allá de cualquier duda, imperó la voluntad popular y nacional 
forzando que se abrieran anchas alamedas democráticas y se cerrara el 
período dictatorial. Venció el afán de convivir sin violencia, bajo reglas 
confiables para todos, frente a la prolongación del terrorismo de Estado. 
La aspiración libertaria prevalecía frente al miedo y al temor. 
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Años, varios años después, ya sin dictadura, Chile echaría de menos 
ese fervor colectivo, esa ansiedad popular, ese coraje cívico, al ser testigo de 
profundos quiebres espirituales sufridos en las fibras más íntimas del mundo 
democrático, conducentes a lamentables e inesperados retrocesos ante las 
presiones y el chantaje del militarismo. De repente pareciera que siguen 
mandando las oscuras fuerzas del pasado, ahora con mano ajena. Lógico, la 
reconstrucción histórica de la nación chilena ha sido y continúa siendo un 
desafío complejísimo, pero más allá de las dificultades reconocidas 
explícitamente por los actores democráticos, la tarea asumida con el respaldo 
de millones de personas parece reducida o autolimitada a un ejercicio político 
intrascendente, inofensivo. Que en la realidad, tanto ha sido el costo 
provocado por las furias del sistema que el arte de gobernar está circunscrito 
a una zona gris, rodeada por un foso invisible que no se debe cruzar porque 
hay un peligro mayor, remoto pero no desafiable. Las repetidas deliberaciones 
castrenses abusan y exprimen en su favor esta percepción. 

Por ello, ha sido doloroso presenciar el olvido de cuestiones esenciales 
que hicieron posible el retorno de la democracia. Desde la dictadura se 
había desplazado el país hacia una sociedad estructurada en base a la 
desigualdad, la ausencia de actores sociales, la intocabilidad de los 
poderosos y la resignación frente a la injusticia. Como consecuencia de 
este Chile de dos caras, una alegre y otra sombría, una muy pobre y otra 
muy rica, una muy solidaria y otra llena de codicia, una transparente y 
otra hermética, una pluralista y progresista y la otra visceralmente 
conservadora, una democrática y otra represiva, en fin, en un Chile lleno 
de desigualdad se ha instalado un escepticismo ácido, corrosivo, 
desalentador, coadyuvante involuntario de la terca resistencia de los poderes 
autoritarios al avance democrático. 

En el Partido Socialista (Almeyda) tomamos la decisión de trabajar 
por la inscripción en los registros electorales y por la derrota plebiscitaria 
de Pinochet a mediados del año 87. Meses antes que nosotros lo había hecho 
el Partido Socialista (Núñez), estableciéndose una de las coincidencias 
básicas para actuar en conjunto en el Comando del NO constituido a 
comienzos de febrero del año 88. 

Fuimos capaces en cortos meses de sacar conclusiones de fondo, 
aunque fuesen dolorosas, del cambio de la situación producida en el curso 
del segundo semestre del año 86. Era perceptible el agotamiento 
experimentado por la lucha de masas, que irrumpió en el año 83 y se expresó 
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en las vigorosas jornadas de protesta nacional. Estas, en su momento, 
tuvieron un efecto decisivo. Derrumbaron el llamado "receso político" 
impuesto por la dictadura y reabrieron la lucha por la recuperación de la 
democracia, cuando muchos habían perdido toda esperanza. Sin embargo, 
convocadas por las fuerzas opositoras a hacer del año 86 "el año decisivo", 
es decir, a fracturar la institucionalidad pinochetista e inducir el pronto 
inicio de una apertura real, incluyendo un itinerario de cambio del régimen, 
habían sufrido el desgaste de ser el instrumento básico de tan ambicioso 
objetivo nacional. A mediados del 87 advertimos oportunamente que 
tendríamos que enfrentar a Pinochet en el Plebiscito, con el que pretendía, 
con las cartas a su favor, perpetuarse en el poder. 

En el mes de julio de ese año, Pinochet repuso como Ministro del Inte- 
rior a Sergio Fernández, en un gabinete definido como de "proyección", es 
decir, lo designó para que asumiera el comando de la operación político- 
institucional destinada a repetir el éxito obtenido en 1980, cuando impuso 
en un Plebiscito sin ninguna garantía y carente de todo control democrático, 
la Constitución que le consagró en el mando de la nación. 

En ese mismo mes, culminaba un largo debate en plena 
clandestinidad, que asumiendo el nuevo contexto aprobaba -en nuestro 
Partido- la estrategia de "quebrar la reproducción institucional de la 
dictadura”, para lo cual, debían generarse sobre la marcha las condiciones 
que nos permitieran enfrentar y derrotar a Pinochet en el Plebiscito. En un 
fin de semana en que "llovía a cántaros", con inundaciones y todo, las 
diferentes instancias del Comité Central del Partido Socialista (Almeyda), 
reunidas por separado para evitar el descabezamiento partidario en caso 
de ser sorprendida y capturada alguna de ellas, sancionaron con amplísima 
mayoría, este "ajuste mayor", en la estrategia partidaria sin cambiar para 
nada el propósito de alcanzar la más cabal y plena reimplantación de la 
democracia en nuestro país. Formé parte de la Comisión Redactora del 
documento de resoluciones de ese Pleno y dialogamos intensamente en la 
clandestinidad con las otras fuerzas de izquierda, con las que manteníamos 
fuertes vínculos, desarrollados en muchos años de luchas conjuntas. 

Sin embargo, una parte de la izquierda, hasta entonces de fuerte 
potencial social y orgánico, el Partido Comunista, no escuchó nuestros 
argumentos y llegó muy tarde a la política del "NO". Era muy fuerte su 
temor a la legitimación de la dictadura, "a bailar la música del tirano", 
como nos remarcaban con sarcasmo. Al final, rompieron muy tarde sus 
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objeciones, esencialmente formales, que expresaban en el fondo un 
diagnóstico errado del país y les empujaba a sostener una conducta 
fuertemente voluntarista. Tal enfoque y conducta facilitaron las políticas 
excluyentes en el seno del nuevo agrupamiento democrático, y les empujó 
a establecer desde entonces una conducta de un muy especial radicalismo 
de izquierda, complaciente y ufano de no ser parte del sistema, con la 
ventaja de permanecer "incontaminado" en la berma del camino. No cabe 
duda que tal escisión mermó la potencia de las fuerzas democráticas y 
populares e influyó a la postre negativamente en la negociación que 
obligadamente, dada la derrota de la dictadura, iba a tener que producirse 
entre la Concertación y los voceros del régimen. La misma se estableció 
al comienzo del año político de 1989. 

No obstante las diferencias que nos marcaron desde 1988 a la fecha, 
en los quince años precedentes al Plebiscito, en las etapas más ásperas e 
inciertas de la lucha democrática, siempre estuvo como un actor insustituible 
el conjunto de la izquierda chilena. Sin su corajuda resistencia al despotismo 
no se habría construido una salida política a la dictadura; sin por ello 
menoscabar o desconocer la contribución también decisiva de las fuerzas 
democráticas de centro. 

La izquierda, con su histórica gravitación cultural y social, a pesar 
de las persecuciones escalofriantes y sus propias escisiones dolorosas, 
colocaba su firma al iniciarse una nueva etapa histórica. Sin reclamar un 
papel preeminente, adquiría a través del socialismo chileno en sus diversas 
expresiones, un rol insustituible en el quiebre y derrota del diseño 
estratégico de la dictadura. 


a 


4. El Plebiscito del año 1989. 


El camino seguido por la Concertación desde su configuración como 
alianza política, en el curso del año 88, tuvo que "acatar" para cambiar, la 
Constitución del 80, aceptarla como "un dato de la causa", para proceder a 
su reforma y transformación profunda. La Concertación no llegó al gobierno 
para culminar la legitimación de la institucionalidad establecida, sino que 
para actuar con prudencia política, pero con nítida radicalidad democrática, 
en la dirección de entregar a Chile un sistema institucional que asegure la 
gobernabilidad y la estabilidad del régimen político, sobre la base del único 
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gran consenso posible en un país con democracia, el respeto de la voluntad 
democrática de la enorme mayoría. Tal convicción es el fundamento ético 
que hizo posible la formación del "Comando por el NO" y luego significó 
la victoria del 5 de octubre de 1988. 

Dicho lo anterior, las afirmaciones de Edgardo Boeninger en su libro 
"Democracia en Chile, Lecciones de Gobernabilidad”, resultan enteramente 
inapropiadas y pueden inducir a un grave error. Desde su punto de vista, 
la Constitución del 80 modificada en julio de 1989, luego de ser reformada 
en el plebiscito de ese mes: "representó un encuentro mínimo suficiente 
entre el proyecto político del régimen militar y la propuesta democrática 
de la Concertación despojados ambos de sus aristas más radicales”. Esta 
aseveración es remachada luego con el concepto que tal base constitucional 
fue un "encuentro político", que de acuerdo con esa lógica era "para hacer 
posible un cambio pacífico y ordenado de régimen político”. Esta afirmación 
es muy peligrosa, desconoce o puede llevar a desconocer que fue la derrota 
política de la dictadura el hecho determinante que forzó el inicio de la 
transición. El NO obligó a la entrega del poder por quienes no querían 
hacerlo. 

Mas aún, sugerir una suerte de "empalme" entre el proyecto de 
perpetuación dictatorial y la demanda democratizadora que generó la 
victoria concertacionista, es asumir una versión que no da cuenta del Chile 
real de esos años, entregando alas y argumentos a la justificación de los 
enclaves autoritarios. Ese criterio de homologar los fundamentos político- 
institucionales de los actores democráticos, con el de sus adversarios de la 
coalición dominante, hubiera hecho sencillamente imposible la 
configuración de un bloque democrático tan amplio y potente como el que 
derrotó sucesivamente al régimen en los años 88 y 89. La mayoría que tuvo 
la Concertación representó el "encuentro mínimo suficiente” de millones 
de personas que no tenían otro propósito que no fuera el cambio del régimen 
político imperante. Fue un encuentro de la mayoría nacional fuera del 
sistema institucional de la dictadura, que cobró tal envergadura por su 
amplitud y energía que paralizó la respuesta del pinochetismo, ocupando 
los resortes institucionales generados en el marco del Plebiscito de 1988 
para instalar y afianzar un nuevo régimen político en Chile. La mayoría 
desde fuera del sistema terminó siendo capaz de coparlo para lograr su 
reemplazo. Ahora bien, más allá del régimen político quedó en pie la 
disyuntiva entre una sociedad democrática o una sociedad bajo tutela. La 
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asunción del gobierno democrático en 1990 y la permanencia de los en- 
claves autoritarios, vino a refrendar en un nuevo escenario la misma 
contradicción básica. 

El reencuentro de los demócratas fue en contra y a pesar de los centros 
rectores de la ideología de la dictadura. No sólo no hubo pacto secreto en 
los sucesos que obligaron al Plebiscito de mínimas y muy parciales reformas 
de julio de 1989, sino que tampoco se estableció lo que Boeninger llama 
"mínimo común denominador", en materias políticas, sociales y económicas 
con los voceros y exponentes del régimen militar. La razón es más que 
clara, simplemente no estaban disponibles para ello. Más aún, aceptar tal 
noción significaría hacerse parte de la prolongación a perpetuidad de un 
Chile de dos caras, de la existencia de la democracia y la dictadura bajo 
una cobertura institucional compartida. 

La destacada actuación de Boeninger en la transición hace esencial 
expresar que su punto de vista no es compartido por actores decisivos y 
relevantes de la Concertación. Tenemos que volver a repetir acá que luego 
de la derrota político-electoral del 5 de octubre de 1988, el régimen 
encabezado por Pinochet no tenía espacio ni tiempo político para intentar 
subvertir y liquidar el paulatino proceso de traspaso del poder. Salvo que 
el ex-Ministro haya llegado a la conclusión que la dictadura tenía 
capacidades omnímodas. 

El régimen no tenía otro proyecto o alternativa estratégica que no 
fuera aceptar, por duro que fuera para sí mismo, la entrega del liderazgo 
del país a la Concertación; ni nacional ni internacionalmente era posible 
otra cosa. Las Fuerzas Armadas no resistían romper un compromiso que el 
propio Pinochet tuvo que consignar como un tema que se vinculaba, ni 
más ni menos, que con el honor militar. Aceptar el plebiscito con reglas 
conocidas y control electoral fue parte del "patriótico" y obligado 
sometimiento "nacionalista" de Pinochet, ante el aumento de la 
preocupación y de las presiones de Estados Unidos ante la gravedad que 
tomaba la situación interna, establecidas durante la presencia en Chile, en 
julio de 1986 de Robert Gelbard, Secretario de Estado adjunto para Asuntos 
Interamericanos, quien definió su misión como "una visita de orientación". 
Esta frase lo define todo. Bajo el impacto del Paro Nacional convocado el 2 
y 3 de julio por la Asamblea de la Civilidad y con un enviado gringo en la 
trastienda visible e invisible a la vez, el dictador tuvo que decir: "el programa 
legislativo diseñado para el período presidencial 1981-1989 supone que el 


30 


ordenamiento jurídico complementario de la institucionalidad deberá estar 
en plena vigencia al término de éste", debiendo agregar además, "para 
asegurar así el eficaz funcionamiento de sus instituciones y el ejercicio de 
los derechos que la propia Constitución establece”. Resulta evidente que la 
"orientación" de Mr. Gelbard explica esta afirmación. Dicha en Santa Juana, 
en una localidad apartada, en esa intervención se incorporan compromisos 
que encerraban de todas maneras una decisión que el régimen no podría 
eludir. Debía correr el riesgo de un plebiscito controlado por la oposición. 
Aunque no se percibiera en ese momento, eso significaba aceptar la 
posibilidad de perderlo. En realidad, ya no sería el plebiscito que Pinochet 
había diseñado, similar a los dos anteriores de 1978 y 1980, en que impuso 
con facilidad su manipulación en toda la línea; ahora sería "otro" plebiscito. 
Así fue. 

En concreto, tanto sus propios sostenedores internos, como la 
administración norteamericana, concluyeron que la dictadura no podía 
seguir en el gobierno resistiendo porfiadamente la voluntad democrática 
de dos tercios de los chilenos. Las protestas sociales, la rearticulación de 
las fuerzas opositoras, el colapso del llamado receso político, configuraron 
un escenario que hizo imposible la simple y burda repetición de las 
experiencias plebiscitarias de 1978 y 1980. Ahora la dictadura tendría por 
su profunda ilegitimidad y aislamiento, que resignarse a una verdadera 
prueba de fuego, sin la cual su reproducción a largo plazo quedaba 
irremediablemente cuestionada. Pinochet tendría, y tuvo finalmente que 
así aceptarlo, un acto electoral que no era la simple imposición brutal de su 
voluntad autoritaria a la nación chilena. Sus propias reglas del juego 
comenzaron a aprisionarlo. Por cierto que no faltaban en sus filas aquellos 
incondicionales que le vaticinaban y convencían de una victoria aplastante 
e indiscutible. Seguramente que el envanecimiento creado por esos augurios 
triunfalistas, motivó que luego de la derrota, su entorno familiar, 
sincerándose en su odiosidad clasista, atribuyera el resultado que les 
arrebató el poder al hecho que los pobres son "mal agradecidos". En el 
fondo, eso fue lo que ocurrió, una empobrecida y hastiada mayoría nacional 
lo derrotó. En tal veredicto los humildes fueron los fundamentales. 

Con todo el poder, con el uso del chantaje y el miedo sin ningún tipo 
de pudor, con la votación forzada vía amenaza de sectores sociales muy 
significativos, Pinochet no alcanzó el 45% de los sufragios en 1988 y tuvo 
un 55% resueltamente y cualitativamente en su contra. Cuando digo 
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resuelto, no insinúo, ni por un momento, que esta mayoría resuelta pensaba 
en la confrontación física, era resuelta porque había comprendido 
perfectamente bien que ese y no otro era el momento, para derrotar a 
Pinochet. De modo que los hechos de nuestra inesquivable historia reciente 
no permiten hablar de "encuentro político" entre demócratas y 
antidemócratas. 

Tal afirmación de Boeninger es también inaceptable porque a una parte 
de la coalición que llegaba al gobierno, el socialismo chileno, la dictadura 
jamás le ofreció ni "encuentro”, ni "pacto", ni "fórmula alguna" que no fuera 
un sistemático intento de exclusión del sistema político, llegando a las 
aberraciones por todos conocidas en el ámbito de los derechos humanos, 
que no es el caso reiterar, pero que atenazan la conciencia nacional. 

Las equívocas ideas surgidas del hecho histórico de haberse 
desplazado pacíficamente a Pinochet, derrotándolo "en su propia cancha", 
son las que los sostenedores del autoritarismo esgrimen para parapetarse 
en sus enclaves, pretender la legitimidad democrática de los mismos y negar 
a la mayoría el derecho a gobernar sin otro límite que no sea el respeto a la 
minoría. Los más extremistas e incondicionales llegan a decir que el país 
recuperó la democracia gracias al ex-dictador. 

Rechazar el término de "encuentro político" es para la realidad de los 
años 88-89 necesario además cuando se insinúa comunicacionalmente por 
distintos grupos "fácticos", que todo lo que pasa en el país no es sino un 
"show" bien montado para disentir y discrepar, pero que todo está amarrado 
"bajo cuerda", a espaldas de los ciudadanos. 

Cuando Boeningerhabla de "garantías" para los miembros y partidarios 
del régimen derrotado, hay que subrayar que una parte de este país, de modo 
especial, parte de la coalición concertacionista, la izquierda que a título pleno 
está en el Gobierno, nunca pretendió suprimir, "borrar", o "extirpar" a las 
representaciones políticas originadas y sostenidas en la lealtad y acatamiento 
al liderazgo pinochetista. Jamás, ni en los momentos más duros de la represión 
dejamos de pensar que la reconstrucción democrática, por su propia 
legitimidad y estabilidad, en ningún caso iba a pretender el aniquilamiento 
o supresión, fuera físico o político, de sus adversarios. Nunca pensamos hacer 
lo que ellos hicieron. En Chile la derecha tuvo a Pinochet, pero la herencia de 
Allende impedirá que la izquierda llegue a tener un Pol-Pot. 

Nosotros, los perseguidos y excluidos por la dictadura, no 
requeríamos ningún "encuentro" para aspirar a una democracia, en que los 
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derechos de todos, incluido el derecho a gobernar de la oposición, estuviera 
expresa y prácticamente garantizado. Sin vetos de ningún tipo. Es lamen- 
table el argumento de Boeninger, dado que la "amenaza grave" a que alude 
en su libro ha sido siempre el pretexto del autoritarismo para frenar y 
cohonestar el curso de los cambios democráticos. 

Fue el proceso político de persistente lucha democrática y la derrota no 
sólo electoral, sino que ideológica de las fuerzas dictatoriales, la que instaló e 
impuso el proceso de reimplantación de la democracia, instalando un escenario 
a través del cual Chile reemprendiera su tradición histórica. Sin embargo, 
coherente en su afán antidemocrático, el autoritarismo en un plazo más breve 
del pensado, se las arreglaría para replantear y reponer su sistemática conducta 
de entorpecimiento del proceso democrático, impidiendo las reformas 
institucionales que quedaron pendientes del período 88-89, transformándose 
la idea de los "consensos básicos" gracias a los enclaves autoritarios, en la 
imposición de su propia y minoritaria voluntad antidemocrática. 

En marzo-abril de 1989 en un escenario determinado por el triunfo 
político-electoral e institucional del 5 de octubre, la dictadura se veía 
obligada a pactar su retiro del poder. Sin embargo, se dio maña para 
comprometer a la alianza emergente en un nuevo plebiscito efectuado 
en julio de 1989, luego de una tensa negociación entre los representantes 
autorizados de la Concertación y el régimen que se replegaba. 
Negociación tenía que haber. Así ocurrió en Brasil, Uruguay, Argen- 
tina, incluso en este último caso, cuando la aventura de la guerra de las 
Malvinas hizo colapsar el régimen militar. Sin embargo, la Concertación 
no fue capaz de concretar o forzar la negociación que se requería para 
una cabal reimplantación democrática. El plebiscito de julio de 1989 dejó 
pendientes, entre otros lastres autoritarios, la composición "mixta" del 
Senado, es decir, quedaron en pie los senadores designados, se modificó 
muy parcialmente la composición, aumentándose en uno los miembros 
del Consejo de Seguridad Nacional, manteniéndose en empate el número 
de civiles de un lado y de uniformados del otro, pero quedando -como 
ha sido evidente- amenazante y autónoma la opinión militar de quien 
no debiese haber duda alguna que es su superior jerárquico, el Presidente 
de la República; se mantuvo el sistema binominal favoreciéndose la 
sobrerrepresentación de la derecha minoritaria; tampoco fue afectado 
en su carácter el llamado Tribunal Constitucional; y se mantuvo intocable 
la inamovilidad de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas. 
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En cambio se logró modificar el mecanismo de reforma de la propia 
Constitución haciéndose vigente (en el caso de alcanzarse el elevadísimo 
quórum constitucional que toda eventual reforma requiere en la Constitución 
del 80) en el curso de la propia legislatura que las apruebe, sin esperar dos 
parlamentos sucesivos como establecía originalmente la Constitución del 
80. Sobre todo se ganó una "señal" política que el régimen se replegaba 
inevitablemente pero conservando para sí herramientas fundamentales. La 
negociación que hubo no era la única negociación posible. Muchos años de 
sufrimientos agudizaron la ansiedad. La Concertación firmó antes de agotar 
todas las posibilidades que emergían del resultado del 5 de octubre de 1988. 
No bastaba con la entrega formal del poder por parte del pinochetismo, era 
necesario un traspaso cualitativamente decisivo de los eslabones del poder 
real, aquel que el pinochetismo conservó en grado desproporcionado para 
sí, para obstruir el proceso democrático y granjearse una absoluta impunidad. 
Esa fracción desmedida de poder no sólo le resguardaba contra los eventuales 
"revanchismos" de los perseguidos, fantasma con el que siempre se especula 
pero que nunca existe dicho sea de paso, sino que le permitió además instalar 
su permanente coacción o tutela, ante la posterior evolución democrática 
del país. 

La entonces opositora Concertación dejó su suerte pendiente a la 
obtención en diciembre de 1989 de los 2/3 en ambas Cámaras, o a que 
Renovación Nacional cumpliera con su palabra "reformista" en el 
Parlamento que se inauguraba en marzo de 1990. Ninguna de ambas cosas 
ocurrió. No hubo los 2/3 en el Parlamento por el efecto combinado del 
sistema binominal y la existencia de los senadores designados, así como 
Renovación Nacional hizo absoluta dejación de su palabra "reformista" 
solemnemente empeñada por las expresiones de sus máximos dirigentes 
de la época en uno de los "fraudes" políticos más ominosos de nuestra 
historia republicana. Fue una primera pero determinante victoria de los 
"duros" dentro de Renovación Nacional. 


5. Un nuevo y singular escenario. 


Sin embargo, los hechos básicos, aquellos que arrancan del carácter 
democrático del "alma nacional”, fueron determinantes. Se instaló un gobierno 
civil después de 17 años de dictadura. Esa fue una conquista democrática 
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gigantesca. No habría más detenidos desaparecidos ni arrestos ilegales; las 
leyes se tendrían que discutir y tramitar en el Congreso Nacional a pesar de 
estar distorsionada la voluntad popular por los senadores designados; los 
"chicagos" ya no harían más lo que se les ocurriera con la economía y se 
comenzaría a pagar la deuda social. Las poblaciones no serían allanadas en la 
madrugada y sus vecinos apiñados como animales en las canchas o sitios 
eriazos, asediados por las bayonetas de los fusiles empuñados por jóvenes 
muchachos con la cara pintada. Poco a poco, comenzaría a cambiar el sistema 
judicial y avanzaría la lucha para eliminar la corrupción y los abusos de los 
servicios policiales. La política social tomaría una prioridad central, de modo 
que la salud pública, la enseñanza y la vivienda, iniciarían el largo camino de 
su recuperación, en el contexto de la revalidación de las políticas públicas con 
sentido de equidad social. Las libertades se ejercerían nuevamente, no obstante 
permanecer agazapado el miedo a la regresión dictatorial. En fin, se 
reconstituiría el aprecio por el valor de la vida humana y la gente de izquierda 
ya no sería tratada como "bestias", los trabajadores tendrían un respiro dado el 
crecimiento económico sostenido casi una década y se expresarían con dignidad 
y entereza las demandas de respetar el medio ambiente, de promover la equidad 
de género y la libertad en la cultura y el arte. Cual un convalesciente el país 
reiniciaba su andar en un cauce democrático. 

Pero aún faltaba mucho, muchísimo, para que los grandes actores 
antidemocráticos y retardatarios, dejasen las posiciones de poder adquiridas 
bajo el alero de la dictadura; quedaba aún en pie ese verdadero Estado 
invisible construido, con máxima riqueza y en total impunidad, desde el 
cual actuarían intensamente para bloquear, cercar y paralizar la 
reconstitución de la democracia. 

En fin, en ese 11 de marzo de 1990 que evocamos al inicio, el recuerdo 
con escalofríos de la dictadura, instalaba una sola gran convicción: que nada 
podía justificar los trágicos desentendimientos y divisiones de las fuerzas 
democráticas que a la postre habían sido fatales para una etapa de la historia 
de Chile. La gran lección de esos años es que un régimen como el que imperó 
en Chile entre 1973 y 1989 no se justifica en ninguna circunstancia; no hay 
hecho, conflicto o dilema alguno que pueda servirle de pretexto. 

En el salón del Congreso Pleno estábamos ese día 11 de marzo de 
1990, mirando a quienes hasta hacía muy poco tiempo firmaban los decretos 
de detención, expulsión y/o relegación de nosotros mismos, de nuestros 
amigos y compañeros. Nos encontramos por primera vez muy cerca de los 
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ex-ministros y ex-embajadores que negaban las ejecuciones sumarias de 
los nuestros, que ocultaban las torturas y se burlaban de la condición de 
detenidos desaparecidos de miles de personas, inubicables para siempre. 
En esa primera ocasión más de una vez se cruzaron las miradas, con la 
perplejidad e indefinición de aquella situación tan singular en que se 
encontraron cara a cara víctimas y victimarios. No encontré en esos ojos, 
huellas de arrepentimiento, tal vez de incomodidad ante el nuevo escenario 
del país. Los jefes políticos de los victimarios aún no alcanzaban a 
comprender que, al final de cuentas, fueron víctimas de su propio horror, 
arrastrados a la pérdida de su moral y sentido histórico, hechos todos que 
no podrían borrar. 

Estábamos frente al que había encabezado todo el sistema. Tenía aún 
la fuerza y los distintivos del mando castrense, sus guardaespaldas, sus 
artificiosas condecoraciones, su corte de aduladores y sus incondicionales 
en la jefatura de las distintas unidades militares del país. Nosotros teníamos 
la foto de nuestros detenidos desaparecidos en la solapa y la tarea de 
reencontrar a Chile con su tradición histórica. 


6. Los Actores-Herederos que Dejó la Dictadura. 


La dictadura generó nuevos actores y comportamientos culturales. 
Entre ellos sobresalen los nuevos políticos de la derecha, los nuevos ricos 
de la parranda neoliberal y el fenómeno del militarismo con o sin uniforme. 


Los nuevos políticos de la derecha: 

Esa mezcla de prepotencia e ignorancia que se cobijó en las 
alcaldías, seremis, gabinetes ministeriales, empresas públicas luego 
privatizadas, asesorías jugosamente pagadas, etc. 

Esos nuevos políticos de derecha se convirtieron con el cambio de 
gobierno en diputados y senadores opositores. Al inicio de la transición 
se esmeraron en cuidar las formas. Debían convencer que se trataba de 
gente culta, sensata, criteriosa. Debían desmentir que se habían 
amparado en el mismo poder, sádico e implacable, que había perseguido 
o excluido a sus nuevos y obligados interlocutores, antes satanizados 
en sus intervenciones y discursos, pero ahora en el Gobierno o en el 
Parlamento del país. Con el cambio de la situación nacional se proponían 
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lograr que se impusiera el olvido y no se recordara que durante más de 
una década no quisieron escuchar o creer que el terrorismo de Estado 
era consustancial al régimen del cual provenían y se habían alimentado. 

Esos nuevos políticos de derecha debían tratar de blanquear tras 
sus anchas y amplias sonrisas un pasado que les acusaba. Presurosos en 
genuflexiones, sus manos bien cuidadas debían indicar que nada tenían 
que ver esos dedos y tan delicada piel, con la mano áspera e insensible 
de los torturadores y carceleros. 

Esos nuevos políticos de derecha se esforzaban en exhibir su 
versatilidad jurídica de modo de no ser confundidos con los 
"improvisados" juristas que actuaron en los Consejos de Guerra o con 
los insensibles jueces que denegaron los habeas corpus o con la tosca e 
irrefrenable expansión de la justicia militar bajo la dictadura. A 
comienzos de 1990, ya no se podía afirmar como lo hiciera una vez un 
presidente de la Corte Suprema, cuyo nombre no vale la pena recordar, 
que el tema de los detenidos desaparecidos lo tenía "curco". 

Esos nuevos políticos de la derecha aprendieron con rapidez las 
ventajas del cinismo y la hipocresía. Amparados en la Constitución del 
80 podían culpar a las circunstancias de las carencias de una democracia 
imperfecta y de un Estado de Derecho bajo tutela. 

Esos nuevos políticos de la derecha podían incluso ir más lejos, 
mostrarse receptivos al tema de los Derechos Humanos; lógico, 
exclusivamente hasta el punto en que la preocupación se transformara 
en convicción y la convicción en justicia. Incluso, uno de ellos llegó a 
reunirse con familiares de las víctimas, lo único malo fue que no pudo 
ocultar la finalidad electoralista, y por tanto, censurable de esa iniciativa. 

Esos nuevos políticos de la derecha que trataron de hacer y 
lograron en buena medida un tremendo negocio con la llamada "política 
de los consensos", pues la usaron para blanquearse a sí mismos e intentar 
blanquear al régimen del cual provenían. 

Esos nuevos políticos de la derecha se desnudaron al verse 
obligados a salir en defensa de "su" general preso en Londres. Lo han 
hecho con dientes y muelas, con rabia, encono, con la energía del que se 
sabe herido, porque la imprudencia de su caudillo al viajar en busca de 
salud a tierras lejanas, donde no fue invitado y habría de ser procesado, 
les empujó a mostrarse tal como son: iracundos, chantajistas, 
inescrupulosos, desleales. 
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Los nuevos ricos: 

Esa versión criolla del gran capitalista. El "cuesco Cabrera" que se 
convirtió en gerente o gran accionista. Esa especie soberbia y arrogante 
que cree que Chile pertenece sólo a ellos. 

Los nuevos ricos ansiosos de celebridad y boato. Intolerables, 
agresivos, cínicos, incultos. Que piensan que todo lo saben, pero no saben 
nada, salvo, claro está, ganar dinero y protegerlo. 

Los nuevos ricos con muchos bienes y cuantiosas fortunas cuya 
procedencia es oscura. Cuyos abundantes millones no se sabe bien de dónde 
salieron, pero que, no obstante, dictan cátedra de lo que se debe y no se 
debe hacer en el campo de la ética, contra la corrupción y por el "bien común" 
del país. 

Los nuevos ricos que, de altos funcionarios, pasaron a grandes 
empresarios, y que permanecerán, por tanto, embriagados de por vida con 
un tipo de modernización que les hizo poderosos de la noche a la mañana. 
Aquella que otorga manga ancha al que tiene riqueza e inseguridad y 
angustia al que no la tiene. 

Los nuevos ricos que se han topado con un tipo de país en el cual 
siempre se les dice que sí, y que cuando no, pueden recurrir a sus pares, los 
nuevos políticos de la derecha para imponer sus intereses desde el Senado 
de la República. 

Los nuevos ricos que manipulan el sistema político impidiendo el 
financiamiento público y transparente de las campañas electorales, 
reservándose por vía del dinero un poder de intromisión en los asuntos 
públicos de la nación chilena, que difícilmente puede existir en otro país 
democrático. 

Los nuevos ricos que concentran en su poder más de la mitad del 
ingreso nacional, que han incorporado un sector de la sociedad a un nivel de 
consumo desmesurado y agobiante logrando que cientos de miles de perso- 
nas queden esclavizadas por sus deudas descontroladas. 

Los nuevos ricos que conciben los recursos naturales únicamente como 
factores directos e inmediatos de maximización de sus ganancias, cuya mirada 
cortoplacista conduce a liquidar y dilapidar las materias primas, los recursos 
energéticos y las fuerzas laborales, despreciando todo compromiso con el 
desarrollo sustentable de la nación chilena. 

Los nuevos ricos se complacen con el creciente control informativo 
existente en el país, usufructúan de la censura y condenan la cultura nacional 
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a los límites de superficialidad y ausencia de densidad que le resultan 
convenientes, intentando rebajar el horizonte cultural de la nación a la venta 
de publicidad y a la comercialización de productos importados. 

Los nuevos ricos desprecian profundamente la voluntad ciudadana y 
prefieren mantener un régimen político semi-democrático, atado al pasado, 
en el cual los grupos de presión con mayor poder deciden lo que se hace y no 
se hace en Chile. 

En suma, los nuevos ricos son hijos ilustres de Pinochet porque profesan 
la misma ideología antidemocrática y la misma cultura despótica. 


El militarismo, con y sin uniforme: 7] 

"Si esto se mantiene comenzarán a caer víctimas de lado y lado"; 
"será muy difícil para los comandantes en Jefe controlar lo que pasará en 
sus cuarteles si Pinochet no regresa pronto"; "habrá reventones", éstas y 
muchas más han sido las expresiones de altos oficiales en retiro ante el 
"caso Pinochet". No cabe duda que el arresto de su Comandante en Jefe, 
caudillo y máximo jerarca durante 25 años, al que deben sus exitosas 
carreras, ubicaciones profesionales en el escalafón, galones, destinaciones, 
figuración social, etc., trastorna la visión y el ánimo de estos jubilados de 
las Fuerzas Armadas, cuya vida fue la incondicionalidad y la obsecuencia 
frente al ex-dictador. 

Se trata de ex-altos cargos que vivieron el periodo del ostracismo 
militar, es decir, una larga etapa en que sus vidas profesionales languidecían, 
sin pena ni gloria, detrás de los elevados murallones de los regimientos, 
aislados de la sociedad, pero bajo el alero y la mirada vigilante de los 
oligarcas y poderosos de turno. Sobre todo en el campo, los vínculos y 
lazos sociales de los oficiales se establecían supeditados al amparo de 
influyentes terratenientes conservadores, reaccionarios hasta la médula, 
que siempre les consideraron, simplemente, como su brazo protector ante 
eventuales "desbordes" de la peonada. 

En ese clima tedioso, nada de heroico, soportando el desdén e incluso 
el desprecio de los dueños de la tierra y del dinero, institucionalmente 
postergados y al borde de la obsolescencia, atrapados en la somnolencia o 
en la abulia de instituciones armadas instruidas esencialmente para una 
imaginaria guerra antisubversiva, pero sin capacidad de interferir por sí 
solas en la marcha de la nación, en tales circunstancias se incubó una especie 
de "Rambo frustrado", sabedor que en sus manos estaban armas mortíferas, 
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pero resentido y odioso, a la espera de acciones heroicas, sin que pudiera 
hacer uso de esos instrumentos letales para dominar, mandar, eliminar y, 
finalmente, vencer al "enemigo". 

En la generación de semejante "patriota", le cabe una responsabilidad 
determinante, soslayada hasta hoy, a la instrucción recibida por estos oficiales 
en su juventud, en el complejo de adoctrinamiento, formación y preparación 
táctico-operativa de las academias y centros de instrucción de los Estados Unidos. 

En la selva panameña o al interior de algún cuartel gringo, el "Rambo 
frustrado", procedente de nuestro alejado y pequeño país, recibió un 
estímulo adicional para sentirse con la legitimidad, el "orgullo", en jerga 
castrense, para autoconferirse la autoridad, el "don", la misión de imponerle 
a la sociedad sus propios dogmas conceptuales, una determinada moral, 
un sentido a la sociedad y a las relaciones humanas. La llamada doctrina 
de la Seguridad Nacional, se inserta en el vértice de las premisas ideológicas 
que impulsaron a un puñado de uniformados a decidir la muerte o la vida 
de muchos de sus compatriotas, sin que ellos tuviesen siquiera un alfiler 
en sus manos con el cual defenderse. El enceguecimiento ideológico les 
empujó a actuar sin distinguir el ámbito de lo moral o lo inmoral, del valor 
o de la cobardía, en un desenfreno tan espantoso que todo acto de crueldad 
se excusaba, y las torturas, desapariciones forzadas y crímenes de lesa 
humanidad se entendían como "servicios a la patria". 

Este nuevo personaje de la sociología nacional no sólo tuvo un poder 
incontrarrestado bajo el régimen militar, sino logró retener en el proceso 
de transición una porción significativa de injerencia y capacidad de 
intervención, permaneciendo sus diferentes individualidades en el inte- 
rior de lo que ahora se llama "familia militar”, en servicio activo o en retiro, 
pero transmitiendo sus nuevos resentimientos, realimentando sus 
odiosidades y acariciando sus distorsionados sueños de grandeza, 
convocando a una acción corporativa en demanda de lealtad con una 
conducta que, por cierto, nunca se fundó en la moral y en la lealtad, vale 
decir, generando ciegas solidaridades que excusaran los crímenes de lesa 
humanidad ejecutados en personas indefensas. 

Lamentablemente el endiosamiento de Pinochet en el seno de los 
uniformados y su permanencia 25 años en el máximo cargo institucional, 
congelaron la evolución de la mentalidad colectiva del militar chileno. Los 
viejos oficiales en situación de retiro, acomodados a una nueva situación 
muy distante del ostracismo que les tocara conocer, satisfechos con sus 
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elevadas figuraciones sociales, engreídos por ser número puesto de las 
recepciones de gente ociosa pero con marketing y asiduos rostros de las 
fotografías en las páginas sociales de las revistas más elegantes del poder 
fáctico empresarial criollo, ya no están en condiciones de emprender 
ninguna aventura sediciosa. Sus amenazas son declamaciones casi por 
inercia. Constituyen el agradecimiento forzado hacia "su" protector de tantos 
años. Sin embargo, lamentable y tristemente, jóvenes oficiales que conocen 
la Dina exclusivamente en el relato corporativo y mesiánico transmitido 
en el interior de los cuarteles, muestran en sus expresiones la misma 
intolerancia e irracionalidad que nutrió los núcleos generadores que dieron 
vida a los centros del horror pinochetista. Es frustrante constatar que la 
ideología del odio se reproduce en jóvenes que, sin memoria histórica, 
reciben e incorporan en su mentalidad militar un relato mesiánico que 
trastrueca valores esenciales y que presenta como heroicos los actos más 
infames y condenables. La “obra” del régimen militar viene a ser la excusa 
de tal aberración histórica. Es evidente que la transición no ha traspasado 
los gruesos murallones que cobijan una ideología corporativa ajena a la 
mentalidad y tradición democrática. Esperamos que ello finalmente ocurra 
para bien de la estabilidad institucional de la nación chilena. 

Esta descripción no presupone que estos actores herederos no 
cambien de acuerdo con el muy antiguo juicio dialéctico de Heráclito, 
que "todo fluye y se transforma". Más aún, es deseable que experimenten 
esos cambios, que vendrían a coadyuvar a la restauración democrática. 
No obstante, los porfiados hechos, la idolatría que hacia Pinochet profesan 
estos actores, sean civiles o uniformados, su valoración dogmática de lo 
que consideran la "obra" del régimen militar, señalan más que avances, 
retrocesos en la evolución ideológica de estos sectores de la derecha 
chilena. El caso de Renovación Nacional ahorra más comentarios. No cabe 
duda que en el núcleo rector de la derecha y sobre todo en las instancias 
deliberativas de la llamada "familia militar", queda un largo trecho que 
recorrer para que se internalice la convicción que la convivencia social 
más estable es aquella fundada en el ejercicio pleno de las libertades y 
derechos ciudadanos, sin guardián tutelar alguno, que resuelva en nombre 
de intereses corporativos o ideologías mesiánicas lo que corresponde 
decidir a la sociedad en su conjunto y concretamente, a las instituciones 
que emanan del mandato ciudadano, expresado en una soberanía popu- 
lar sin cortapisas ni limitaciones autoritarias. 
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II. Un balance positivo 
con deudas que desencantan 


Tutelaje y desigualdad. 


Vivimos en un país distinto. Chile no es el mismo en democracia que 
con dictadura. De ello no cabe duda alguna. La sociedad se ha desprendido 
del abuso estatal practicado por el régimen neoliberal. Entre la civilización 
y el salvajismo no hay comparación posible. Eso no puede perderse de 
vista en ningún caso. 

Sin embargo, el resultado de la intromisión fáctica sobre el ejercicio 
de la soberanía popular ha sido deplorable. La Concertación ha 
demostrado capacidad de gobernar y de hacer crecer el país. No ob- 
stante, ello no ha impedido el debilitamiento de la credibilidad del 
sistema político como consecuencia de la incapacidad de cumplir con 
los objetivos programáticos, ofrecidos y respaldados mayoritariamente 
por tres campañas parlamentarias consecutivas y dos exitosas jornadas 
de elección presidencial. La permanencia del "Estado invisible", tomando 
el término de Norberto Bobbio, ha conducido a una realidad en que se 
ha configurado una autonomía del estamento militar fuera de la lógica 
de cualquier Estado de Derecho democrático, consagrándose una suerte 
de compromiso no escrito que establece que las fuerzas civiles pueden 
resolver con plenitud todo aquello que sea necesario o conveniente, pero 
que no importe o afecte a los militares; ya que una vez que se llega a ese 
punto, se limita con una frontera difusa, pero a la vez increíblemente 
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precisa, que no es superable para la autoridad civil. Incluso en las últimas 
semanas, los uniformados han llegado a imponer vía “foros institucionales” 
una autonomía tan vasta que incluye una indisimulada e inconstitucional 
deliberación interna. 

Resulta evidente que apenas los radares siempre vigilantes de los 
uniformados detectan cualquier anomalía en este sistema "perfecto" de 
convivencia -es decir, cuando se trata de superar la intromisión política y 
el tutelaje- de inmediato suenan alarmas y se movilizan poderosos 
instrumentos de contención del dispositivo de resguardo e injerencia 
instalados en la realidad concreta del país de hoy. Quien piense 
sinceramente en el futuro del país, y no exclusivamente en el interés 
propio, tendrá que aceptar que semejante dualidad debe ser superada, 
para lo cual se requiere la evolución de todos los actores, incluidas las 
Fuerzas Armadas. Al respecto, no debe confundirse la comprensión frente 
a la lentitud y parsimonia de un cambio corporativo difícil y accidentado, 
con la resignación hacia su injerencia en política contingente y el 
congelamiento del proceso de su adaptación al nuevo escenario, 
conversando cuotas de poder, hábitos y comportamientos ideológicos que 
petrifican su mentalidad y su función institucional. De este modo, se ha 
configurado ese país tan singular que es el Chile actual, con dos caras: 
una democrática y otra no democrática. 

El exceso de ingeniería política. Encapsular el dilema de fondo y el 
hábito de esconder o ignorar el conflicto institucional, no incorporarlo al 
proceso de toma de decisiones por parte de la voluntad ciudadana, y aceptar 
entregarlo a las astucias de una medición de habilidades, bajo estricta 
reserva entre el gobierno democrático y el poder fáctico militar, condujo a 
concluir dos períodos presidenciales con una transición inconclusa y 
entrampada. 

En la lucha política detrás de cada idea o concepto se entabla la 
disputa ideológica por la hegemonía respectiva. En el caso de la transición, 
la "política de los consensos" ha pasado a ser, en boca del autoritarismo, un 
slogan que pretende que nada cambie y que todo siga igual, amarrado tal 
cual quedara en 1989. En cambio, para un sector gravitante del mundo 
popular, el mismo término ha pasado a ser el entendimiento de los que 
están bien, de aquellos tocados con la vara de la fortuna y que piensan 
seguir con las cosas tal como están, sin modificación alguna, ni en el sentido 
democrático-institucional ni en la dirección de una mayor equidad social. 
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En este cuadro, lo peor es la sospecha ciudadana. Aquella que piensa 
que se ha internalizado en eslabones muy significativos de la autoridad 
civil, una mentalidad para la cual esta situación de "convivencia" es una 
realidad que no sólo no se puede modificar sino que además, para una 
parte de los que gobiernan, los reprobables y compulsivos engranajes 
antidemocráticos del pinochetismo, han sufrido una metamorfosis que les 
transfigura en una compañía que ya no es repulsiva ni chocante y que ahora 
resulta ser compatible, su coexistencia prolongada, mejor dicho indefinida, 
con las tareas de un gobierno que tiene como objetivo consolidar la 
democracia. Semejante enfoque, escéptico y seudorrealista, se ha hecho 
presente incluso en personas que fueron opositores radicales a la dictadura; 
el caso extremo es la aparición de una suerte de pinochetismo tardío, 
constituido por figuras políticas que no trepidan en buscar votos donde 
sea, aunque aquellos se encuentren en las alcantarillas de nuestro pasado 
reciente. 

El desencanto tiene que ver decisivamente con que los enclaves 
autoritarios han pasado a ser parte del paisaje con el que más de alguno 
que no debiera se siente cómodo. El desencanto es un rechazo al exitismo y 
a la pérdida de vigor en las transformaciones democráticas, es un reclamo 
ante la falta de energía que se reemplaza con una política evasiva y sin 
sustancia. El desencanto no es sino la constatación social de que no logramos 
doblegar la amenaza del uso de la fuerza, por parte de los herederos de la 
dictadura, para dirimir los dilemas pendientes y que esa espesa, ingrata e 
indeseable realidad se elude con justificaciones y contorsiones explicativas 
que cada día resultan más inaceptables o incomprensibles. Pareciera que la 
autoridad democrática se ha resignado a que la intervención militar es una 
"fatalidad" definitiva. 

A ello se agrega una modernización sesgada y excluyente. La 
Concertación debe ser más autocrítica en materia económico-social, más 
exigente consigo misma y menos autocomplaciente. Es cierto que ha sido 
capaz de mantener y/o elevar el ritmo de crecimiento, pero no ha logrado 
superar la lógica del "chorreo". Aquella que espera que la buenaventura de 
la concentración económica en poderosos grupos empresariales signifique 
tal nivel de inversión y excedentes, que se esparzan alcanzando a los sectores 
más pobres de nuestra sociedad. No obstante, los datos de la realidad son 
inconmovibles. Antecedentes entregados en el estudio titulado “¿Es Chile 
un país equitativo?”, por la Comisión Nacional Justicia y Paz de la 
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Conferencia Episcopal, indican que: "Entre los años 87 y 90 el país tuvo un 
crecimiento sostenido y alto, superior al 6% anual", a pesar de ello, el 
documento señala "la pobreza e indigencia sólo se redujo levemente 
alrededor del 1% anual". O sea, el "chorreo" es exiguo, muy escaso, pero la 
concentración de la riqueza muy sustantiva. 

Tal realidad eterniza infames desigualdades, que entran veloces a 
los hogares de los más humildes, a través de una publicidad que exalta el 
modelo y desconoce sus debilidades y negativas consecuencias sociales; 
que, en su agobiante llamado al consumo, no cesa sino que acentúa sus 
tendencias a la exclusión y marginalización social; que empuja al 
individuo a batirse como sea, en la arena de un nuevo circo romano: el 
mercado, escenario en el cual el individuo sufre, pugna, vive, sobrevive o 
muere para obtener los bienes de consumo que le convierten en "ser", de 
acuerdo a ese mensaje persistente del imaginario neoliberal. Decenas de 
miles de jóvenes inducidos a su propio tipo de consumo, de drogas 
esclavizantes y agresiva autoafirmación en el cerrado circuito de la 
marginalidad urbana, condicionados por la lógica y códigos de sus 
pandillas, serán los "parias" a perpetuidad de un sistema de exclusión, 
del cual por sí solos jamás podrán salir. El horizonte de la sociedad 
neoliberal no les prefigura ni anticipa otra perspectiva, que no sea su 
progresivo embrutecimiento delincuencial, ante el cual la sociedad se 
escandaliza pero que permanece, rígido e inescapable. 

En su testamento espiritual, el Cardenal Raúl Silva Henríquez 
manifiesta: “La miseria no es humana ni cristiana. Suplico humildemente 
que se hagan todos los efuerzos posibles, e imposibles, para erradicar 
la extrema pobreza en Chile. Podemos hacerlo si en todos los habitantes 
de este país se promueve una corriente de solidaridad y generosidad”. 
Esta visión profundamente humanista no debiera entrar por un oído y 
salir por el otro del cuerpo social. Es una interpelación a las personas y 
al Estado, a la esencia de nuestra manera de comprender la vida en 
comunidad. La responsabilidad que tenemos frente a las desigualdades 
no se puede traspasar a las teóricas bondades espontáneas del 
mecanismo económico. 

Debemos asumir que no ha habido aún, lo que a diez años de 
transición resulta evidente, un reconocimiento claro y explícito, que los 
términos actuales del crecimiento no permitirán eliminar la pobreza. 
Siguiendo la línea de pensamiento del área pastoral social de la Iglesia en 
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el estudio antes señalado "La pobreza no se da porque sí. No es un aerolito 
caído del cielo ni es un producto de la casualidad. Es un hecho social, 
vinculado a maneras de actuar de agentes sociales". Asumiendo este 
enfoque se concluye que deben incorporarse mecanismos redistributivos 
de la riqueza e instrumentos eficaces que aseguren el bien común, así como 
la reedificación de una seguridad social que proteja a los grupos sociales 
más vulnerables. De no ser así, la desigualdad proseguirá su camino 
triunfante. 

El propio Presidente Frei, en el muy comentado conclave de la 
Concertación en Reñaca, en marzo de 1996, se preguntaba: ¿nuestras 
políticas están produciendo una sociedad más equitativa? Su respuesta 
positiva aludía a la acción gubernativa y a las prioridades establecidas en 
su agenda modernizadora. En especial, al impacto y significación de la 
Reforma Educacional. Además, subrayaba la importancia de la inversión 
social equivalente a un 71% del presupuesto y reiteraba un fuerte énfasis 
referido al rol del Estado "regulador", "fiscalizador" y "promotor de la 
igualdad de oportunidades", en el proceso de implementación de las 
modernizaciones. En su intervención se registraba, asimismo, la nueva 
dimensión otorgada al Mercosur en los planes gubernativos, considerando 
tal acuerdo de integración regional como "una asociación clave para el fu- 
turo". 

La suma de tales contenidos, así como cada uno de ellos por separado, 
era inobjetable. Pero el tema de la redistribución del ingreso fue el gran 
ausente en estos años. Por cierto que también uno de sus aspectos más 
relevantes, la necesidad de plantear al país, de convencer y sacar adelante 
una reforma tributaria, que cumpliese con la simple pero insoslayable 
función de lograr que los que tienen más aporten más a la configuración 
de una sociedad integrada, social y territorialmente. Como parte del mismo 
telón de fondo, de una nación cruzada por la desigualdad, tampoco se ha 
resuelto en estos años el profundísimo desequilibrio entre trabajadores y 
empresarios en las relaciones laborales en el seno de las empresas; desde 
allí se inicia un reparto desigual de la riqueza que escinde hondamente 
nuestra sociedad. 

A comienzos de 1996 el gobierno había cerrado el capítulo "Contreras", 
con el ex-jefe de la Dina en el penal de Punta Peuco y mantenía, sin objeciones 
de importancia, el timón de la marcha económica del país. Incluso más, 
exhibía solvencia técnica y un alto prestigio internacional. Tengo la convicción 
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que en ese momento de "holgura", era cuando se contaba con el espacio y el 
respaldo social para plantear el tema de fondo aquí señalado: el de la 
redistribución del ingreso. Al parecer, la autoridad no se atrevió ante la 
prepotente soberbia del dinero. Se perdió el tiempo político preciso. El 
llamado "trienio de oro" en la economía quedó cojo. Su dimensión social 
quedó trunca. La política democrática dejó de emprender una de sus 
responsabilidades básicas: concretar una distribución más justa y equitativa 
de la riqueza de Chile, para asegurar los derechos básicos de todos. Ha sido 
la Comisión Doctrinal de la Conferencia Episcopal, la que en noviembre de 
1996, constató y advirtió acerca de los peligros consustanciales a una situación 
de injusticia social: "Las inequidades internas de nuestra sociedad son factores 
negativos que impiden e impedirán crecientemente que nuestro país se 
desarrolle en forma integrada y equilibrada". 

Luego, el tema de una reforma tributaria vinculada al esfuerzo 
resdistributivo volvió a la agenda de la discusión nacional a comienzos de 
1998. Sin embargo, en un contexto distinto, con la Concertación con un 
millón de votos menos, dejados de recibir en las elecciones parlamentarias 
de diciembre de 1997, esta discusión adquirió un tono agrio y desalentador. 
El Jefe de Estado cerró el debate, que nunca pudo hacerse como 
correspondía, con una sentencia definitiva, en febrero de 1998: "no estamos 
para hacer ninguna locura". Aunque, esta discusión se reinició por las 
expresiones del entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, Juan 
Villarzú, militante de la Democracia Cristiana, quien afirmó que la carga 
tributaria en Chile ubicada en el 17%, para que el Estado cumpliera su 
responsabilidad social, debía subir seis o siete puntos en relación al producto 
nacional. La tajante intervención presidencial, determinó que, una vez más, 
el Partido Socialista hubo de disentir públicamente, ya que en reiteradas 
ocasiones había planteado este tema en un país en que la discusión sobre 
los impuestos ha sido sistemáticamente distorsionada e interesadamente 
manipulada. Lamentablemente, en el verano de 1998, el tema de la 
redistribución para avanzar hacia una sociedad más integrada, cohesionada 
y equilibrada social y territorialmente, quedó caracterizado bajo el 
calificativo de "una locura". 

Esta insuficiencia crónica del proceso político en curso, que no 
desconocemos se debe en altísima medida al actual marco institucional, 
pero que es coadyuvada por la falta de voluntad política para entrar a fondo 
en el tema de la equidad social, afecta gravemente el ámbito de las políticas 
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económicas y sociales pero se extiende irremediablemente al campo político, 
por cuanto altera y desnaturaliza la esencia misma de la vida en democracia. 
Al respecto resulta precisa la definición de Norbert Lechner: "La democracia 
queda restringida a una democracia electoral a la vez que se entrega al 
gobierno la responsabilidad de hacer cumplir los "imperativos" técnicos 
de la racionalidad económica". 

Uno de los hombres más ricos del mundo, el economísta George 
Soros, a quien citamos no por su originalidad sino por constituír una opinión 
que emana de la médula más auténtica del capital globalizado, ha afirmado 
en esta misma perspectiva:"Uno de los grandes defectos del sistema 
capitalista global es que ha permitido que el mecanismo de mercado y el 
afán de lucro penetren en esferas de actividades que no le son propios”. 

Esta es una conclusión que no debiese ser desoída en nuestro país, 
dada la exacerbada preeminencia que tales factores han alcanzado en 
decisiones primordiales para la vida nacional. 

Mientras tanto en Chile, la experiencia ha sido porfiada para señalarnos 
que los esfuerzos por la justicia social serán vanos y estériles de no lograrse 
vías a través de las cuales se innove, se busque y descubra nuevos caminos 
de equidad, progreso y bienestar que no podrán soslayar el tema 
redistributivo del ingreso nacional. De acuerdo con la Comisión Doctrinal 
de la Iglesia Católica: "Se ha iniciado en el país un debate acerca de la 
estructura de distribución del ingreso y deseamos que ese debate continúe 
en forma argumentada y creativa. Con frecuencia se nos acusa de poner el 
énfasis en la distribución ignorando el crecimiento y la generación de riquezas. 
Lo que nos preocupa es la suerte de nuestra comunidad nacional y los efectos 
nocivos que se derivarían de una sociedad desintegrada". 

Mientras las categorías macroeconómicas asociadas al crecimiento 
sean dogmas inviolables, con la actual concentración económica, la sociedad 
seguirá prisionera de una vorágine de producción y consumo que dilapidará 
nuestros recursos, extenuará el medio ambiente, someterá las regiones al 
centralismo, excluirá a los jóvenes, oprimirá a los trabajadores y hará de 
Chile un país enfermo, desgastado por la inequidad y la neurosis de la 
oferta y la demanda. La opinión entregada por la Comisión Doctrinal de la 
Iglesia Católica, compartida por amplios sectores, trasciende el ámbito del 
funcionamiento de la economía, trasladándose hacia el tipo de relaciones 
humanas que se instauran en un escenario de tan alta concentración de la 
riqueza. Desde esa perspectiva, señalan: "Si no somos vigilantes podemos 
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caminar insensiblemente al establecimiento de una brecha de humanidad 
entre unos chilenos y otros; entre quienes gozan de plena ciudadanía y 
quienes aguardan por generaciones poder gozar de los mismos derechos y 
deberes". Por tanto, es mucho lo que queda por hacer y enorme lo que se 
debe avanzar antes de caer en la autocomplacencia. 

La conclusión política y económica que surge de esta reflexión es 
inequívoca: sin redistribución de la riqueza que el país genera, no habrá 
superación de la pobreza. 

También en el ámbito de la cultura la tarea está a medio camino. Por 
un lado, subsisten las fuerzas ligadas al modelo autoritario y conservador, 
uniformador y censurador, cuyo norte no va más allá de la mercantilización, 
la mediocridad y la vulgaridad cultural. Sin embargo, no puede imponer 
algo que es imposible: los valores no son mercancías y no se pueden transar 
en el mercado. La cultura neoliberal es el marketing, la publicidad elevada 
a la condición de principios y de doctrina. Sus productos culturales son 
desechables y chabacanos. No obstante, desde otros ámbitos societales 
emergen fuerzas renovadoras que empujan hacia una reflexión crítica, hacia 
el pluralismo en las propuestas estéticas y surgen procesos profundos y 
creativos, a pesar de las penurias de recursos, en el cine, la literatura, la 
música, el teatro, la pintura, así como se reconstruyen múltiples expresiones 
locales y regionales. Al afán minoritario de censura y tutela se opone una 
voluntad mayoritaria de autonomía y diversidad. 

Aunque todavía no llene las primeras páginas del sensacionalismo 
informativo, se ha establecido un espacio de ricas e interesantes facetas y 
dimensiones para cultivar la dignidad, la pasión y la esperanza libertaria 
de millones de personas. Se requiere apoyar este proceso, estimularlo, no 
cooptarlo burocráticamente, de modo que contribuya a socavar las fronteras, 
aún fuertes, del autoritarismo cultural. Es decir, se requieren más hechos 
concretos, más decisiones prácticas y menos paternalismo. 

Dicho directamente, Chile demanda una modernización con alma, 
una sociedad solidaria, un país amable y libertario. Una democracia sin 
tutelas. Una transición en que se afirme el rostro democrático de la nación 
y se disuelva la persistencia del autoritarismo. 

En conclusión, más allá de la realidad virtual de la que podemos 
gozar o sufrir gracias a la profusión de los más avanzados medios 
tecnológicos en el ámbito de las comunicaciones. Repito, más allá de esa 
maravilla informática, está instalada una realidad gris e inesquivable, las 
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fuerzas castrenses se han instalado fuertemente en el sistema político que 
se ha configurado en Chile durante la última década del siglo XX, asimismo 
subsiste, y cada día se cristaliza más, una asfixiante desigualdad social y 
territorial que afecta el ejercicio de la libertad y de la igualdad de 
oportunidades de millones de chilenas y chilenos a pesar de que los poderes 
fácticos no pueden hacer todo lo que quisieran hacer, tampoco la autoridad 
democrática puede dirigir y decidir en plenitud la marcha del país, como 
debiera ocurrir en un país democrático. 

El problema de Chile es el anudamiento de un complejo dispositivo 
de influencia, injerencia y decisión, liderado desde ese 10% de nuestra 
sociedad que tiene la increíble capacidad de concentrar para sí el 50% del 
ingreso nacional. Razón tiene ese grupo de poder para adorar el mercado y 
satanizar el Estado. Esta situación divide a la sociedad no sólo en los 
tradicionales grupos sociales, que reflejan la línea divisoria histórica entre 
desposeídos y privilegiados, sino que además incorpora nuevas e 
incontrolables contradicciones a la comunidad nacional. Entre ellas, la 
exacerbación del conflicto entre el hombre y su entorno, entre producción 
y medioambiente, así como ha subido más peldaños aún la disparidad 
existente entre las regiones y el poder central, y entre las comunas más 
pobres versus las comunas más ricas del país. 

Mínimas decisiones deben esperar su resolución en las dependencias 
del poder central. La lógica centralista no es ajena a la concentración 
económica: "Una de las consecuencias de la concentración económica es la 
simpatía del sistema económico hacia las grandes empresas, vis a vis la 
escasa importancia que se les da a las PYME. Es más difícil el espacio que 
tienen las medianas y pequeñas empresas en una institucionalidad 
económica en que predominan las grandes empresas" (Carlos Huneeus, 
Papeles de Trabajo, PEP, "Malestar y Desencanto en Chile. Legados del 
Autoritarismo y Costos de la Transición". 1998. Pag. 29, Editado por 
Corporación Tiempo 2000. Santiago-Chile). 

La nueva perspectiva que pueden adquirir la pequeña y mediana 
empresa en la ciudad, así como la pequeña y mediana producción agraria, 
capturando y recogiendo nuevas potencialidades sociales y productivas 
está a la espera de un cambio en la voluntad política de la autoridad 
democrática, es decir, que se produzca el necesario "desapego" hacia las 
condicionantes y presiones de los circuitos más determinantes del núcleo 
económico-financiero del país. 
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El modelo no distribuye equitativamente y menos aún redistribuye. Los 
bolsones de pobreza y el signo de estancamiento que marca la vida de regiones 
enteras, debiéndose buscar leyes especiales o planes de emergencia, obedecen 
a que en un círculo muy predeterminado y establecido de la sociedad están las 
palancas determinantes para decidir sobre el futuro de extensas zonas y 
regiones del país. Ese núcleo de poder opera en base al fuerte centralismo que 
desconoce o anula las potencialidades regionales para el desarrollo. 

Desde ese poderoso sector privilegiado se proyecta y organiza una 
vasta red de intervención en el acontecer político-nacional, que se apoya 
en la ideologización y politización de las instituciones de la Defensa 
Nacional, en una proporción de riqueza tan fuerte que permite incluso la 
cooptación clientelística de una franja del mundo popular, en un predominio 
abrumador en los medios de comunicación y en el sometimiento del 
liderazgo político de la derecha a ese designio. Desde ese poder se pontifica 
cuáles son y cuáles no son los valores o "antivalores", en base a un 
conservadurismo medieval que a la sociedad todo le prohíbe, pero que a la 
propia conducta todo le permite. Hablar en Chile de poderes fácticos es 
una realidad indubitable, hay un núcleo interventor del destino nacional 
que por la amplitud y profundidad de su gravitación, absolutamente fuera 
de toda proporción con su condición de exigua minoría social, política y 
cultural, se ha erigido como un efectivo y atento "Estado invisible”, 
interpuesto en el camino de la consolidación democrática. 

Esta fuerza y este poder que tiene rostros conocidos pero que 
paradójicamente por su naturaleza corporativa es anónimo, tiene como 
propósito prevalecer, sobrevivir para dominar. Por eso, a este Estado invis- 
ible no le importa el desencanto, probablemente le simpatiza, ya que le 
facilita la tarea de desgastar y erosionar el entusiasmo y la cohesión de las 
fuerzas democráticas. A los "fácticos" les preocupa su propio poder. Su 
conducta equivale a un acto permanente de contención y desconocimiento 
de la mayoría. El desencanto es un rayo que día a día calcina voluntades 
ciudadanas y destruye los ímpetus, la mística y la confianza democrática. 
Estamos frente a una democracia cercada y vivimos los crecientes efectos 
políticos de una transición inconclusa y de la permisividad frente al 
autoritarismo, es decir, de una constante cesión de espacios en el ámbito 
institucional a las fuerzas que inspiraron y sostuvieron la dictadura. 

De modo que cada nuevo avance democrático deberá contribuir a 

( disminuir el efecto negativo del desencanto y ello a su vez servirá para 
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alimentar y restituir las energías sociales mayoritarias que permitan generar 
nuevos avances democráticos. Hay que lograr que el círculo vicioso sea | 
convertido en un círculo virtuoso. 

Ahondando en estas materias, resulta sorprendente cómo dos figuras 
de opiniones tan relevantes y tan distintas como lo son Patricio Aylwin y 
Tomás Moulian, cuyos puntos de vista además, abarcan de manera 
difícilmente superable con su diversidad el amplísimo arco del NO, en su 
balance crítico de estos años de transición, coinciden que la negociación 
realizada entre el bloque político que llegaba y aquel que se retiraba del 
poder, en el primer semestre de 1989, era la única posible. Más aún, Moulian, 
en su conocido ensayo acerca del "Chile Actual", señala que: "Sólo se pudo 
elegir entre dos males menores, dos formas de perder. Existió, por supuesto, 
la opción aventurera de apostar a una movilización de masas hastiadas 
por las condiciones políticas estatuidas por el poder militar. Eso hubiera 
requerido rechazar la negociación al límite de 1989 y ponerse a acumular 
fuerzas para una ofensiva global de deslegitimación del sistema 
constitucional entero, aprovechando la coyuntura electoral. Pero ningún 
actor relevante pensó en eso. La negociación constitucional de 1989 fue el 
fin de un largo camino, la culminación de la operación transformista 
comenzada en 1980.". (Tomás Moulian, "Chile Actual, Anatomía de un 
Mito". 1998. Edit. LOM. Santiago-Chile). 

El argumento definitivo de Moùlian, con el que remacha su 
pensamiento: "que ningún actor relevante pensó en ello", no hace sino 
confirmar el carácter decisivo de las variables políticas sobre la marcha del 
proceso democrático. No ocurre entonces, una "historicidad geológica", 
término que acuña el propio Moulian para ratificar, en su punto de vista, 
una situación de inmodificabilidad de las condiciones determinantes de la 
transición, que impidiese que la sociedad chilena alcanzara mayores niveles 
de profundización democrática, que abrieran a su vez rumbo hacia un país 
más igualitario. No se trata de especular, pero en una encrucijada decisiva, 
aquella del primer semestre de 1989, el militarismo neoliberal, aun derrotado 
políticamente el 5 de octubre de 1988, fue capaz de jugar a fondo sus cartas, 
una vez más empleó cuanto quiso a la derecha política, hizo uso efectivo 
de la porción de fuerza que le era disponible, e impuso -más allá de lo que 
las circunstancias le permitían- sus condiciones (que en mi opinión, eran 
modificables por su debilidad estratégica) a su adversario-interlocutor 
concertacionista, determinando en el plebiscito de julio de 1989, la 
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aprobación de reformas institucionales mínimas, que por ser tan mínimas 
conllevaban el riesgo cierto de pasar de mínimas a irrelevantes, dejando al 
país con la pesada mochila de los enclaves autoritarios. Así, se instaló la 
transición de dos caras, con un ejecutivo democrático y una 
institucionalidad no democrática. 
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División y reunificación socialista. 


La división del socialismo chileno también influyó muy 
desfavorablemente en el curso de estos acontecimientos. Faltando 48 
horas para el término de la década, el 29 de diciembre de 1989, con 
Patricio Aylwin ya electo Presidente de la República, pero aún sin asumir 
la Jefatura del Estado, se realizó el acto político formal de reunificación 
del Partido Socialista. Habían pasado diez años de agudísimas divisiones 
que nos arrojaron a una década de dispersión y debilitamiento político 
y orgánico. El dramático quiebre de abril-mayo de 1979 no se justificó 
históricamente. Las enormes secuelas que trajo aparejadas no hacen sino 
confirmar tal afirmación. Nos precipitamos a sucesivas divisiones que 
nos acercaron a nuestra auto-extenuación, en el esfuerzo de hacer 
prevalecer una orgánica por sobre la otra. El autoritarismo se dedicó 
con deleite a ensanchar las desconfianzas, generar nuevas rupturas y 
atomizar nuestra fuerza social, política y cultural. Con ello, se mermó 
decisivamente el peso y gravitación del mundo popular, progresista y 
de izquierda en el tipo de salida de la dictadura a la democracia. La 
división del socialismo fue decisiva a la hora de instalarse la hegemonía 
de centro en una etapa fundamental de la recuperación democrática. 

La estrategia política de reimplantación de la democracia tenía como 
propósito su reinstalación cabal y plena, por cierto, descartaba su 
reimplantación a medias. Aunque distante en el tiempo, no cabe duda que 
la división del socialismo chileno fue en gran medida un coletazo de la 
crisis de 1973, pero su impacto debilitó decisivamente el rol del progresismo. 
La recomposición de la fuerza unitaria del socialismo fue un avance enorme 
para la recuperación democrática, pero llegó tarde. Los ajustes de cuentas 
de ese período nos atrasaron más de la cuenta, la estrategia de despliegue 
"gradual" de la transición se convirtió en una conducta de cohabitación 
con el aparato dictatorial. Mientras se decía que la transición había 
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terminado, los pasos prácticos del quehacer gubernativo se rebajaban a un 
mínimo-mínimo, generado por el chantaje provocado por el control 
pinochetista del estamento militar. Tal situación condujo a la fijación de un 
"ritmo" al proceso democrático que permitió a la alianza militar neoliberal 
ganar tiempo, reagruparse, perfilar una línea de crecimiento social de fuerte 
contenido populista, provocándose, finalmente, no sólo la desmoralización 
ciudadana sino que la distancia, la desconfianza y la pérdida de credibilidad 
hacia el proceso, de extensos sectores sociales de avanzada conciencia cívica, 
hacia el nuevo régimen democrático en reconstrucción. 


El realismo cómodo. 


El entrampamiento de la transición ha llevado a la percepción del 
arribo a la cúspide estatal, de un núcleo de poder escéptico, celoso y frío 
administrador del statu quo, que ha restado energías sociales vitales e in- 
dispensables para consolidar y cristalizar el movimiento por el "NO", en 
una fuerza participativa, capaz de construir nuevos caminos para la 
democracia chilena. 

Ha resultado ser inocultable que la estrategia gradualista convertida 
en minimalista, conlleva la decisión de hacer y entender la política como 
un circuito cerrado, reducido cruda y descarnadamente al ejercicio del 
poder. El maximalismo que a muchos empujaba ayer a saltar al vacío tras 
objetivos inalcanzables se trocó en un nuevo tipo de maximalismo, el de 
aferrarse a lo existente a cualquier precio, como el naúfrago a su tabla de 
salvación, aunque aquella le lleva a la nada. 

Se inoculó en la conciencia de sectores generalizados de la élite política 
concertacionista una manera de asumir el concepto del "realismo político”, 
a gusto de sus adversarios. De ese modo, realista es aquel que es elogiado 
y bendecido por sus adversarios, aquellos que tenían el poder y que aún lo 
mantienen en grado decisivo. Realista es aquel que al fin de cuentas gobierna 
como sus antiguos enemigos quieren que gobierne y se comporta como 
aquéllos quieren que se comporte; el curso del tiempo ha ido convirtiendo 
el realismo en cooptación. Realista es el que menos hace y el que menos 
avanza. Estoy seguro que no es el realismo que la voluntad democrática de 
la nación chilena necesita. 
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Hace poco, en los últimos meses del año 98 e inicios del 99, al calor 
de una discusión sobre otro tema que es el de la gobernabilidad, estimulada 
por el inicio de la campaña electoral, se ha dado por sentado que una 
solución política para viabilizar la transición, implicaba un tortuoso 
itinerario constitucional, concesiones secretas al ex-dictador y la 
prolongación de los enclaves autoritarios. En el fondo, un pacto de tolerancia 
con la impunidad y la resignación frente a la desigualdad. De ninguna 
manera se puede aceptar tan interesada simplificación. La democracia nunca 
tuvo ese precio como un costo que tuviera que discutir y aceptar. Hay un 
sesgo interesado en la idea que la firmeza política resulta contradictoria 
con la responsabilidad democrática. Asimismo, encontrar una solución 
política a problemas graves o trascendentes, implica sagacidad y flexibilidad 
táctica, pero tales capacidades no conllevan ni entreguismo, ni deben 
significar renuncia a los objetivos fundacionales de las fuerzas agrupadas, 
en ese momento, en la naciente Concertación. 

La Concertación estaba en condiciones de conseguir más en el 
curso de la negociación del primer semestre del año 89. No fue capaz de 
hacerlo. El triunfo del "NO", cual agudo abrelatas, abrió las herméticas 
compuertas de la Constitución del 80, generando amplios horizontes 
democratizadores, pero las decisiones políticas, que dadas las 
circunstancias de ese momento tenían un alcance estratégico, no lograron 
cristalizar tales perspectivas, en avances sustantivos que suprimieran 
los enclaves autoritarios y cerraran el peligro de regresión que ha 
sobrelimitado y mantenido entrampada la transición durante una 
década. Antes de tiempo, primó en la conducción concertacionista la 
creencia que la derecha podía concurrir a un entendimiento que 
asegurara una consolidación democrática, dando garantías a la minoría 
y respetando la condición preeminente de la mayoría. En el año 1989 se 
olvidó, como tantas veces, que la derecha era la misma que patrocinó el 
golpe de estado, que justificó sin pudor las violaciones a los derechos 
humanos ante Naciones Unidas y la comunidad internacional y, que 
luego, cuando la dictadura estaba en apuros, no trepidó en socorrerla, 
respaldando la acción de las tropas en la calle, ahogando brutalmente 
las protestas sociales de quienes no tenían otra opción que reclamar su 
derecho a la libertad y la justicia. 

Luego del triunfo democrático en el plebiscito del 5 de octubre de 
1988, la ansiedad ante la posibilidad de un nuevo y gran avance político- 
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electoral, que desencadenara el cambio constitucional, la urgencia de 
dejar el autoritarismo en el pasado y los deseos de volver a gobernar, 
todo ello y probablemente más, confluyó en que el tiempo político del 
año 89, con todas sus tremendas potencialidades, no se hizo plenamente 
efectivo. Se avanzó sólo parte de lo que era posible y necesario avanzar. 
Estamos ya cerca de vivir una década a la espera de la apertura de un 
nuevo ciclo histórico, que no hemos logrado plasmar en el curso de los 
hechos concretos de la transición. 

Por ello, no creo que las notorias carencias de este proceso se deban 
a un maquiavélico y efectivísimo "transformismo" del antiguo régimen. 
Si eso creyera llegaría a la penosísima conclusión que no es posible abrir 
la "jaula de hierro", como la llama Moulian, que aún pesa sobre el fu- 
turo de la democracia chilena. Esa idea proyecta la imagen de un 
adversario invulnerable e infalible. Afortunadamente, esa no es la 
realidad del país. Efectivamente tenemos un balance que indica una 
transición entrabada e inconclusa, porque hemos tenido debilidades 
políticas de fondo y porque no hemos hecho uso pleno de las energías 
democratizadoras existentes en el seno de nuestra sociedad. 

Esta conclusión sobre el curso de la negociación político- 
institucional del primer semestre del año 89 no descalifica moralmente 
a las personas involucradas. Más aún, cuando la sociedad exigía del 
liderazgo político el máximo celo en la "administración" prudente y 
cuidadosa del resultado del 5 de octubre. En tales circunstancias los 
reyes del miedo supieron hacer valer su chantaje. 

La teoría del "transformismo" es una presentación perfecta de un 
escepticismo sagaz pero infecundo, reflexivo pero absoluto, que inundó 
el pensamiento de la izquierda como respuesta requerida, pero 
imperfecta a la expansión del pensamiento "único” de matriz neoliberal 
que ha copado culturalmente la actual etapa de la globalización. El 
escepticismo aspira a rechazar mordazmente la pretensión totalitaria 
del neoliberalismo en el ámbito de la política y de las ciencias sociales, 
pero refleja intensamente la perplejidad del pensamiento político de una 
parte de la izquierda, ante el inesperado cambio de las circunstancias 
históricas que se precipitó en las últimas dos décadas. 

Al alimentar el escepticismo, el "transformismo" no hace sino 
acentuar las dificultades para realizar una política de izquierda de acuerdo 
con las nuevas exigencias de la situación nacional. En lo que Moulian 
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tiene razón, es en la contradicción estructural de una parte del discurso 
"oficial-gubernativo". Aquella que pone el acento y exalta el éxito en la 
tarea realizada, con fines políticos provenientes de la necesidad de dar 
seguridad a la sociedad y desmentir la idea instalada en el subconsciente 
colectivo del caos asociado a la gestión civil. En los primeros años de la 
transición ese énfasis se justificó. Sin embargo, una década después esa 
afirmación se choca con un proceso cada vez más nítido de separación y 
luego de divorcio de ese "discurso" del país real. La razón es que se cayó 
en una visión exitista y autocomplaciente. Un sector de la sociedad no 
siente ni tiene acceso a los frutos del "trienio de oro" en la economía con 
su situación cotidiana. Ese "discurso" se niega de manera sistemática a 
incorporar en su enfoque y forma de comprender el Chile actual, el cada 
vez más persistente tema de la desigualdad, como aspecto inescapable 
de cualquier propuesta nacional que pretenda efectivamente ser 
progresista. 

En consecuencia, no podemos limitar nuestro rol gubernativo a la 
necesidad de seguridad que fluye de una sociedad que aún siente miedo y 
en que el individuo se encuentra profundamente inseguro; se requiere 
también una voluntad que haga el país "más vivible", que abogando por 
grados mayores de justicia social, sea capaz de avanzar hacia relaciones 
sociales en que las personas solidaricen, cooperen entre sí y superen la 
desconfianza que cruza la sociedad; en otras palabras, avanzar hacia un 
país más humano y más justo. El tema de fondo en democracia es lograr 
hacer prevalecer el interés de la mayoría con respeto de la minoría, pero 
sin que resulte invertida esta cuestión esencial. 

Por su parte, Patricio Aylwin señaló, en una descarnada reflexión en 
la revista "Cosas", N° 581: "Ahora, reestudiando ese momento, me he 
preguntado, ¿qué otra cosa pudimos hacer? Sé que no tuvimos alternativa 
y además, aceptamos la situación porque nos pareció evidente que íbamos 
a contar en democracia con los votos para hacer estas reformas". 

A diez años del triunfo del NO, es mi convicción personal que el 
excepcional y formidable arco opositor que se cobijó bajo su convocatoria, 
no hizo uso "pleno" de las riquísimas posibilidades de transformaciones 
democráticas que se abrieron con la derrota político-electoral de la dictadura 
el 5 de octubre de 1988. Es decir, que diferentes factores, ninguno por 
separado sino que todos ellos en conjunto, confluyeron en un tipo de 
transición bajo custodia. 
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Chile había construido una voluntad común inequívoca, frente a la 
cual fracasarían los intentos de resucitar los fantasmas de 1973. Era 
imposible inocular más terror al dilema político de esos años dramáticos. 
La nación en sus esencias profundas aspiraba a ser definitivamente libre, 
a dejar de vivir atrapada en el laberinto de las obsesiones antidemocráticas 
del enceguecido antimarxismo y la obsesión libremercadista que servía 
de barniz ideológico a las acciones del pinochetismo. El propósito era 
alcanzar la libertad y la democracia. Derrotar el pasado, esa era la cuestión 
esencial. La fuerza de las armas por terrible que fuera, no anulaba, 
sofocaba o invalidaba esta cuestión fundamental. Chile iba a desplazar la 
dictadura de todas maneras. Quién iba a pensar entonces que las rémoras 
de ese pasado, cual insistentes babosas, tendrían una capacidad de 
adherirse al proceso democrático, minando, corrompiendo, persistiendo 
obstinadamente y socavando con el halago o el chantaje las voluntades 
democráticas de quienes les derrotaron. 


Que prevalezcan las personas. 


El fenómeno más defraudante de la transición chilena es presenciar 
que asistimos a un menoscabo de la voluntad ciudadana. Vivimos en un 
tipo de democracia en que se impone en materias esenciales la voluntad de 
la minoría. Esta es la razón del desencanto. Cientos de miles, millones de 
personas observan cómo los engranajes institucionales burlan la voluntad 
soberana del pueblo de Chile, a través de múltiples pero eficaces 
mecanismos coercitivos. Por eso es que millones de ciudadanos y 
ciudadanas no participan "en la cosa pública", porque saben que, a la postre, 
su participación no está en condiciones de anular o contrabalancear la fuerte 
presencia de los poderes fácticos en el esquema institucional prevaleciente 
en el país. 

Como tantos temas inconclusos, al inicio de la transición se abrió el 
debate acerca de la transformación del régimen presidencialista de Chile 
hacia uno de tipo semipresidencial o semiparlamentario. En la Cámara de 
Diputados se formó incluso una comisión que abordó extensamente la 
materia, se hicieron viajes al exterior, distintos seminarios y foros de estudio 
hasta que se impuso la inercia y la rutina del presidencialismo. El interés y 
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la preocupación duraron aproximadamente dos años y luego se 
desvanecieron. En un cierto momento nadie rebatía, excepto opiniones muy 
de ultra derecha, que la reforma del régimen político introducía una mayor 
y necesaria flexibilidad al sistema político, afirmaba la existencia de 
gobiernos con mayoría suficiente, dotaba de más espacio para el tratamiento 
de los intereses partidarios legítimos y naturales en el seno de las alianzas, 
y ambos factores incidían a su vez, directamente, en la estabilidad 
institucional y la gobernabilidad del país. Tanto mérito se olvidó de pronto. 
Confieso que me ha resultado difícil entenderlo. Ahora bien, el tiempo me 
ha convencido aún más en mi opinión. La virulencia que está alcanzando 
la pugna por el liderazgo de la Concertación para las elecciones 
presidenciales de fin de año me lo confirma aún más. 

La preeminencia de la figura del Presidente de la República, en el 
“área civil” del esquema institucional actual, alcanza rasgos tan fuertes y 
trascendentes, que las fuerzas partidarias y los diferentes líderes o figuras 
nacionales ven en el ejercicio de la Presidencia, de forma tan amplificada y 
determinante, el instrumento de materialización de sus programas, 
propuestas, ambiciones legítimas o no, y la suerte del propio partido o 
partidos que les sostienen, que se reeditan disputas y descalificaciones, no 
como parte de una sana discusión democrática, sino que encarnando el 
factor de mayor pérdida de autoridad social del sistema político, que es la 
lucha cruda y a secas por el poder. Se exacerba la pugna por la “porción” 
civil de la institucionalidad, limitada por el doble efecto de los enclaves 
autoritarios y la minimización del Estado en el actual capitalismo 
globalizado. 

Si además, la gran lección de nuestras tragedias pasadas, es que el 
cambio y la realización de las transformaciones propuestas por las diferentes 
fuerzas políticas, es que nada se puede hacer (o lo que se haga será muy 
efímero) en el caso de no contar con una mayoría social, sólida y coherente 
que lo sostenga y solidifique. Si eso es así, la evolución del sistema político- 
institucional debiera ser inesquivable, por cuanto la formación y 
establecimiento de gobiernos con mayoría parlamentaria estable, efectiva 
y sin enclaves que deformen las mayorías, se acerca mucho más a tales 
propósitos. Esperemos que en esta materia, al menos, los tiempos políticos 
no senos escurran por entre los dedos, como en otros dilemas de los últimos 
años. 
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Avanzar hacia un Estado social. 


Del mismo modo, un tema que no podría considerarse dentro de la 
"épica" superada de la transición, como se dijo erradamente en 1994, es la 
necesidad de la reforma social del Estado. Este tema tampoco ha sido tratado 
en profundidad, a pesar de definirse como un tema típicamente 
"modernizador"”. Con ello, se devela la improvisación con la cual se definió 
la llamada estrategia de la modernización como el eje de la acción gubernativa 
de la segunda administración concertacionista. Usado muchos años y por lo 
mismo, carente de' contenido progresista y transformador, el término 
modernización no podía sino que llenarse con el contenido excluyente, 
sesgado y autoritario que venía siendo empleado por el autoritarismo para 
definir y etiquetar el desafío social del país, ajustándolo al propósito de eludir 
acciones o compromisos, medidas u orientaciones contrapuestas a la lógica 
de un mercado concentrador de la riqueza, que resulta de entero gusto al 
interés fáctico empresarial. Por ello, la reforma social del Estado es parte 
esencial de su modernización. 

En Chile, desde la instalación de la dictadura, mucho se ha especulado 
con la supuesta ineficiencia del Estado de Bienestar, edificado en Europa 
para atender las necesidades sociales básicas. A comienzos de esta década, 
coincidiendo con el inicio del proceso de transición y el colapso de la ex- 
Unión Soviética, los grupos interesados en ese "discurso", subieron el tono 
para inhibir y frenar la acción del bloque político que asumía el gobierno. 
Su táctica dio resultado. Más allá de valiosísimos aportes individuales y de 
enormes esfuerzos de algunos servicios públicos, se dejó de considerar que 
la modernización del Estado no es un cliché más o un estereotipo sin mayor 
sustancia, sino que tiene en su columna vertebral una tarea esencial, atender 
y resolver una "deuda social" provocada por la ortodoxia neoliberal de la 
dictadura. Se trata de dotar la acción estatal de más eficacia y sentido so- 
cial, evitando la definitiva ineptitud, reducción o anulamiento del aparato 
de Estado. 

Hemos elevado y luego mantenido, hay que subrayarlo, el peso 
cuantitativo y cualitativo del gasto social incluido en el presupuesto anual 
de la nación. Áreas abandonadas como el sector vivienda sintieron 
nuevamente que eran parte de las políticas públicas. En zonas muy 
apartadas ha llegado, por fin, la presencia del sector público con una fuerte 
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inversión en infraestructura y con planes focalizados contra la extrema 
pobreza, a lo cual se debe agregar la prioridad dada a la reforma educacional 
y, especialmente en regiones, la inversión en instalaciones hospitalarias 
tendientes a recuperar, aunque fuese en parte, el sector público en salud, 
de la postración en que fue dejado por las recetas extremistas de la gestión 
neoliberal. 

Sin embargo, la estructura del aparato de gobierno mantiene el corazón 
y los pulmones del sistema en el campo económico. Es cierto que un país no 
puede o no debe gastar más de lo que tiene, pero esa definición no puede 
hacerla un solo ministro con funciones cercanas a la de "premier”, como ocurre 
en el caso chileno con el Ministerio de Hacienda. No hay contrapeso en el 
Gabinete; por una parte, hay un desbalance propio de los temores de una 
etapa ya superada por la acción de la civilidad en el Gobierno, confundiéndose 
el necesario rechazo al populismo con la insensibilidad social, y por otra 
parte, la aceptación del economicismo a ultranza que se instaló, en los años de 
apogeo neoliberal. Su lógica es poner la sociedad al servicio de la economía y 
no la economía al servicio de la sociedad. 

El Estado democrático debiese concebirse y organizarse como un Estado 
social capaz de asegurar que no habrá hombre o mujer que no sea atendido y 
respaldado en la concreción de sus mínimos básicos de bienestar e igualdad 
de oportunidades. El “bien común” no puede ser un concepto discursivo para 
las grandes ocasiones, debe traducirse en la materialización de derechos sociales 
fundamentales que la propia sociedad asegura a todos sus miembros. 

¡Ojo!, no se trata de un Estado mínimo como es el sueño neoliberal, 
tan mínimo que por su impotencia se incuban en la sociedad conflictos y 
tensiones insalvables. De lo que se trata es de un Estado social que cuente 
con la potencia y la legitimidad para actuar en el campo que lo haga 
necesario, de modo que no haya excluidos en la solución de sus demandas 
esenciales. Esa labor le obliga a tener una visión de conjunto y de largo 
plazo, sectorial y regional. Su acción en perspectiva presupone instrumentos 
descentralizados de gestión, participativos y dinámicos que desaten los 
nudos o entrampamientos burocráticos. 

La Concertación que ha materializado una gigantesca inversión so- 
cial debe ser capaz de encarar y realizar la reforma social del Estado. De 
esa manera su modernización tendrá rostro humano. 

Dentro de sus obligaciones se encuentra también la urgencia de tratar 
el Estatuto de las empresas públicas del país. Estas "compiten" en 
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condiciones absolutamente desventajosas frente al sector privado. 
Obligadas a una elevada tributación y a la entrega de sus excedentes al 
tesoro público. En uno u otro caso, o en ambos a la vez, sus métodos e 
instrumentos de gestión les condenan a su deterioro paulatino. Muchas 
veces pareciera que eso es lo que se espera, para llegar finalmente a su 
inexorable privatización. Estudios académicos que nada tienen de socialistas 
señalan que las privatizaciones en Gran Bretaña, Francia y Estados Unidos 
no hicieron a las empresas más eficientes por el cambio de propiedad. 
Resulta curioso que Rolf Liiders, que fuera Ministro de Hacienda de 
Pinochet, haya participado en estudios en Chile que llegaron a conclusiones 
similares. l 

Requerimos tratar este tema de acuerdo con el interés del país y no 
por el apetito empresarial que se recubre de argumentos ideológicos. La 
empresa pública cumple tareas y obligaciones allí donde no va a llegar el 
sector privado y debe cubrir asimismo, asistencias sociales fundamentales 
para las personas en el ámbito de los servicios. Tiene que evitar además, el 
uso de esos servicios con fines especulativos, dada la condición de 
monopolio natural de parte sustantiva de ellos, como es el caso del agua 
potable. Asimismo, la empresa pública con su presencia y función debe 
contribuir a un tamaño y participación básica del Estado en la formación 
del producto nacional. Este último criterio para casos como Codelco es 
fundamental. Su privatización reduciría aún más la dimensión del sector 
público en el conjunto del sistema económico del país. Por todo ello, 
modernizar para robustecer la empresa pública resulta esencial desde el 
punto de vista del interés nacional. Hay que sobreponerse al dogma que, a 
través de las privatizaciones, empuja la definitiva jibarización del sector 
público en la economía. 

Relanzar la transición significa, en consecuencia, remover los enclaves 
autoritarios, resituar la voluntad ciudadana y la participación de cada cual, 
como actores preeminentes de la construcción democrática. Una sociedad 
moderna significa una comunidad con derechos individuales y sociales 
que no pueden ser desconocidos ni negados por nadie. Esos derechos deben 
prevalecer frente al Estado y al mercado. En conclusión, hay que reponer 
la voz de la mayorías, hay que superar los miedos y vencer el chantaje de 
los que imponen hasta ahora enclaves odiosos e injusticias inaceptables. 
Son las personas las que deben decidir, corresponde al ejercicio de la 
soberanía popular la definición del futuro del país. 
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IHI. De la democracia de los consensos 
al entrabamiento de la democracia 


En pleno auge de la represión, en el Te Deum del 18 de septiembre 
de 1974, el Cardenal Raúl Silva Henríquez habló de los valores constitutivos 
del "alma de Chile". Desde su altura moral, y en medio de las más graves 
circunstancias de nuestra historia, cuando los derechos humanos eran 
pisoteados a diario, señaló la necesidad de "reencontrar el consenso", 
entendiendo el fundamento de ese reencuentro, en "el primado de la libertad 
sobre todas las formas de opresión", así como en "el primado del orden 
jurídico sobre todas las formas de anarquía y arbitrariedad". 

Esa definición del tipo de convivencia que requiere la nación chilena 
es maciza e incuestionable. La compartimos enteramente. Es el reverso de 
"la paz de los cementerios" denunciada por el mismo Cardenal Silva 
Henríquez en plena dictadura. Esa "alma de Chile" libertaria y antiopresiva 
fundamenta el proyecto de país que nos anima. Para hacer realidad ese 
auténtico consenso nacional, los hombres y mujeres progresistas de este país 
lucharon durante más de 17 años para poner término al régimen militar. A 
diferencia de lo señalado por la señora Thatcher en su ocaso político, junto a 
Pinochet en Londres, la realidad nos impuso un arduo y áspero proceso de 
lucha para arrebatarle la democracia a quienes la impedían. Ingenuidad o 
cinismo, ignorancia o desinformación, en el fondo da igual, la señora Thatcher 
está muy lejos de saber lo que tuvo que sufrir y luchar el pueblo de Chile 
para recuperar la democracia. 

Regresando a lo dicho por el Cardenal, en 1974 en su concepto acerca 
del “alma de Chile”, al llegar marzo de 1990 y traspasarse la banda 
presidencial desde el ex dictador al mandatario elegido por todos los 
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chilenos, se dio un paso esencial en la reconstitución de esa "alma nacional”, 
humillada por los excesos del terrorismo de Estado, así como, negada y 
sobrepasada por la neurosis del consumismo desatado que caracteriza el 
modelo neoliberal. El fundamentalismo de mercado no concuerda ni coin- 
cide con el “alma de Chile”. 

Asumidos los sucesos históricos desde esta perspectiva, a pesar que 
trataron de extirpar de raíz a la izquierda chilena, los hechos demostraron 
que la cultura social, política, económica y moral que ella representa en la 
tradición democrática del país, está inserta en lo más profundo del alma 
nacional. En consecuencia, es parte indeleble del consenso democrático, 
que funda o debe fundar y articular la cultura democrática de la nación 
chilena. 

Por ello, cuando en estos días nos referimos a la llamada "política de 
los consensos", o a "los consensos", estamos criticando una conducta y una 
táctica específica y un determinado comportamiento político que se presentó 
y desarrolló en estos años de transición. Nos referimos a una línea de acción 
que fue más allá de una coyuntura, pero en ningún caso estamos 
descalificando el uso del término en el sentido histórico, que hacemos 
nuestro, empleado por el Cardenal Silva Henríquez en septiembre de 1974. 

Como queda señalado, al inicio de esta década, coincidiendo con la 
inauguración formal del ya largo proceso de transición a la democracia, se 
instaló en un sitio expectante del lenguaje y de los hechos políticos de este 
período, el concepto de "la democracia de los consensos". Parecía que surgía 
una "nueva fórmula", capaz de encontrar los caminos del progreso 
democrático que hasta entonces permanecían cerrados. Ahora, cuando 
estamos a fines de la década, ese mismo concepto ha debido batirse en 
retirada y su repliegue no ha sido ajeno a su desvalorización y ausencia de 
efectividad. Corresponde preguntarse: ¿qué ha pasado?, ¿qué fue lo que 
falló, o qué es lo que falta? ¿Por qué las heridas dejadas por la dictadura no 
se han cerrado? 

No cabe duda que interrogarse al respecto cobra trascendente sentido 
ante la magnitud del conjunto de preguntas que hoy recaen sobre el proceso 
político en curso. Sobre todo, porque la tarea histórica, con mayúsculas, 
significa restablecer y restaurar la construcción democrática, en 
concordancia con sus bases fundacionales. 

Probablemente, el sector que mayor entusiasmo puso en la tarea de 
legitimar la idea y la validez de "los consensos", fue el llamado sector lib- 
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eral de Renovación Nacional, liderado por Andrés Allamand. Estoy 
convencido que ello no obedeció a ninguna intención maquiavélica o 
cortoplacista. Ese sector, originado en el seno del bloque de apoyo al régimen 
dictatorial, pero animado por una intuición más que un diseño aperturista, 
tomó nota del cansancio de la opinión pública frente a las políticas de 
confrontación propias de la polarización generada por la dictadura, y 
percibió que era necesaria una nueva forma de encarar la acción política a 
través de la solución concordada de las diferencias propias de una sociedad 
democrática. Ese sector de la derecha detectaba, en ese estado de ánimo, 
un nicho político interesante para crecer, para consolidar su propio espacio 
político y finiquitar el desplazamiento de la Unión Demócrata 
Independiente en la disputa por el liderazgo de la derecha. En su origen, el 
grupo de Allamand se denominó Movimiento de Unión Nacional y daba 
cuenta de la extensión del sentido común del país en su conjunto: el 
convencimiento que la hora de la Dina y la CNI había concluido. Ese sector 
reflejaba que la sociedad repudiaba la uniformidad totalitaria y reclamaba 
el legítimo ejercicio de la diversidad. 

Sin embargo el "ala liberal" no tuvo ni la fuerza para imponerse dentro 
del propio partido Renovación Nacional, ni la audacia de configurar una 
nueva agrupación o la consistencia para impulsar una corriente o 
movimiento político-cultural que efectivamente fuera consecuente con lo 
proclamado en sus discursos y se sintonizara con la demanda democrática 
de la nación. Para ocupar un espacio en la derecha o "centroderecha" del 
acontecer nacional, no podía retroceder constantemente o sucumbir 
penosamente cuando los poderes fácticos apretaran los "torniquetes" dentro 
de ese mismo sector. 

En todo caso, las operaciones "invisibles" que se escenificaron para 
asfixiar en su período de formación la configuración de una "derecha lib- 
eral" no repararon en costos ni se fijaron en sutilezas. La interferencia 
electrónica de las comunicaciones telefónicas del entonces senador Sebastian 
Piñera, su escandalosa y prefabricada difusión televisiva, pulverizaron la 
primera campaña presidencial de ese sector en 1993. Luego, el constante 
entrabamiento y posterior cuestionamiento de la legitimidad del liderazgo 
de Andrés Allamand, levantando sobre él y su grupo de dirección la 
acusación de consumo de drogas, centrando en sus personas una atención 
perfectamente orquestada e intencionada en el curso de casi todo el año 
1995, así como la reiterada, planificada y desgastadora desobediencia de la 
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bancada de senadores del propio partido Renovación Nacional a la 
estrategia "reformista" de su líder hasta anularlo enteramente, son una 
muestra de la eficacia del núcleo "duro", ultraconservador, para imponer 
sus propios objetivos políticos al conjunto de la derecha. 

Por ello, no deja de llamar la atención la docilidad con que la jefatura 
del partido, supuestamente continuadora de Allamand, ha aceptado 
subsumirse en la política confrontacional, impuesta por el liderazgo de la 
Unión Demócrata Independiente en el llamado "caso Pinochet", pasando a 
competir por cuál de ambos grupos rivales es más cruento y agresivo en su 
enfrentamiento a la Concertación y más virulento en su reclamo de 
impunidad para Pinochet. Tampoco ha sido capaz de sostener o levantar 
una opción que les represente en la disputa por el liderazgo presidencial al 
interior de la derecha. En definitiva, frente al ensayo de creación de una 
"derecha renovada", muy en pañales al inicio de la transición, con enormes 
contradicciones existenciales, pero alentada por la reinstalación de la 
civilidad en el gobierno del país ante esa posibilidad, el pinochetismo opuso 
tenaz oposición y no le permitió emerger como un proyecto autónomo. 

Ello explica, aunque sea en parte, por qué ese sector "liberal" tampoco 
encontró en el núcleo rector del empresariado la acogida necesaria cuando, 
en las condiciones de la apertura, reimplantación y consolidación de la 
democracia, hubiese sido razonable esperar que desde el interior del mismo 
se provocara un desplazamiento en su interlocución y representación 
política, desde el autoritarismo más férreo, hacia un actor de opinión más 
flexible, situado dentro de sus mismos parámetros ideológicos y culturales, 
es decir, siendo partidario y defensor del libremercado, más o menos como 
lo dejó la dictadura, pero capaz de asumir con mayor lucidez el escenario 
generado a partir de 1990. No hay otra explicación que no sea su extremismo 
ideológico. 

Por el contrario, esos núcleos de poder, determinantes tanto en su 
peso productivo-financiero como ideológico, continuaron apoyándose en 
los círculos políticos opositores más duros y refractarios al cambio, para 
impulsar y desarrollar una estrategia de contención y desgaste de la 
autoridad democrática, así como tendiente a frenar y bloquear sus 
propósitos transformadores para congelar el curso de la transición. Esta 
actitud mental y porfiada estrategia política es el instrumento con el cual 
pretenden "resistir" de mejor manera la eventual materialización de aquello 
que les quita el sueño, una institucionalidad democratizada, sin enclaves 
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autoritarios, y la materialización de una política redistributiva que, a pesar 
de no pretender suprimir el mercado como asignador de recursos, incorpore 
cuotas reales y efectivas de más equidad económica y social, encaminadas 
hacia una sociedad más justa. Esos grupos fácticos disocian y tornan 
inconciliables la libertad con la igualdad. Entienden que la extensión y 
ampliación de la igualdad entre los ciudadanos, cuestiona y pone en peligro 
su libertad individual. Ese divorcio les impide comprender y asumir que 
su propio interés social hace necesario un país en que la libertad e igualdad 
se estrechen la mano. La libertad de los que tienen más no debe asfixiar a 
los que tienen menos; a su vez, la mayor justicia social que logren los que 
tienen menos potenciará el ejercicio de la diversidad y la libertad de todos. 
Ha resultado una vez más evidente, a través de nuestra experiencia 
como país, que los desmesurados privilegios de unos pocos acumulan por 
años la conflictividad social que luego se vuelve contra sus mismos 
opulentos beneficiados. Un status sobredimensionado y una riqueza 
agresiva se adhiere a sus dueños, nublándoles la mirada, impidiéndoles 
ver a largo plazo. En su afán de cerrar el paso a una conducta "extraña" al 
modelo en su ortodoxia, el centro rector del empresariado derrumbó sin 
contemplaciones, el año 93, la postulación de uno de los suyos, pero 
propuesto por Allamand, el banquero Manuel Feliú, y el 98 dejó huérfano 
de todo apoyo a otro de los suyos, Sebastián Piñera, para impedir cualquier 
respiro, aun cuando fuese una simple benevolencia que diera tregua a los 
alicaídos "liberales", que en brevísimos tres años vieron escapar de sus 
manos la conducción del principal referente político de la derecha criolla. 
En resumidas cuentas la derecha no quería y no pudo hacerse "liberal". 
Al parecer, era imposible que el gusano se metamorfoseara en mari- 
posa. No se trataba exclusivamente de "espacio político", era una cuestión 
genética. El lobo no quería ser domesticado, quería seguir siendo lobo. El 
conjunto de estos factores confluyeron para que se frustara el proyecto de 
una derecha "liberal", "renovada" o como quisiera llamarse, para concluir 
en un cuadro oscuro, conflictivo, en que aparecieron indecisiones y fisuras 
políticas de tal magnitud en el seno del grupo "liberal" que terminaron por 
sepultar sus expectativas. A la postre, no logró emerger como una formación 
política que no arrojara dudas respecto de su viabilidad y de su compromiso 
democrático. Paulatinamente cayó en la parálisis, no se repuso al tremendo 
"peso de la noche" que prevalece en la mentalidad de la derecha chilena y, 
finalmente, vio pasar frente a sus narices, una a otra, las diferentes 
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coyunturas que hubieran afianzado su propia personalidad ante el país, 
cayendo en una total impotencia. 

Por su parte, al comienzo de estos diez años de transición, la 
Concertación y sobre todo las más altas esferas gubernamentales, se forjaron 
no pocas expectativas ante la voluntad aperturista de los "liberales" de 
Renovación Nacional. Tanto fue así que comenzó a asumirse como una 
opción de efectos inequívocamente positivos, la capacidad de consensuar 
con la oposición las transformaciones democráticas pendientes. Se olvidó 
lo fundamental, la oposición de derecha obedecía al pinochetismo y no al 
débil liberalismo aquí descrito. Los esperados acuerdos no se lograron, salvo 
en el sistema de elección de los alcaldes y concejales en los municipios el 
año 1992, siendo muy probable que la derecha haya hecho esta "concesión", 
por la extrema impopularidad del sistema antidemocrático de designación 
de los gobiernos comunales dejado por la dictadura. 

En un cierto momento, el deseo de consensos pasó a constituirse en 
una estrategia que no podía ponerse en duda, frente a la cual no cabía sino 
la subordinación. Esta estrategia fundada en expectativas legítimas de lograr 
acuerdos fue insuflada como una suerte de infalibilidad, cuando en verdad 
se fundaba en un supuesto inexistente. La ansiedad generó intolerancia. El 
que discrepaba de esta "nueva verdad", recibió el castigo de la descalificación 
o a lo menos fue mirado con soberbio desdén. Sin embargo, el núcleo 
dirigente de la derecha no quería consensos, pretendía imponer el veto de 
la minoría. En alta medida lo ha conseguido. 

En concreto, se confundieron los deseos con la realidad. A la par que 
no había cambios, las metas se iban tornando más "mínimas", pasó a imperar 
no una estrategia sino que una sicología "minimalista". De alguna manera 
tal confusión empezó a ser cómoda y benigna para quienes estaban 
"confundidos". Aunque las expectativas, para hablar de los efectos benéficos 
de los "consensos", se vieron frustradas, dado su no concreción en reformas 
efectivas, resultó ventajoso asociarse a la idea de un estilo político 
aparentemente, subrayo, aparentemente desdogmatizado, así como 
superficialmente no beligerante, reflexivo, sensato. Surgió y se promovió 
interesadamente la idea que existían "ingenieros políticos" portadores o 
identificados espontáneamente con estas cualidades tan ventajosas y 
atractivas, y con ello brotó la arrogancia y la subvaloración de las fuerzas 
sociales organizadas. Llegó a pensarse que podría prescindirse de los actores 
políticos tradicionales, es decir, del bloque de partidos de la Concertación, 
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que registran virtudes y defectos, pero son esenciales en cuanto vehículos 
probados de representación de los intereses mayoritarios de los ciudadanos. 

Con ese clima ambiental y en un contexto de monopolio informativo 
autoritario, la teoría del "partido transversal" fue un concepto "bien logrado" 
que se usó finalmente para menoscabar el rol de los partidos de la 
Concertación en el proceso de transición. El mismo se apoyó, 
paradojalmente, en la lealtad y la elevada disposición de los partidos hacia 
el gobierno que sustentaban. 

La conciencia colectiva de las fuerzas políticas llegadas al gobierno 
después de 17 años de costosos esfuerzos para zafarse de la dictadura, las 
comprometió por sus propias convicciones a "disciplinarse", y hacer los 
máximos esfuerzos para actuar de conjunto, para no incurrir en los 
desbordes o exacerbaciones que involuntariamente, llevaron en 1973, agua 
al molino de los golpistas. 

Alguien, seguramente la ideología conspirativa que inspira la forma 
de pensar de los principales centros ideológicos de la derecha, incluido su 
ámbito castrense, buscó una explicación que no reconociera el mérito de 
los partidos. A la mentalidad autoritaria le resultó imposible reconocer los 
méritos de los partidos coaligados en la alianza Concertacionista. 

La solución fue fácil, había una "fuerza", una mano que les 
disciplinaba. De allí al mito hubo corto trecho. La idea del "transversalismo" 
se empalmó con la siembra "antipartido" que desde décadas ha sembrado 
la oligarquía chilena, alcanzando la saturación en el apogeo pinochetista. 

Lo peor fue que, en el propio seno del mundo democrático, se instaló 
el hábito de girar a la cuenta de los partidos, no sólo -como era natural- 
desde la oposición, sino que también -sorprendentemente- desde diversas 
esferas de gobierno. El ejercicio ha sido muy simple: los errores, 
maximalismos, falta de perspicacia, sectarismo, está en los partidos; por el 
contrario, el sentido de Estado, la responsabilidad nacional, la superación 
de divergencias mezquinas u odiosas, en el gobierno. 

Las fuerzas políticas de la Concertación han recibido sobre sus 
hombros todo el peso ideológico y práctico de una sistemática 
descalificación, que menoscaba y anula su rol, que desconoce su 
irremplazable función de articulación y construcción democrática, que 
estimula asimismo la permanente falta de identificación de sus mandatarios 
con sus propios Partidos. Estos tienen debilidades y retrasos, es cierto, pero 
no puede ser sana una práctica en que las formaciones políticas son queridas 
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y apreciadas cuando hay que apoyarse electoralmente en ellas, pero que 
prontamente son dejadas de lado por nostálgicas o irrelevantes, de acuerdo 
con la lógica y la ideología del sistema de poder, aún semidemocrático, 
instalado en el país. Se extendió la noción que los partidos resultaban ser 
más un obstáculo que un vehículo necesario para la renovación democrática 
de la sociedad. Sin querer queriendo, esta lógica se legitimó con el llamado 
"partido transversal". Al hacerse parte del desprecio y desconocimiento de 
los partidos democráticos, una vez más muchos demócratas olvidan que el 
descrédito que inocula la ideología de la derecha hacia los partidos, es 
porque estos no le importan. Le estorban en su afán de dominación. Para 
ella, el partido principal siempre será el poder del dinero; por eso, incluso 
condena al subdesarrollo y la decadencia a las fuerzas partidistas que la 
representan en el escenario nacional, llegando a debilitar, dividir o asfixiar 
a cualquiera de ellas en el caso que no sean de su gusto sus decisiones u 
orientaciones estratégicas. 

En circunstancias de subvaloración o desconocimiento del rol de los 
partidos políticos, hay que recurrir a Norberto Bobbio: "los partidos son mucho 
más que lícitos. Son necesarios, y aquí radica su fuerza". Vale la pena recordar 
esta afirmación, que probablemente en la Concertación nadie desconozca en 
las palabras, pero que los hechos se han encargado de poner en duda. Hace ya 
diez años, frente a las campañas del miedo, implementadas como es habitual 
desde el autoritarismo, en la Concertación se suscribió un compromiso solemne 
de ejercicio "suprapartidario" del gobierno. Aunque a muchos les duela esta 
afirmación, debo señalar que este criterio se ha ejercido de manera unilateral. 
El mismo se supone que conllevaba el ejercicio político de actuar de conjunto, 
de consultar y resolver dentro de la alianza entre los partidos y el gobierno, las 
diferentes materias políticas y de interés común en discusión o de buscar la 
solución de los desacuerdos, teniendo como telón de fondo los compromisos 
programáticos y de gobierno adoptados en conjunto. 

El "Caso Pinochet", mejor dicho la defensa del ex dictador en Londres, 
rompió el criterio del suprapartidismo. Se impuso una decisión en abierto 
desacuerdo con una de las fuerzas fundantes de la coalición, y en abierta 
violación al programa de gobierno, a una de sus bases esenciales, como es 
la voluntad de verdad y justicia en el tema de los derechos humanos. 

Esto viene a manifestar un aspecto olvidado hace rato, que el ejercicio 
del suprapartidismo es una calle de doble sentido, no sólo obliga a los 
partidos, también obliga al gobierno. No será la primera y tampoco la última 
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vez que este dilema se plantee en el seno de una coalición de gobierno, 
pero cada día es más claro que los costos del proceso no pueden girarse 
indefinidamente a la cuenta de los partidos, salvo que se esté dispuesto a 
correr el riesgo de socavar las propias bases de sustentación política de la 
transición en curso. 

Este proceso en que se deteriora la función de los actores políticos 
por el uso abusivo de las atribuciones de las esferas del poder, viene además 
a provocar una práctica sistemática de una mal entendida obediencia de 
los funcionarios en tareas político-gubernativas, no a su partido del cual 
surgen y al que debiesen representar, por cierto, no en el cuoteo estrecho y 
mezquino, sino que en el terreno de las ideas, las orientaciones y opiniones; 
tampoco a la coalición, ni al programa suscrito, sino que exclusivamente al 
poder. 

Por otro lado, en un ámbito alejado de estos dilemas, el radicalismo 
de izquierda fue incapaz de sintonizar con el curso de la transición y de 
captar la evolución ocurrida en el país. Depositario de un afán de lucha 
intransigente y de la estrategia de confrontación directa con la dictadura, 
no estaba condenado al aislamiento y al ostracismo. Para ello requería 
comprender e insertarse con rapidez y sin estereotipos en el nuevo cuadro 
político. Sin embargo, la dogmatización de los medios violentos y la 
fetichización del factor "armado" les llevó a ejecutar acciones terroristas 
que no sólo chocaban con la nueva realidad del país, sino que coadyuvaban, 
más allá de sus propósitos, al esfuerzo tenaz del mando militar para 
mantener su presencia e intervención sobre el proceso democrático. De 
manera especial, el condenable crimen del líder de la Unión Demócrata 
Independiente, Jaime Guzmán, crispó la situación política, hizo reemerger 
el miedo y frenó la tarea de difusión y asimilación en la comunidad nacional 
del contenido y las lecciones históricas en materia de derechos humanos, 
condenatorias del terrorismo de Estado establecidas por el Informe Rettig, 
entregado al conocimiento del país muy pocos días antes de ese atentado 
insensato e infecundo. La atrocidad cometida contra Jaime Guzmán no tuvo 
justificación alguna y constituye uno de los capítulos más ciegos y execrables 
de la transición. 

Resentido por el desconocimiento político e ideológico, basado en una 
intoxicación anticomunista, del aporte que esa izquierda "radical" realizara 
a la recuperación democrática, este sector se refugió en un enclaustramiento 
sectario y mesiánico que le ha llevado a equivocar enteramente la 
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identificación de su "adversario fundamental", encontrándolo en la 
Concertación y el gobierno. Su propósito ha pasado a ser la derrota de esta 
última y no la erradicación de la herencia autoritaria. Un enfoque tan 
extremadamente fuera de las circunstancias concretas del escenario político 
determinó su absoluto "descarrilamiento" de la situación nacional. 

Mientras tanto, el tiempo pasaba y en la derecha más "dura", aquella 
refractaria a todo cambio, empezó también a observarse con nuevos ojos 
esta idea de los "consensos". Neutralizado Allamand, la idea de los consensos 
pasó en realidad a ser un veto y una imposición. El "veto" de la minoría 
sobre la mayoría, es decir, la prolongación de una concepción antidemocrática 
establecida y posibilitada por los avasallantes engranajes autoritarios de la 
voluntad ciudadana contenidos en la Constitución del 80. 

La naturaleza cambiante de los hechos políticos trastrocó lo positivo en 
negativo. Advirtiendo que se configuraba un cambio de situación, los círculos 
dirigentes de la derecha, co-partícipes del modelo institucional, pasaron a 
manipular en su favor el sentido "de los consensos", tomando la legitimidad 
social que alcanzó esa buena inspiración, pero tras un alcance encaminado 
exactamente en la dirección contraria a la idea original. Los "duros" se hicieron 
parte de la idea de los "consensos" con el inequívoco propósito de ganar tiempo 
y desgastar a la Concertación, al gobierno y al sistema político en su conjunto. 
La aspiración de alcanzar amplios consensos que permitieran culminar la 
transición, vino a ser frustrada y desmentida por una serie de escaramuzas 
político-legislativas que dieron cima al congelamiento de la transición y el 
empantanamiento del proceso democrático. "Consenso" pasó a ser en los hechos 
la imposición de no hacer nada. 

A mediados de la década, coincidiendo con el cambio de gobierno y 
permaneciendo la Concertación con la responsabilidad de dirigir el Estado, 
se instaló la idea curiosa, contradictoria en su propia presentación paradojal, 
que las "cosas" marchaban bien, que el país iba como avión, pero, que la 
transición tenía grandes temas pendientes. La muy extraña conclusión a la 
que se arribó fue que ya no era posible avanzar más, que el esfuerzo 
democratizador "desgastaba". 

Se adjudicó a la opinión pública el entrampamiento establecido en los 
vértices direccionales de las fuerzas políticas. Este cansancio tenía su origen 
en que las insistentes demandas por las reformas constitucionales no habían 
fructificado y se descansó, ante la incapacidad de abrir nuevos espacios 
democratizadores, en los buenos resultados de la gestión económica. 
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Hasta ese momento, la Concertación mantenía una idea fuerza ~ 
inequívoca, darle a Chile una democracia auténtica, garantizar el respeto 
irrestricto a los derechos del ser humano y avanzar en cuotas ascendentes 
de mayor equidad social. Allí radica su "épica" y su compromiso irrevo- 
cable. Estas grandes aspiraciones chocaron, naturalmente, con el afán de 
perpetuar los enclaves autoritarios y la sacrosanta intangibilidad del modelo 
económico. | 

La prudencia y la responsabilidad de la primera etapa contribuyóa | 
que el gobierno del ex Presidente Aylwin, superara la estrategia de | 
"Cincinatto”, anunciada por Pinochet, antes de entregar la banda | 
presidencial. Aquella pretendía demostrar que la civilidad no sería capaz 
de gobernar, para recuperar a partir de tal incapacidad, la totalidad del 
poder. El tono amenazante de la analogía histórica del dictador que se | 
replegaba, era clara y rotunda, no admitía dudas. Pretendía volver con el | 
respaldo militar y amparado por la ineptitud que tuviera en la tarea de 
gobierno, el bloque que le había derrotado electoralmente. Su permanencia 
en la comandancia en Jefe del Ejército no tenía nada de inocente. + 


Lamentablemente, muchos concertacionistas confundieron u olvidaron | 


| 


estas cuestiones básicas, llegando a valorar como positiva la permanencia 
de Pinochet en la Jefatura del Ejército. Ese diseño pre-golpista tuvo, por los 
artilugios de la transición, una valoración como contribución a la 
"estabilidad" en muchas personas amnésicas. Para ser franco, tales epítetos, 
encubridores de la real voluntad de Pinochet, suenan como una burla o 
como una ingenuidad, en todo caso, inaceptable por donde se le mire. 

Para bien de Chile, la pretensión de Pinochet fracasó. La madurez de 
la Concertación lo impidió, pero en sucesivas embestidas, Pinochet fue 
"corriendo el cerco", hasta alcanzar en 1993, un "status" de intromisión fáctica, 
fuera del marco de la propia Constitución del 80. El llamado "boinazo" fue la 
acción más resuelta en esa dirección. Algo falló en la conducción política en 
ese año. El "tutelaje” castrense se "subió por el chorro". Con ocasión del 
"boinazo" se instaló una interlocución, a traves de la cual se pactó con los 
militares una "solución" legislativa en el tema de los derechos humanos, que 
resultó inaceptable para las organizaciones representativas del tema, para 
los familiares de las víctimas y para las fuerzas de izquierda y progresistas 
dentro y fuera de la Concertación. Esa iniciativa se derrumbó inevitablemente 
por carecer de consistencia en el tema de fondo, alcanzar la verdad y la A 
en el tema de los detenidos desaparecidos. 
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Las “minutas” intercambiadas entre los interlocutores oficiosos 
Enrique Correa y Jorge Ballerino el 31 de mayo de 1993, uno como 
representante del Gobierno y el otro del Ejército, es enteramente 
inusitada e inaceptable, desde el punto de vista de un Estado de derecho 
democrático, por cuanto significa la adopción de acuerdos bajo la 
amenaza de la fuerza, de una institución que por poseer el monopolio 
de las armas en el país, debe ser precisamente subordinada 
irrestrictamente a la autoridad presidencial, a la cual no puede imponer 
condición alguna. En realidad tales minutas constituyen un acta de 
acuerdos cuya naturaleza es enteramente inconstitucional, y subrayo 
que es inconstitucional respecto de la Carta Fundamental de 1980. Muy 
concretamente, esas minutas ponen de manifiesto cómo Pinochet usó el 
control del Ejército, y el chantaje evidente y explícito de provocar una 
crisis institucional, de no mediar una solución a demandas que no eran 
otra cosa que satisfacción a urgencias personales, radicadas en la 
creciente posibilidad de juicios en los Tribunales de Justicia que, al 
involucrarlo directamente, como lo atestigua la prensa y la información 
de entonces, se encaminarían hacia su destitución y procesamiento pe- 
nal. Lo más díficil e inesquivable para su larguísima e inviolable 
impunidad hubiera sido el juicio que se habría originado por las 
implicancias del llamado caso "pinocheques”. 

La decisión de "bajar el perfil" a capítulo tan determinante de la 
evolución política de estos años, encapsuló al gobierno en tratativas dudosas 
y a la postre estériles, pero en cambio, a los operadores en la sombra del 
autoritarismo, les estimuló a persistir en su intromisión política e 
institucional fuera de la propia Constitución del 80. Les llevó a ver 
confirmado su rol tutelar y convencerse que en Chile había un cuarto poder, 
el "poder militar", en definitiva, el que mandaba. 

| A contrapelo de aquello, ese mismo año, millones de ciudadanos 

[ Volvieron a consagrar en las urnas su respaldo al proceso democrático y a 
manifestar su voluntad de cambio, para consolidar definitivamente una 
institucionalidad que ajustara cuentas con el pasado y se liberara de tutelas 
y amenazas. Electoralmente el resultado fue espectacular, el candidato del 
pinochetismo, señor Arturo Alessandri, no alcanzó el 25% de los sufragios. 
Por su parte, la tremenda votación, superior al 58%, de Eduardo Frei Ruiz- 
Tagle, más las de Manfred Max-Neef, Eugenio Pizarro y Cristián Reitze, 
constituían en su conjunto más de 2/3 del electorado nacional. 


76 


La sociedad quería avanzar en la democratización y en los despachos 
privados se imponían todo tipo de frenos y diversos diques de contención 
a las transformaciones ya maduras en nuestra comunidad nacional. 


Se generó un divorcio evidente entre la realidad que fluía vital desde E 


la sociedad civil, y la realidad instalada al interior del sistema de poder del 
Chile de la transición. Poco tiempo después la Concertación veía mermada 
su fuerza electoral en casi un millón de votos. Favorecida por esa baja, la 
derecha se vio fortalecida porcentualmente. Nuestras limitaciones socavaron 
la confianza ciudadana y el apoyo popular hacia el bloque en el gobierno. 

¿Por qué se llegó a aquello? ¿Era necesario aceptarlo? ¿Con esas 
condiciones y de esa manera? 

¿Por qué no se informó al país que con la amenaza del uso de la 
fuerza, se estaba forzando la protección de actos ilegítimos, como lo indi- 
can las referidas "minutas" Ballerino-Correa? 

Seguramente, no hay una respuesta en blanco y negro, pero de lo que 
no cabe duda alguna, es que las grandes tareas democratizadoras tropezaron 
con la más porfiada oposición de los enclaves autoritarios, y las fuerzas ar- 
madas lograron poner en práctica variadas opciones para materializar su 
intromisión en el acontecer nacional y proteger la impunidad de su jerarca. 

Sin embargo, sorprendentemente en el primer semestre del año 94, el 
diseño estratégico del gobierno concertacionista que asumía el mandato de la 
nación, iba a hacer caso omiso de esta situación tan chocante e inequívoca. Sin 
consulta, ni alos Partidos de la coalición, ni siquiera a los miembros del gabinete, 
el Ministro Secretario General de la Presidencia, Genaro Arriagada, depositario 
de la confianza del Presidente de la República para formular el diseño 
estratégico de la nueva administración, en julio de ese año 94, en una 
intervención que despertó ácidas polémicas con las propias fuerzas políticas 
pertenecientes a la coalición, en especial, el Partido Socialista, anunció de 
improviso: "el nudo político actual de la Concertación está definido por el 
cambio desde el eje del ordenamiento social a partir de la lógica de la transición 
hacia un eje de ordenamiento a partir de la lógica de la modernización". 

Nótese que en esta afirmación se habla desde la Concertación, la que 
no sólo había sido dejada de lado sin ser consultada, sino que jamás había 
tratado o discutido diseño semejante. 

El Ministro hacía gala de un método abusivo para entender y aplicar 
la cultura y el sistema institucional fuertemente presidencialista del país. 
Tal método lejos estaba de ser "suprapartidario". Entendía que las fuerzas 
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partidarias debían obligatoriamente disciplinarse frente a este nuevo diseño, 

/ dando completamente la espalda a los episodios conspirativos y de fuerza 
que marcaron la administración Aylwin y sin siquiera definir los contenidos 
básicos del nuevo concepto articulador de la estrategia concertacionista, 
que buscaba desplegar bajo la idea de “estrategia de la modernización". 
Quienes discrepamos de este enfoque, no sólo no fuimos escuchados, sino 
que expresamente no se consideró el punto de vista que expusimos por ser 
presuntamente anacrónico, voluntarista u ortodoxo. Naturalmente que 
aquella oportunidad no fue aislada, en la puesta en práctica de semejantes 
anatemas. El argumento más elaborado con que se nos replicó fue que, 
según las encuestas, las reformas constitucionales pendientes no estaban 
en el centro del interés de la gente. Una mezcla de falta de voluntad 
democratizadora y de populismo fue la que se impuso. Se ratificó la 
preeminencia de la "ideología de las encuestas". 

Detrás de tan infundada audacia, se reflejaba una actitud escapista 
frente a los desafíos pendientes del proceso, y seguramente la presunción 
de que un acierto personal iba a resolver temas esenciales de la conducción 
democrática del país. Lo más grave fue que la conducción gubernativa se 
dejó llevar por la lógica de sus opositores, aquella que para sus propios 
propósitos autoritarios definía los temas pendientes de la transición como 
cuestiones del "pasado". Con ello, se dejó escapar sin el menor ánimo de 
recurrir a su concurso, el enorme potencial político y transformador 
expresado en las urnas en los comicios de fines del año 1993. Este inaplicable 
giro hacia la "modernización", vino a ser otra muestra de nuestra escasa 
memoria histórica como nación, o tal vez, de esa tendencia de la élite 
dirigente a la "política del avestruz", digo esto porque en el curso de 1986, 
por cierto aún con la dictadura en el poder, el propio Arriagada en un 
extensa conferencia-exposición, titulada "De la República de 1925 a la 
Constitución de 1980: el sistema político chileno", fue capaz de demostrar 
contundentemente el "extremo grado de militarización que caracteriza al 
actual régimen chileno, el que es impresionante aun si se le compara con 
las demás experiencias militaristas habidas en la región". 

Refiriéndose al Consejo de Seguridad Nacional, Genaro Arriagada 
afirmaba en su intervención: "la carta de 1980 consagra constitucionalmente el 
derecho al "pronunciamiento militar”. No hay un solo sistema político que 
pueda funcionar cuando los cuatro Comandantes en Jefe, en un momento 
determinado, se ponen de acuerdo y le representan al Presidente de la República 
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que uno de sus actos, hecho materia, daña la seguridad nacional. Eso en 
términos técnicos, es un golpe de Estado". 

En 1989, el Plebiscito realizado en julio de ese año, al incorporar un 
civil más con derecho a voto (el Contralor de la República) al Consejo de 
Seguridad Nacional y modificar la expresión "representar" por "hacer 
presente", no alteró la sustancia de facto, de poder real y el peligro 
antidemocrático, a la cual Arriagada aludía en 1986. 

Luego, en esa misma conferencia, expone acerca del Poder de la Corte 
Suprema consagrado en las atribuciones del Tribunal Constitucional que 
caracteriza, "desde el punto de vista de la dignidad del Parlamento, 
simplemente aberrante". Para concluir: "No conozco una sola institución de 
esta especie, en ninguna constitución democrática del mundo". Tampoco la 
esencia de estas disposiciones "aberrantes" se eliminó en 1989, como demuestran 
parte de sus "fallos" en aspectos tan relevantes para el país, como fue la decisión 
de anular la aprobación del proyecto de ley evacuado de la Cámara de 
Diputados sobre la deuda subordinada de parte del sistema bancario. 

En Chile no es posible modernizar sin democratizar. Puede haber 
aumento del consumo o de los bienes disponibles, pero en ningún caso, la 
estructuración de un país moderno. Habrá un país sesgado, escindido, 
fracturado, neurótico por la desconfianza social y el abuso de los núcleos 
económicos dominantes, pero no existirá el país acogedor y fraternal que 
cobije a todos sus hijos. Para que esto último ocurra, la democracia debe 
instaurarse definitivamente en el ámbito político institucional. Democratizar 
es fundamental para modernizar. 

De modo que el paso a la "estrategia modernizadora”, sin haberse 
resuelto "el tutelaje del Estado por las dos burocracias más conservadoras 
que hay en todo sistema político: la Corte Suprema y la alta cúpula militar”, 
según la propia definición de Genaro Arriagada en 1986, no pudo sino 
sorprender y desconcertar a las filas concertacionistas. Detrás de estas 
misteriosas omisiones de la realidad, no había sino que un fuerte grado de 
perplejidad y la incapacidad de formular, dar consistencia y concretar una 
estrategia democratizadora que entregase efectivamente al pueblo de Chile 
su condición de legítimo soberano de los destinos de la nación. El gobierno 
recién asumido perdió el momento político en que contaba con mayor fuerza 
para interpelar, bregar, conseguir y abrir paso al mandato que la amplísima 
mayoría de los chilenos representaron en las urnas, aquel de concretar una 
democracia sin tutelas. 
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Pocos meses depués, desde diciembre de ese mismo año 94 y a lo 
largo de todo el año 95, el "caso Letelier" se encargaría de confirmar con 

y Una crudeza inusitada que los problemas sociales y políticos no se 

solucionan por no ser tratados, sino que son porfiados en grado sumo y 

que colocarlos bajo la alfombra no los resuelve. El acatamiento de palabra 

pero la desobediencia práctica del Ejército, al fallo de la Corte Suprema, 

dilató la entrada de Manuel Contreras a la cárcel de Punta Peuco en más de 

cuatro meses y generó un conflicto sin precedentes, en el seno de la 
y Concertación. 

e En efecto, la tensión política institucional generada por el fallo de la 
Corte Suprema puso al desnudo las limitaciones estructurales de los 
mecanismos de poder de autoridad civil, tomando nota de ello, el gobierno 
diseñó una propuesta de reformas constitucionales y legales a ser discutidas 
y tratadas en el Parlamento. Para contar con los votos favorables de la 
mayoría de derecha en el Senado, la administración Frei hizo esfuerzos y 
consiguió establecer una interlocución con actores políticos que formando 
parte de Renovación Nacional, no fuesen pertenecientes al sector de su 
entonces Presidente Andrés Allamand por cuanto, en todas las ocasiones 
en que este último formalizaba compromisos con el gobierno o la 
Concertación, era impotente a la hora de cumplirlos. Por eso, se trataba de 
llegar a acuerdos con los "duros", negociando con aquellos que tuvieran la 
capacidad de concretar lo que se concordase en las negociaciones políticas 
luego en una votación en el Senado. Esta instancia de búsqueda y 
exploraciones mutuas se logró, a través del empeño puesto por el Ministro 
del Interior de entonces, Carlos Figueroa, y la disponibilidad del Senador 
Miguel Otero, entonces Presidente de la Comisión de Constitución, 
Legislación y Justicia. 

Las primeras conversaciones y luego la negociación propiamente tal, 
se concretaron en la iniciativa político-institucional enviada por el Presidente 
de la República al Congreso, en medio de esta situación, en agosto de ese 
año 1995, cuando aún Manuel Contreras resistía su encarcelamiento con la 
amenaza de un eventual enfrentamiento armado o recurriendo al suicidio 
en el caso de ser arrestado. 

Esta iniciativa anunciada el 21 de agosto de 1995, constaba de tres 
partes, desglosadas en tres proyectos: un proyecto de ley en materia de 

J derechos humanos, similar en su contenido básico a la propuesta Aylwin 
de 1993; un proyecto de reforma a la Ley Orgánica Constitucional de las 
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Fuerzas Armadas, restableciendo la facultad presidencial para llamar a retiro 
a los oficiales generales de las mismas, sin tocar el tema de la inamovilidad 
de los Comandantes en Jefe; así como un proyecto de Reforma 
Constitucional para poner término a los senadores designados. 

El diseño inicial para la aprobación de este paquete, pretendía un 
equilibrio entre avances democratizadores y garantías a los militares 
que los juicios sobre derechos humanos se encauzarían básicamente en 
la dirección de encontrar la verdad sobre los detenidos desaparecidos, 
estableciendo su paradero y develando lo acontecido con sus restos, sin 
derogar la ley de amnistía del año 78, es decir, sin sanción penal para 
los ejecutores de tales actos. Se trataba de una iniciativa formulada en 
un momento difícil. Se había producido el llamado “pic-nic” de Punta 
Peuco, el día 22 de julio de 1995; que representó una manera de llevar a 
cabo una activa deliberación militar, en la larga creatividad criolla, 
generosa para manifestar la injerencia castrense en política contingente. 
En esta ocasión, varios centenares de uniformados en servicio activo, 
incluido el general Comandante en Jefe de la II División, se congregaron 
en las afueras del recinto carcelario para expresar su descontento y 
malestar ante la condena de siete años de presidio a un “general de la 
República”. Se vivía una fuerte tensión, surgieron dudas respecto de la 
solidez de la estabilidad institucional, la presión de la amenaza del uso 
de la fuerza se hacía sentir. En ese contexto, los partidarios de la 
Concertación, incluído nuestro Partido Socialista, apoyaron la propuesta 
presidencial. En lo referente al PS, puntualizamos que ejerceríamos 
nuestro derecho de opinión en el curso del posterior trámite legislativo. 
Hubiese constituido una decisión incomprensible para el país, no apoyar 
la autoridad presidencial en esas tensas circunstancias; al respaldar la 
decisión gubernamental, se afianzaba además la cohesión de la 
Concertación, esencial para que fracasaran diversas penes] 
extraconstitucionales, provenientes del mundo uniformado. 

En esas mismas semanas, Anselmo Sule, en su condición de 
presidente del Partido Radical, promovió en su casa una reunión privada 
entre los presidentes de los partidos de la Concertación y los respectivos 
liderazgos partidarios de la oposición, es decir, Renovación Nacional y 
la Unión Demócrata Independiente. En ese encuentro se exploró un 
acuerdo institucional que resolviera los temas pendientes de la 
transición. Lo más difícil era la posición que adoptaría la UDI. Su 
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hacer” para informarnos al día siguiente que su sector “no daba el 
ancho” para un avance como el que habíamos explorado. En esa ocasión 
le pregunté directamente sobre el establecimiento de las 
responsabilidades judiciales en el tema de los derechos humanos, fue 
franco al decirme que sólo lo veía posible en los hechos anteriores a la 
ley de amnistía de 1978. 

Con ese trasfondo inmodificable para el Gobierno, era claro, que 
sin generar apoyos en la bancada senatorial deRenovación Nacional no 
habría condición alguna para abrir una nueva etapa en la necesaria 
transformación institucional del país. Asimismo, hasta ese momento, la 
UDI mantenía la férrea convicción de que los parapetos institucionales 
y el paso del tiempo impondrían una sombra inescrutable sobre el tema 
de los derechos humanos. Su fanatismo ideológico nublaba enteramente 
su perspectiva, no se imaginaba siquiera que el tiempo se volvería en 
su contra, sancionando con el más severo rigor la impunidad y a sus 
responsables. A muchos la euforia libremercadista les hizo pensar que 
la historia se podría borrar o suprimir. 

Frente a este estado de cosas, a partir de agosto se inició un período 
de “sondeos” y hubo diversidad de contactos con la mayoría de derecha 
instalada en el Senado. La incorporación de los "duros", mejor dicho del 
ex-senador Otero, no fue gratis, rápidamente las conversaciones se situaron 
en un punto esencial; la petición de poner "plazo" para el sobreseimiento 

x definitivo de los procesos pendientes. De acuerdo con la legislación chilena 
estas causas pueden ser sobreseídas sólo temporalmente, por cuanto se 
trata de delitos de secuestro, que no pueden ser cerrados mientras el delito 
no cese, es decir, mientras las víctimas del secuestro no sean encontradas 
materialmente. Los que idearon el siniestro mecanismo de hacer desaparecer 
a sus presos, quedaron finalmente capturados por su propio invento infer- 
nal, obligados a tener que ser investigados indefinidamente, mientras sus 
víctimas no aparezcan, salvo determinadas resoluciones aberrantes en 
alguna sala de la Corte Suprema. 

Del mismo modo, la lealtad de Pinochet con estos hechores, mejor 
dicho el temor a revelaciones que terminaran por derrumbar su pretensión 
mesiánica de refundador de la nación, le obligó a mantener y cobijar en las 
filas del Ejército al grupo de agentes que en la Dina realizó -con su total 


( presidente de entonces, Jovino Novoa, hizo las consultas “que debía 
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respaldo- tan execrables ejecuciones. La permanencia de ese grupo, temido 
en la sociedad y en el propio Ejército, en la condición de altos oficiales, dada 
su antigüedad y la naturaleza de los "servicios" por ellos prestados al ex- 
dictador, generó un así llamado problema "institucional" para el pinochetismo, 
presente desde el año 90 en adelante, reclamado persistentemente por el 
propio Pinochet y junto a los "pinocheques", factor detonante de sus conductas 
extraconstitucionales. Tal problema fueron las sucesivas e insistentes 
citaciones a esos oficiales para declarar en los Tribunales de Justicia por las 
causas sobre detenidos desaparecidos. A diferencia del tema de los 
"pinocheques”, estas citaciones y la importancia de los oficiales involucrados, 
presentados en las filas castrenses como la primera línea de la confrontación 
en "la guerra interna", daba a Pinochet la posibilidad de imprimirle 
connotación institucional a sus amenazantes "salidas de madre". 

El interés de la derecha atrapada y comprometida en las violaciones 
a los derechos humanos por su apoyo político a la dictadura, coincide 
ampliamente, en este caso, con el interés de Pinochet. Sobre todo, por la 
vergüenza de que uno de sus más conspicuos senadores la defendiera en 
Naciones Unidas alegando, precisamente, que el drama de los detenidos 
desaparecidos era una mentira más, de las tantas utilizadas para 
"desprestigiar" al régimen militar. 

De modo que se dio lo que era enteramente esperable que ocurriera, 
una negociación con resultado previsible, dudoso, controvertido, de 
aquellos que lesionan gravemente las confianzas políticas. El gobierno 
pensando en los esquivos e irremplazables votos de Otero y los "liberales", 
para hacer realidad el paquete legislativo presidencial, y éstos a su vez, 
pensando en su propio protagonismo e intereses de largo plazo, sabedores 
de la imposibilidad del gobierno de actuar prescindiendo de su concurso. 
La derecha sabría una vez más imponer sus propias condiciones. 
Finalmente, la negociación reflejó inequívocamente esta realidad, el 
gobierno cedió y las llamadas indicaciones "Figueroa-Otero", vale decir, el 
compromiso de modificaciones a los proyectos originales que llevaba la 
firma del entonces Ministro del Interior y del senador de Renovación 
Nacional, incluían criterios y mecanismos para cerrar definitivamente los 
procesos sobre detenidos desaparecidos. Al menos esa fue la convicción 
del Partido Socialista y de las agrupaciones de Derechos Humanos. 

El día 13 de noviembre de 1995, tarde en la noche, el Comité Central ( 
del Partido Socialista en votación dividida, pero sostenida por una clara 
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mayoría, adoptó la resolución de rechazar las "indicaciones" Figueroa-Otero, 
modificatorias del proyecto original del gobierno, dejando establecida la 
voluntad de votarlas en contra en el Parlamento llegado el caso que así 
fuera necesario. Un poco más tarde, entre las 22 y las 23 horas de ese día se 
lo comuniqué telefónicamente, en conversación personal, al Ministro del 
Interior, Carlos Figueroa. Conocida esta decisión, una largísima deliberación 
gubernativa se prolongó hasta la madrugada. 

El día siguiente el 14 de noviembre de 1995, fue el más dramático de 
mi ejercicio como Presidente del Partido Socialista. 

Luego de una reunión muy temprano en La Moneda, tanto el Ministro 
del Interior como el de Relaciones Exteriores, que emprendía viaje al Japón, 
hicieron una soberbia descalificación de la decisión socialista, adjudicando 
la misma a la "irresponsabilidad" de quien ejercía la presidencia del partido. 
Por mi parte, no pude replicar sino en términos igualmente descalificatorios. 

Cerca del mediodía, los Ministros socialistas Jorge Arrate y Luis Maira 
fueron convocados a La Moneda con el propósito de conminarles a "optar" 
entre la posición del gobierno y la de su partido. 

El Ministro Secretario General de la Presidencia de entonces, llamó 
al Secretario General de Partido Socialista, Gonzalo Martner, para que 
hiciera "algo". Este a su vez le replicó que la respuesta del Presidente 
del Partido y la suya personal, entonces reunidos en la misma oficina 
en la sede partidaria, era que ese "algo" lo debía hacer La Moneda y no 
el Partido Socialista, dado que el ultimátum a nuestros Ministros no 
podía sino culminar con una nueva sesión del Comité Central socialista, 
que por cierto iba a rechazar tal interpelación, precipitándose una crisis 
de efectos incalculables en la coalición gubernativa. Se generó un cuadro 
tenso y dramático. Finalmente, el "ultimátum" a nuestros Ministros no 
aconteció. Nuestro rechazo se mantuvo. La alianza superó una crisis 
muy aguda. 

En horas de la tarde, concordamos con el Ministro Carlos Figueroa 
en proceder a retirar mutuamente las ofensas y rehacer la interlocución, a 
través de una reunión en La Moneda. Así fue, nos dimos públicamente la 
mano de acuerdo con la responsabilidad política de cada cual, en 
representación cada uno de su rol y función institucional. Meses después 
del incidente, ahora en privado, nos estrechamos nuevamente la mano 
superando, amistosamente, el agravio personal involucrado en esa tensa 
jornada. 
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Pocas semanas después la derecha votaba en contra de la eliminación 
de los senadores designados. La reforma constitucional enviada por el 
gobierno se caía, y junto con ella, los otros dos proyectos de ley. De modo 
que la Concertación y el gobierno vivieron una crisis, por la decisión de 
emprender concesiones imposibles de aceptar para uno de sus propios 
partidos, pensando en una reforma que la derecha en cualquier caso -en 
ese momento- no iba a conceder. El riesgo que se corrió no tenía 
fundamentos suficientes, ni jurídicos ni políticos. En el fondo, no iba a 
ocurrir lo imposible, el pinochetismo no iba a ser neutral en el tema de los 
derechos humanos, utilizaría su capacidad decisoria para imponerse en el 
Senado. 

El "caso Letelier" requerio una disciplina y una serenidad ejemplar 
desde la Concertación, de modo muy especial, desde el mundo político, 
social y cultural de los derechos humanos, incluyendo en él a los partidos 
de la izquierda concertacionista. Así ocurrió en esos meses tensos, en que 
unos días parecía alcanzarse lo imposible, vale decir, encarcelar a quien 
fue jefe de la Dina y encarnaba la impunidad desafiante del terrorismo de 
Estado y, luego en otros, en que parecía alejarse definitivamente tal 
posibilidad. 

Durante meses no nos dejamos provocar. En lo personal, como 
Presidente del Partido Socialista de ese período, asumo la responsabilidad 
por haber coincidido, de inmediato, en que la construcción de un penal 
segregado para altos funcionarios del Estado, en Punta Peuco, era una señal 
contribuyente a la condena de Manuel Contreras por parte de la Corte 
Suprema. Resultaba evidente que la inexistencia de un lugar que diera 
garantía del cumplimiento de la condena en condiciones seguras, devendría 
en factor inhibitorio de los jueces. No se trataba de una cárcel dorada, sino 
que de una cárcel apropiada, no prevista por razones obvias en el sistema 
carcelario del país. Mejor dicho, era el recinto penal que se requería para 
que hubiera justicia en el caso Letelier y, a través de él, una cuota, por 
mínima que fuera, de sanción a los crímenes de lesa humanidad. 

Asimismo, en los meses que mediaron entre el fallo definitivo y el 
ingreso de Contreras al penal de Punta Peuco, esmeramos y cultivamos 
nuestra sangre fría, para diferenciar las responsabilidades institucionales 
(aquellas relativas al Ejército) de las individuales (las que sancionaban al 
condenado), para llegar incluso a declaraciones que estiraban la mesura 
hasta donde casi ya no era posible. Por ejemplo, en instantes en que Manuel 
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Contreras ingresaba al regimiento Sangra en Puerto Varas con la 
autorización del entonces Vicecomandante en Jefe, Guillermo Garín, 
preferimos no demandar de él una explicación pública ante un hecho tan 
peligroso e irregular. Ante lo insólito actuamos con serenidad. Así también 
en otras tensas circunstancias de tan compleja coyuntura, como fue su larga 
estadía en la base naval de Talcahuano, tuvimos la fuerza y la capacidad de 
esperar que se iniciara el cumplimiento de la condena. Estuvimos también 
de acuerdo en una decisión tan difícil y controvertida como fue aquella de 
la "custodia mixta", entre Gendamería y personal militar del penal de Punta 
Peuco, porque con ello la propia institución castrense se hacía responsable 
del encarcelamiento del otrora "invencible" general. 

De modo que nunca "picamos el anzuelo" provocador de Manuel 
Contreras, como afirma en el libro ya citado, y sin fundamento alguno, 
como he demostrado en estas líneas, el ex-ministro Edgardo Boeninger. 

Con la misma convicción puedo afirmar que siempre respaldamos 
al gobierno en el esfuerzo de hacer respetar una Constitución, la de 1980, 
que se nos impuso ilegítimamente, y que en esas circunstancias sus propios 
mentores no querían cumplir y acatar, pero que no pudieron desconocer. 
Nuestra conducta fue responsable pero firme, ante la exasperante y 
dilatadísima maniobra de desacato regulado del pinochetismo. En todos 
los momentos en que se expresó el chantaje militar apoyamos al gobierno 
democrático irrestrictamente. 

Hubo ocasiones en que no se registró un criterio común al interior 
del gobierno y la Concertación. El canal "regular", es decir el área de la 

(Fx | Defensa, acusó más de una vez el efecto de la presión. Especialistas en 

Y guerra sicológica, los miembros del mando castrense se extremaron en el 
uso de sus habilidades. Fueron meses en que las presiones y amenazas 
pasaron a ser cuestión cotidiana. 

En tales circunstancias, el Ministro de Defensa de entonces llegó a 
decir al diputado Sergio Aguiló, como parte de una delegación de la 
Comisión Política del PS, nombrada especialmente para analizar y tratar la 
gravedad de la situación con el Ministro del área respectiva, que los 
socialistas estaban "locos" si pensaban que Manuel Contreras iba a ir a la 
cárcel, que los militares sencillamente no lo permitirían. Con tales frases se 

= expresaba de manera "civil", el clima sobrecargado de tensión, generado 
por la presión militar, cuya pretensión era encontrar la excusa, argumento 
| o manera de evitar el cumplimiento de la condena. Personalmente me tocó 
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vivir una situación semejante. Un general muy cercano a Pinochet me 
expuso de manera directa, al borde de pasar de la franqueza a lo burdo, el 
argumento amenazante de que el Ejército no estaba en condiciones de 
aceptar que un "general de la República" y "jefe de inteligencia" ingresara a 
la cárcel. Que de acontecer aquello se reabriría un foso y una enemistad de 
varias generaciones entre la izquierda y los uniformados. La presión no 
tenía rodeos, ni admitía dudas y tampoco buscaba excusas. En realidad, 
formó y forma parte de la mentalidad de tutelaje, que no ha cedido ni se ha 
modificado en diez años de transición. Incluso adquiría forma conceptual, 
algunos interlocutores oficiosos manifestaron la idea que los socialistas 
chilenos nos arriesgábamos a sufrir la suerte del APRA, refiriéndose a la 
enconada resistencia que en Perú, durante décadas, opusieron los militares 
a la llegada al gobierno de ese Partido popular de la nación hermana. Veto 
militar. Esa era la amenaza. Aceptar ese chantaje hubiese significado 
adulterar la esencia misma de nuestra condición de fuerza política socialista- 
democrática. En ese caso, habríamos pasado a ser un partido intervenido, 
cooptado por la preeminencia estatal castrense en el ordenamiento 
institucional del país. 


Debo confesar que hubo, entre nosotros, voces aisladas pero 1 


significativas que cedían ante la presión. Se resignaban a someterse, 
refugiándose en ese realismo escéptico que ha empapado esferas 
concertacionistas muy influyentes. Parte determinante del seudo realismo 
político de muchos, se origina en la sorda y persistente amenaza o pretensión 
de veto castrense, no sólo enteramente ajeno a las funciones institucionales 
del mundo uniformado, sino que antidemocrático y totalitario en su más 
profunda esencia. 


Así también hay algunos mas vivos, pero también mas temerarios, ; 


que se quisieran aprovechar de los militares para sus propios propósitos 
contingentes. Son los que levantan el fantasma del peligro de 
ingobernabilidad frente a la fuerza y amplitud del liderazgo que ha 
alcanzado Ricardo Lagos en la sociedad chilena. Estos se quieren "colgar" 
de la amenaza castrense. Pero, no cabe dudas que hoy el país no comulgará 
con ruedas de carreta. Como tampoco existe duda alguna frente a cuál es el 
destino final de estos "vivos"; su suerte está sellada de antemano, serán 
cooptados por un aparato de fuerza que les supera y trasciende 
absolutamente. Es cosa de ver el triste y penoso papel en que cayó Frei 
Bolívar. 
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El caso Letelier fue una lucha tremenda. El pinochetismo recurrió a 
muchas artimañas para que Manuel Contreras burlara el veredicto de la justicia. 
Intentos prácticos y concretos en esa dirección hubo varios. Que un decreto de 
relegación, que un penal militar en Isla de Pascua, que la base naval de Puerto 
Williams, etc. Los detentores del monopolio del uso de la fuerza se estrellaron 
una y otra vez con la negativa tajante de la Concertación unida, que no 
confundió prudencia con claudicación. En la convicción que la democracia 
chilena tenía una prueba de fuego jamás existió fisura o titubeo alguno entre 
Alejandro Foxley, Anselmo Sule, Jorge Schaulson y el autor de estas líneas, 
entonces Presidentes de los Partidos de la alianza de gobierno. Cualquiera 
maniobra para escamotear el cumplimiento de la condena hubiese tenido 
efectos incalculables para el futuro democrático. No se podía ceder. Nuestra 
seguridad y coherencia tuvo un sólido fundamento en la realidad del país. Así 
quedó comprobado. Una asonada o aventura golpista estaba fuera de lo posible, 
aun para quienes tienen el poder de la fuerza. Se hizo realidad aquella sentencia 
que indica que todo se puede hacer con las bayonetas, menos sentarse en ellas. 
La ética de la responsabilidad se articulaba estrechamente con la ética de la 
justicia y de la defensa de los derechos humanos. 

Posteriormente, "el caso Pinochet", es decir, la detención del ex- 
dictador en Londres, ocurrida, debemos subrayar, por su exclusiva 
responsabilidad de viajar, hacia donde sabía expresamente que podía 
ser arrestado, ya que en viaje anterior debió literalmente "huir" para 
que ello no aconteciera, volvería a mostrar las desnudeces de la 
transición. Una presión militar ilegítima e irreflexiva, fundada 
exclusivamente en una ciega adhesión corporativa y enteramente ajena 
al interés nacional o a la defensa de la soberanía, empujaría al país en 
su conjunto a un triste espectáculo ante la comunidad internacional, 
ocasionando un grave daño a la inserción del país en la comunidad 
mundial. Sin embargo, nadie se hace cargo de ese costo político. 

En una paradoja que ha motivado la perplejidad de muchos, 
ocurriría algo que nunca debió haber ocurrido. Un país como el nuestro, 
cuyas fuerzas políticas democráticas sin excepción, gozaron de una 
solidaridad internacional como ningún otro pueblo del Cono Sur pudo 
tener en la larga década de las dictaduras latinoamericanas, pasaría a 
defender al ex-dictador, bajo el argumento que su inmunidad "es un 
aspecto de la inmunidad de Estado", según su representación jurídica 
en Londres. Esta situación resulta absolutamente increíble. 
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Muchos se escudan en que nuestro punto de vista sigue empapado de 
odiosidad y resentimiento. Nada de eso. Estoy convencido que lo que ocurre 
es exactamente lo contrario. Un Estado de derecho democrático garantiza o 
debe garantizar el ejercicio irrestricto de las libertades y derechos del hombre; 
esa conducta permanente es la que fundamenta ética y políticamente que el 
monopolio de la fuerza legítima radique en el Estado. La evolución histórica 
de la humanidad ha expresado la interrelación entre libertad y derechos, 
precisamente, en una construcción institucional sin la cual no se explica la 
existencia misma de la sociedad contemporánea, el Estado de derecho. Este 
debe asegurar la libre difusión de las ideas, el término de las imposiciones 
religiosas o confesionales, la libertad plena de las creencias y el acceso en 
igualdad de condiciones al usufructo de los bienes y capacidades de 
producción, servicios y consumo. A través del reconocimiento de ciudadanos 
libres, y sin odiosos privilegios para nadie, el Estado adquiere legitimidad y 
consistencia, es decir, asume el ejercicio "legítimo" de la fuerza. De esa manera 
y no de otra, se interpone eficazmente en el camino de la confrontación o la 
anarquía. 

Según Max Weber, se trata de un Estado legal-racional. Dicho de otra 
manera, el Estado democrático tiene dentro de sus obligaciones esenciales 
garantizar que las contingencias políticas, por fuertes que sean las turbulencias 
que se presenten, no afectarán el ejercicio fundamental de la igualdad de las 
personas ante el derecho. Estos criterios básicos han sido transgredidos por 
la presentación del Estudio Jurídico contratado por el gobierno de Chile para 
alegar en Londres en el caso Pinochet; así se materializa en el argumento 
esgrimido que "la inmunidad de un ex Jefe de Estado por actos desarrollados 
en sus atribuciones gubernamentales como un aspecto de la inmunidad de 
Estado está bien reconocido en el derecho internacional consuetudinario". 

Con ello, se está regresando en el campo político a la aceptación de 
condenables conductas despóticas de los gobernantes. Preguntémonos por 
un momento, las acciones de terrorismo de Estado, entonces, ¿qué fueron?, 
¿consistieron acaso en "actos" desarrollados en sus atribuciones 
gubernamentales como un aspecto de la inmunidad de Estado bien 
reconocido en el derecho internacional consuetudinario? Del mismo modo, 
el otro argumento usado en Londres que "un Estado es responsable por los 
actos de sus agentes en el cumplimiento de sus facultades oficiales y sus 
omisiones, aunque esos agentes actúen fuera de la esfera de su autoridad y 
violen leyes internas", es un precedente inaceptable. No se trata, en este 
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caso, que el Estado asuma la responsabilidad como último ejecutor 
institucional de acciones deleznables cometidas en su nombre, es decir, 
que se haga responsable del terrorismo de Estado, sino que al revés, es un 
argumento que opera como agente que absuelve y excusa tales conductas, 
es decir, como agente de impunidad. En ese ámbito se fue demasiado lejos. 
No comentaré por bochornosa la frase justificatoria de la tortura proferida 
por el Embajador de Chile en Londres. Sólo recordaré que en noviembre 
de 1975, en un hecho sin precedentes que abrió paso a un nuevo enfoque 
internacional, la Asamblea General de las Naciones Unidas resolvió 
constituir una comisión especial para investigar las violaciones a los 
derechos humanos en Chile. No cabe duda, que esa y otras decisiones 
solidarias contribuyeron decisivamente a mitigar los quebrantos y dolores 
ocasionados por la dictadura. Una mínima reciprocidad democrática 
hubiese debido expresarse en una conducta, a través de la cual el Estado 
de Chile asumiera sus obligaciones ante la comunidad mundial, sin pasar 
por alto cuestiones esenciales, como el rechazo a la tortura, “a todo evento”. 
Pero, no cabe duda que la incapacidad de decirles a los militares que la 
defensa de "su" general no podía llevar al Estado democrático de Chile a 
conductas impensables para una democracia, simplemente no se hizo, no 
se dijo, o no se tuvo el valor de plantearlo con la fuerza que se requería. 

Quienes pensaron o consintieron esta conducta no estaban concientes 
del error histórico que cometían. No se trata de "ahogarse en un vaso de 
agua”, como afirmó el senador designado Edgardo Boeninger en 
declaraciones al diario La Segunda, publicadas el día 28 de enero. En estas 
turbulencias se trata de la coherencia básica, que se reclama de quienes se 
definen a sí mismos como demócratas. Alegar una supuesta inmunidad 
jurídica, que en términos políticos e históricos no es otra cosa queimpunidad 
para el ex-dictador, pesará mucho tiempo a Chile como país democrático. 
Es un error que la nación chilena no se podía dar el lujo de cometer. Hay 
quienes defienden éticamente esta conducta, estableciendo para ello un 
horizonte de tiempo al comportamiento ético, se ha hablado de una ética 
con fines "históricamente” posibles. El problema de fondo es que no se puede 
confundir la ética con la política. Esa confusión muy de fondo y profunda, 
es la que conduce al viejo error de que “el fin justifica los medios". La política 
podrá o no podrá cumplir o alcanzar determinados objetivos y propósitos, 
pero siempre sustentada en las bases esenciales que la fundamentan y 
legitiman. Lo contrario es la confusión total. 
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Para bien de la humanidad el Comité de los Lores en Londres 
dictaminó finalmente que tal inmunidad no existe y que no habrá dictador 
por temible o feroz que sea, que pueda escapar a la acción del Derecho 
Internacional, en resguardo del valor universal de los Derechos Humanos. 
Quedó establecido que un torturador sea del rango que sea, desde 1988, es 
extraditable. ¿No hubiese sido mejor ahorrarnos un costo tan deplorable? 

Esto demuestra el daño profundo que causan a la patria, la presión 
destemplada y visceral de aquellos que no saben más que amenazar a la 
autoridad civil, percibiendo y abusando de su crónica debilidad para poner 
término a la insensata intromisión de la fuerza, donde no es ni puede ser 
convocada. Asimismo, revela que el camino de las concesiones, para un 
gobierno democrático, es una ruta que tiene límites, de lo contrario se 
comienza a realizar desde el poder aquello que los enemigos de la 
democracia quieren que se realice. 

Me pregunto, ¿con qué cara los apologistas de la autocomplacencia 
van a recorrer el mundo ahora? ¿Con qué argumento dictarán cátedra ahora 
los expertos chilenos en transición? ¿Qué dirán ahora los que afirmaron 
soberbiamente que la "épica" de la transición estaba agotada? ¿De qué 
modernización hablamos cuando tenemos un sistema político cercado, que 
debe hacerse cargo ante el mundo de evitar la sanción jurídica que reclaman 
las víctimas de las aberraciones del ex-dictador? 

Estamos frente a los límites insalvables de la autocomplacencia que 
se extendió en las altas esferas concertacionistas, validando una forma de 
resolver los problemas centrada exclusivamente en la cúspide del poder. 

Tal método elitista, sin los actores organizados, para avanzar en la 
resolución de los dilemas de la transición, afecta directamente en un sentido 
negativo el ejercicio político de la nación en su conjunto. Es decir, a toda la 
médula de la condición de ciudadanos, de millones de chilenos y chilenas 
que aunque no reaccionen con virulencia frente a tales prácticas, incluso, 
aunque se resignen benévolamente a esta cruda limitación de su capacidad 
de decidir, entienden perfectamente que tal situación es, a la postre, una 
manera de decirles que no cuentan, o que importan menos, que hay otros 
que sí entienden, "iluminados", sea por lo que sea, por sus sufrimientos 
pasados, mayores conocimientos, errores o experiencias, que van a definir 
por ellos el rumbo del país en encrucijadas decisivas. 

El método "por arriba", viene a ser la expresión de un pensamiento 
autoritario, que ha evolucionado y ha adquirido una filosofía que lo 
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distingue en el seno del propio progresismo del país, como contrapartida 
al derrumbe del "vanguardismo leninista". Esta nueva, pero muy vieja 
manera de pensar, concibe la política referida básicamente a la esfera del 
poder, al arreglo o subordinación frente a los que "mandan". Se trata de 
una “renovación autoritaria”. 

Ese enfoque se jacta y fundamenta que haya expertos o ingenieros 
políticos, que fríos y debidamente capacitados, pueden calcular lo que se 
hace o no se hace, ya que circunscrita la política a los temas del poder, quedan 
sujetas y subordinadas a esa lógica inequívoca las convicciones, los valores, 
la pasión que fluye de las necesidades mayoritarias de las fuerzas sociales, 
que, por el contrario, debiesen ser la base esencial e irremplazable de un 
proyecto-país distinto al proyecto del autoritarismo. No es de extrañar 
entonces que Enrique Correa en entrevista pública ampliamente difundida 
en un matutino de la capital, diga sin ambages: "más importante que la unidad 
del Partido Socialista es el respaldo al gobierno". Esta frase categórica encierra 
un frío raciocinio, aquel que siente la política exclusivamente al servicio del 
poder. Un actor social se puede dividir, destruir, colapsar, pero no importa, 
debido a que lo que sí importa es lo que ocurra con el poder, aunque éste se 
extreme en insólitos e inconcebibles argumentos jurídicos o cometa actos 
abusivos, respecto incluso de fuerzas que le apoyan, llegando a la aceptación 
de la impunidad de Pinochet vía "inmunidad soberana de Estado", o que sus 
funcionarios lleguen a validar la tortura, con el objeto de arrancar al Comité 
de los Lores en Londres un fallo favorable a Pinochet. En esa lógica, 
constituida ya en forma de pensar y sentir la acción política, no importa lo 
que conmociona profundamente al Partido Socialista, importa su 
sometimiento al poder. En ese criterio, la lealtad se convirtió en obsecuencia. 

Se trata de una evolución ideológica asombrosa, que ha ido 
demasiado lejos. Exactamente al punto contrario que motivó las asambleas 
que en el exilio, a fines de los 70 y comienzos de los 80, dieron origen a la 
renovación socialista. En aquellos encuentros tensos y apasionados se 
reclamaba la necesidad de autonomizar la política del mero afán de poder, 
se replanteaba el tema del Estado, revalorizando la democracia y surgía 
una interpelación a vertebrar un proyecto-político que no estuviera 
mediatizado por compromisos o deudas con burocracia estatal alguna, o 
por la sujeción al aparato de Estado. 

Vale la pena recordar acá la afirmación de Galileo enfrentado a 
las fuerzas reaccionarias de su época: “Quienes tienen ojos y tienen 
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mentes deben utilizar dichas facultades para discernir por sí mismos” 
(Galileo, el genio y el hombre, James Reston, Jr. pág. 102, Edit. Ediciones B, 
S.A., 1996, Barcelona-España). Es de la esencia de nuestro pensamiento 
una capacidad de reflexión crítica hacia el ejercicio del poder. 

No se me escapa que estas afirmaciones desatarán de inmediato la 
réplica referida a que no existe proyecto político exitoso que no cuente, y 
más aún, que no esté cimentado en la más estrecha colaboración y lealtad 
hacia el gobierno que ejecute y lleve a cabo desde el Estado aquel proyecto 
societal, encarnado en un programa de gobierno. Efectivamente, eso es así. 
Pero no es el caso sometido a crítica. Por cuanto a más de diez años del 
Plebiscito que derrotó a Pinochet y muy cerca de una década con la 
Concertación en el gobierno, persiste en Chile un Estado semi-democrático, 
sujeto a la pretensión tutelar del estamento militar. 

En determinadas circunstancias, la desnaturalizada comprensión 
del profesionalismo militar, adquiere una temeraria y agresiva expresión 
conceptual, que no tiene la réplica que se necesita por parte de las fuerzas 
democráticas en el gobierno. Por ejemplo, el 23 de marzo de este año, el 
Comandante en Jefe de la Armada afirmó: "Los Comandantes en Jefe 
tienen dos roles importantes en el país. Uno es frente a la 
institucionalidad y otro frente a la seguridad nacional. En ninguno de 
esos dos ámbitos se trata de deliberar, sino de cumplir con su obligación 
constitucional. Si hay un problema que afecte a ambos temas, está dentro 
de su esfera de acción y el límite entre lo que es deliberar y lo que es 
actuar constitucionalmente está sólo en la inteligencia”. Este párrafo 
resulta una verdadera joya, ilustrativa e inaceptable, de la pretensión 
de los jerarcas uniformados de decidir por sí mismos lo que hacen y no 
hacen. Su idea es muy nítida, es su "inteligencia" la que define cuándo 
deliberan o no. ¿Dónde queda en esta ideología mesiánica y 
antidemocrática, la obediencia a la autoridad civil? ¿Quién decide 
cuándo su "inteligencia" ejerce una directa intromisión en la conducción 
política del Estado? ¿Qué pasa, si esta "inteligencia" se insubordina frente 
al Presidente de la República? ¿Quién es en definitiva la autoridad en el 
Estado de Chile? 

Entonces, cuando se nos reclama por nuestra posición, me pregunto: 
¿Qué es lo que valida o legitima aceptar como normal lo que es enteramente 
irregular? ¿Por qué tendrían que aceptarse como un ejercicio normal de la 
autoridad, por ejemplo, las decisiones anunciadas por el gobierno para 
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defender a Pinochet luego de la sesión del Consejo de Seguridad Nacional, 
en diciembre pasado, erigido ese organismo en un gabinete 
extraconstitucional de facto, en el curso de la llamada "crisis" por el arresto 
del ex-dictador en Londres? 

Hablando en este caso como socialista, debo decir que en ningún 
momento el Partido Socialista comprometió lealtad alguna con el 
funcionamiento de facto de fuerzas extraconstitucionales, cuya intromisión 
pasa a ser lamentablemente tolerada por la autoridad democrática. Nuestra 
lealtad es con la democracia, no con la herencia perversa de la dictadura. 

¿Cabe aquí, en presencia de un Estado semi-democrático, un ejercicio 
de apoyo incondicional, "irrestricto", como se insistió en esas semanas, a 
quién? ¿A la presencia política de las Fuerzas Armadas en decisiones que 
no les competen o a la justificación de la tortura? ¿A qué? 

No cabe duda que en las condiciones actuales de la transición, la 
lealtad es un ejercicio necesario de la libertad de juicio político sobre lo 
que acontece y no acontece en el país, de lo contrario las sorpresas para 
los actores políticos pueden ser muy desagradables. Más aún, muchos 
aspiran desde el autoritarismo a pasar de contrabando la sumisión a los 
poderes establecidos, bajo la idea de la lealtad al gobierno. Respecto de 
esta última, como está dicho, no es lo que verdaderamente está en 
discusión. El problema a resolver es un dilema del país, no es la relación 
entre el gobierno y los partidos que lo respaldan, por significativa que 
ella sea. El dilema de Chile es afirmar y consolidar la autoridad de quien 
el pueblo elige, por sobre aquella que el pueblo no elige, y que 
continuamente practica el deporte de "correr el cerco" de sus atribuciones 
y ámbitos de competencia para mantener bajo tutela la democracia 
chilena. 

Es de la esencia de la idea democrática buscar proteger las libertades, 
los derechos y el ejercicio de la soberanía popular, frente a cualquier decisión 
en sentido contrario, venga o no venga del Estado. En el caso de confundirse 
Estado y sociedad civil, no se podrá avanzar en la superación de las 
desigualdades de todo tipo, que pesan en la convivencia social y no se 
construirá, por lo tanto, un orden político y jurídico que vaya más allá de la 
simple reproducción de los intereses económicos dominantes. 

En su sentido más directo, la democracia concierne a la sociedad 
política, que requiere ser autónoma, precisamente para ocupar un espacio 
de interacción entre el Estado y la sociedad civil. Sin ese espacio, se impone 
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el Estado y se reducen al mínimo las condiciones para la democracia. 
Arrancando del Estado, hay quienes caen rendidos a sus pies, ante el Dios- 
poder, que obnubila muchas conciencias. Los antiestatistas resultan ser los 
más estatistas de todos. Vaya paradoja. Más aún, cuando en Chile se trata 
de un Estado semidemocrático, siendo el rol y la responsabilidad del sistema 
político una tarea central en la integración social del país, en la 
descentralización, el fortalecimiento de las regiones y la preeminencia de 
la democracia sobre el mercado. 

Cuando alcancemos una democracia propiamente tal y se 
desmantelen -perdón por la palabra- los enclaves autoritarios, así como se 
consolide y deje de ponerse en duda la presencia de un sistema político 
autónomo, y la existencia de una sociedad civil organizada, el ejercicio de 
la lealtad partidaria al propio gobierno ingresará a un curso fuera de toda 
duda. No se trata de "regatear" o de competir en "lealtades", sólo que la 
palabra queda fuera de lugar, cuando se pretende usarla en favor del 
designio antidemocrático de los mismos intereses de siempre. La libertad 
de juicio y de opiniones es esencial para la proyección de la Concertación, 
para su sentido nacional y carácter pluralista, que no atenta ni suprime la 
lealtad hacia el gobierno. 

Por lo demás, esta controversia y sus necesarias puntualizaciones no 
es la primera vez que acontece en estos años. El propio Presidente de la 
Democracia Cristiana, Enrique Krauss, en su intervención en la jornada de 
Diálogo Gobierno-Concertación, no hace aún dos años, el 18 de julio de 
1997, argumentó extensamente en esta materia: "Cometería un gran error, 
un tremendo pecado de pasividad la Democracia Cristiana y violentaría 
muy injustamente al Gobierno, si adoptáramos una actitud complaciente, 
ajustándonos simplemente a los tiempos respetables, positivos, de la 
actividad gubernativa; si perdiéramos toda nuestra capacidad como 
partidos, nuestra capacidad propositiva, nuestra responsabilidad de ser 
canales de participación y comunicación con la ciudadanía". Agregando 
con énfasis: "... Los partidos y los gobiernos cumplen roles distintos, se 
realizan en distintos ámbitos, responden a esquemas y responsabilidades 
diferentes y tienen distintas posibilidades y, en el caso de nuestra 
Concertación, tienen un ideal común. Estandarizar y pretender 
homogeneizar sus visiones y sus actores, sería acabar con la riqueza de la 
diversidad...". De modo que este es un tema que debiera escapar a la 
intención pequeña de usarlo con fines de corto plazo. 
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El pinochetismo hizo uso y abuso de los resortes institucionales que 
dejó insertos en la Constitución del 80. En ese afán la derecha política le fue 
completamente incondicional. No cabe duda que "exprimió" las ventajas 
que podía obtener de ellos. Sin embargo, se condenó a la infertilidad política 
al ratificar ante el país su condición de minoría dispuesta a recurrir a medios 
ilegítimos para imponer sus intereses. A diez años de iniciada la transición 
la derecha no ha sido capaz de aceptar y de asumir a fondo, sin cartas bajo 
la manga, la lucha política en democracia. Refugiándose en los enclaves 
autoritarios no ha sido capaz de construir y establecer una nueva mentalidad 
que le posibilite una conducta democrática. 

Por otro lado, amplios sectores ciudadanos se distanciaron de la 
llamada "democracia de los consensos", frustrados, convencidos o a lo 
menos con la fuerte sospecha de haber sido manipulados groseramente 
por la derecha más autoritaria. A fines de 1997, un millón de ciudadanos 
restarían su voto a la Concertación. De todo ello, resulta evidente que la 
absolutización de las conveniencias de la estrategia de los consensos, al 
pasar a ser instrumento de desmovilización social y acuerdos excluyentes 
devino en una frustración de grandes proporciones. Uno de sus efectos 
más perniciosos fue su reflejo en la conducta de la autoridad democrática 
ante las diferentes asonadas militares del período, por cierto, desafiantes e 
inconstitucionales. Esa conducta fue tolerar la deliberación castrense, 
manipulada y ejercida con el objeto de salvaguardar los intereses personales 
del ex-dictador. 

Más aún, "los consensos” devinieron en una realidad virtual y la 
exageración artificial de sus potencialidades contribuyó a que los grupos 
más conservadores lograran instalar en la sociedad la percepción cul- 
tural que el debate político es innecesario o riesgoso, que la polémica 
no es conveniente, ya que, según su manera de pensar, sería 
obligatoriamente "confrontacional”. La idea de que el camino de "los 
consensos" obligaba a un tipo de debate chato, limitado, ambiguo, su- 
perficial, sin aristas, ha servido para acentuar el desprestigio de la 
política y para retardar la reinstalación del necesario e indispensable 
pluralismo ideológico, político y cultural que debe existir en una 
sociedad democrática. 

Los grupos más derechistas del país lograron asociar la idea de los 
consensos a un país plano, sin debate, realimentando la atmósfera bajo 
censura, gris, jerarquizada que imperó durante la dictadura. Es triste 
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constatar que personeros de raigambre democrática, con experiencia y 
conocimientos, quedaron atrapados en los halagos prodigados con 
generosidad por los voceros del "Estado invisible", cuando estos últimos 
constataron que podían permanecer tranquilos, ya que la política de los 
consensos se había vuelto completamente inofensiva para sus cuotas 
antidemocráticas de poder. 

Por todo ello, la reconstitución de una cultura democrática sana y el 
ejercicio sin cortapisas de la diversidad y del pluralismo, pasa a ser uno de 
los aspectos más relevantes del futuro de la democracia chilena. Del ejercicio 
irrestricto de las libertades, de la superación de la hipocresía y la 
ambigiiedad, fluirán los acuerdos que cimenten un régimen político robusto 
y sano. Simular coincidencias cuando éstas no existen y silenciar las 
diferencias puede salvar una circunstancia difícil, pero la uniformidad 
alcanzada al costo de rebajar los principios al nivel de recomendaciones 
superfluas e inoficiosas no podrá ser, en ningún caso, la viga maestra para 
restablecer una cultura democrática que asegure al país la no repetición de 
los errores del pasado. Apostar a la amnesia para que no revivan los 
"antagonismos" de una etapa de nuestra vida política puede ser fatal. La 
estabilidad del país será firme, a partir de la solidez y maduración de la 
conciencia nacional, de su integración y articulación social, en ningún caso 
del tutelaje, la inconciencia y la ignorancia. 

Como ya está dicho, la derecha apoyándose en la mayoría senatorial 
ilegítima que posee gracias a los enclaves autoritarios, logró contener el 
impulso reformista que acompañó la instalación en La Moneda del primer 
gobierno democrático post-dictadura. En un par de años atravesamos del 
bloqueo institucional hacia el congelamiento de la transición. Los efectos 
socio-culturales de tal situación han sido perversos. Al igual que la idea de 
los consensos se vació de contenido adquiriendo una connotación equívoca 
de inercia burocrática, rutina y componenda estéril, también el término 
estabilidad sufrió las consecuencias del estancamiento del proceso 
democrático. Los poderes fácticos han ido asociando crecientemente la idea 
de estabilidad a una noción política en la cual el impulso transformador y 
de cambio no existe y en que la sociedad civil está ausente. Más aún, el 
sentido de la estabilidad para ellos es la perduración del Estado invisible, o 
sea, la prolongación de una situación en que la autoridad del Estado está 
en disputa, escindida, bifurcada, pero no de acuerdo con la tradicional 
autonomía de poderes y los contrapesos propios de un Estado de derecho 
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democrático, sino que mediatizada o escamoteada por la existencia de hecho 
de otro poder que resguarda intereses minoritarios, reales pero ilegítimos. 
En los hechos se trata de un "antiestado" en la medida que neutraliza y 
cuestiona la autoridad democrática llamada a conducir el Estado Nacional. 

Dicho de otra manera, el proceso de hegemonía cultural conservadora 
sobre la sociedad chilena, también ha puesto su mano encima de conceptos 
tan trascendentes para el futuro como son el de la estabilidad y la 
gobernabilidad democrática, impactando fuertemente en las concepciones 
que masivamente se representan en la sociedad chilena frente a estas 
materias. El consenso devino en conformismo hacia la persistencia de un 
tipo de Estado híbrido, semidemocrático. 

En efecto, más allá de cualquier ejercicio académico, si la necesaria 
estabilidad está marcada o definida socialmente, por la ausencia de todo 
cambio, la gobernabilidad se tiñe de la misma noción de inmovilismo, 
impotencia y desencanto. Se genera un tipo de gobernabilidad limitada, 
bajo control del Estado invisible. Con ello se facilita la ofensiva político- 
cultural de los poderes fácticos, que promueven e instalan la idea que 
aquellos que son capaces de gobernar son quienes ellos definen y valoran 
como tales, es decir, son aquellos que se resignan y gobiernan como los 
grupos más poderosos quieren que se gobierne. Esa manera de entender la 
gobernabilidad, plana pero determinante, permite el congelamiento 
institucional confundido con una estabilidad en que el cambio está ausente, 
imponiéndose un falso y equívoco "consenso autoritario". Es decir, una 
situación en que perdura el antiestado, la intervención sistemática de los 
poderes fácticos, que interponen una pesada losa en el camino de la 
evolución democrática del país. 

Se ha argumentado que ciertos dirigentes mantendrían o 
mantendríamos una "incomodidad visceral" debido a que en la evolución 
del país ha habido más continuidad de lo esperado. Puedo afirmar por 
mí y por muchos más que no son palabras más o palabras menos la causa 
de nuestra "incomodidad". Lo que se ha desarrollado en la sociedad es 
un sostenido malestar por la alteración de normas básicas de lo que debe 
ser un país democrático, lo que desasosiega es la permanencia de una 
impropia intromisión castrense, que se convierta en normal lo que es 
anormal. Todo ello nos interpela a una reflexión y autocrítica como 
Concertación que, a pesar de ser ineludible, se esquiva insistentemente. 
Sin embargo, el propio ex-presidente Patricio Aylwin ha debido asumir 


98 


este desafío al reflexionar en la entrevista ya citada, en los siguientes 
términos: "...de hecho estamos viviendo otra dictadura, la del poder 
económico, la dictadura de los grandes poderes financieros globalizados", 
registrando en sus juicios un estado de ánimo que va más allá de su per- 
sona: ”...no puedo ocultar que esto me produce impotencia y hasta 
desesperación; y siento que falta la voluntad de formar equipos que 
elaboren un proyecto de sociedad o un plan para superar esta etapa". 
Ojalá que los flamantes "modernizadores" de hoy no digan ahora que el 
ex-Presidente Aylwin se ha pasado al campo del izquierdismo o de la 
ortodoxia. l 

En otras palabras, es en el terreno de la lucha de ideas donde se ha 
producido un retroceso incalculable para las fuerzas democráticas. Es allí 
donde la Concertación se ha quedado sin iniciativa y sin capacidad de 
respuesta, adoptando una sensatez que se ha convertido en resignación. 

Adquirir certificado de buena conducta y ganar los elogios del 
adversario puede costar demasiado caro. Algunos concertacionistas 
mantienen el título pero han dejado de serlo. Para que ello no ocurra hay 
que evitar asumir las nociones, categorías y conceptos ajenos. Tantas buenas 
maneras, tanta sofisticación será a la larga resignarse a jugar en cancha 
ajena. Las nuevas nociones y los nuevos estilos para ser valederos y fecundos 
deben fundamentarse en la realidad cotidiana del país y en las demandas 
mayoritarias e inaplazables de progreso social que fluyen y se manifiestan 
en nuestra sociedad. 

En democracia la gobernabilidad emana del ejercicio de la soberanía 
popular. La estabilidad, del pleno respeto a la libertades de los ciudadanos. 
Los consensos, de la integración social y la reivindicación de los intereses 
sociales mayoritarios. Una cultura democrática florece en la diversidad y 
el pluralismo, comprende y asume que ahora la costumbre de evitar los 
conflictos y la divergencia retarda cambios imperiosos, marchita los 
movimientos sociales, desperdicia preciosas energías sociales y se desplaza 
hacia un pragmatismo infecundo. Peor aún, puede coincidir peligrosamente 
con la amnesia social, que acomoda a quienes se coludieron con la dictadura 
y gozan hoy de las ventajas de haber tenido una conducta de total 
obsecuencia frente al despotismo neoliberal. 

El conformismo dilapida la mística, los sueños, las aspiraciones 
transformadoras. El conformismo, que se ha convertido en 
autocomplacencia, conduce hacia un tipo de país con su moral desgastada, 
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con una modernización sin alma. Para que ésta resurja, la presencia popu- 
lar y el espíritu creador de millones de personas es un requisito fundamen- 
tal. Para lograr que los afectos sustituyan al cinismo y la amistad cívica sea 
preeminente, derrotando la ambigiiedad y la hipocresía de un equívoco 
realismo, que ya no tiene convicciones. 
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IV. Derechos humanos, estabilidad 
y razón de Estado 


La dictadura de Pinochet fue el más implacable y sistemático período 
de desconocimiento de los derechos esenciales de la persona humana. 

En las primeras horas posteriores a su instalación en el poder, 
azuzados por la necesidad de consumar la traición y bajo el temor que la 
tradición republicana de Chile generara las condiciones de un imprevisto 
fracaso de la conspiración golpista, los conjurados no trepidaron en hacer 
uso de todos los instrumentos y medios a su alcance para liquidar cualquier 
asomo de resistencia y ahogar de inmediato los intentos de restauración 
democrática. 

Partieron bombardeando el palacio presidencial y saturaron de tropas 
enceguecidas las barriadas populares, tomando por asalto las fábricas y 
poblaciones. Ocuparon militarmente cuanto tenían que ocupar, con el 
propósito de garantizar por su miedo y para su propia seguridad y no por 
necesidad militar, que desde las comunas periféricas de las principales 
ciudades y las zonas rurales más organizadas, no existiera ninguna 
capacidad de sobreponerse al impacto de la embestida armada que 
desplomaba las instituciones democráticas del país. 

Requisito de todo ello, cual reverso de la cara de una moneda, fue el 
atropello despiadado del ser humano. Este ingrediente constitutivo de la 
dictadura, se perfeccionó, agudizó y persistió en el curso del tiempo, como 
aspecto esencial de su afán de perpetuación en el poder. La excusa de que 
tales acciones sistemáticas y sostenidas fueron "excesos", es una justificación 
pueril o un afán ridículo, grotesco y cínico. Del mismo modo, el argumento 
más sofisticado en el sentido que esas aberraciones fueron el costo de la 
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modernización que habría de llevar a cabo el régimen militar, no puede 
desprenderse de su origen claramente atentatorio del sentido común. 

En primer lugar, nada puede justificar los crímenes de lesa 
humanidad. Esa es la principal lección extraída por la humanidad luego 
de las terribles experiencias que han estremecido el siglo XX. En segundo 
lugar, los golpistas no tenían plan de modernización alguno; luego de años 
de pugnas internas lo tomaron de los "Chicago boys". En tercer lugar, no 
hay reestructuración económica que se pueda justificar ética y políticamente 
si ella se traga literalmente la vida de miles de personas, o si persigue, 
encarcela o tortura a decenas de miles más, y se genera una diáspora de 
millones de personas empujadas al exilio interno o externo, al aplicarse 
con mano de hierro un "modelo" fuera del interés socialmente mayoritario, 
excluyente y depredador. 

El mando castrense prohijó, es decir, toleró y patrocinó, el horror 
más tremendo y conmovedor. El aplastamiento de la oposición política 
por medio de la extensión del miedo a toda la sociedad, a través 
especialmente de la siniestra técnica de la desaparición física de los 
opositores apresados, le era enteramente conocida; más aún, se ejecutó 
con sus órdenes y bajo su expresa autorización. Tanto es así que existe el 
testimonio confiable e indesmentido de sobrevivientes del centro de 
detención y posterior desaparición física, conocida como "Villa Grimaldi”, 
hoy el "Parque por la paz", que comprobaron que sus propias raciones de 
alimentación diaria, estando apresados y sometidos a feroces torturas, 
eran trasladadas desde el propio edificio Diego Portales, donde tenía su 
sede la Junta Militar, y la cúpula estatal terrorista se solazaba de la 
impunidad que la protegía. 

El mando militar convivió con el horror. No cabe duda alguna. Parte 
de los detenidos eran sobrealimentados para resistir los tormentos y 
maltratos, recibiendo, desde el centro mismo del poder dictatorial, los 
estímulos energéticos y calóricos que sádicamente alargaban sus vidas y 
sus penurias. 

Pensando en su total impunidad, obnubilados por el uso sin 
contrapeso del monopolio de la fuerza, obsesionados con una imaginaria 
guerra antisubversiva, el terrorismo de Estado llegó a extremos imposibles 
de imaginar antes del golpe militar. Tanto como organizar el asesinato de 
un ex-Comandante en Jefe del propio Ejército de Chile, el general Carlos 
Prats. 
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Por esa y no por otra razón, por ningún afán revanchista, sino ante esta 
incuestionable realidad, por la expresión porfiada e inextinguible de hechos 
que no se pueden borrar ni desconocer, el tema de los derechos humanos se 
constituyó en requisito inesquivable de la acción política del nuevo régimen 
democrático, desde que se instaló el gobierno civil en La Moneda en 1990. 

Desde que el Presidente Patricio Aylwin recién asumido se reunió 
con sus partidarios en el Estadio Nacional, para honrar no sólo su asunción 
a la primera magistratura de la nación, sino para rendir homenaje a los allí 
humillados, golpeados o asesinados, cuando el principal coliseo deportivo 
del país fue convertido en campo de concentración, desde la raíz del proceso 
democrático se encontraban las víctimas y la necesidad de justicia 
golpeando en las puertas y ventanas de la transición. 

Al momento de asumir sus funciones el Ministro de Justicia, Fran- 
cisco Cumplido, el tema de los derechos humanos adquirió la consistencia 
inagotable de los grandes dilemas de la conciencia moral de la nación. Tuvo 
como primera y esencial tarea la elaboración de los cuerpos legislativos, 
que luego de aprobados en el Congreso Nacional, permitieran la libertad 
de los presos políticos, heredados de la dictadura, siendo su puesta en 
libertad, el primer desafío legal, moral y práctico a la vez para la transición 
democrática en su conjunto. 

En los primeros meses de su mandato, el nuevo Presidente de la 
República hubo de diseñar y realizar una iniciativa que con todo el peso y 
la legitimidad del recién instalado gobierno, fuera un avance sustantivo 
hacia el reencuentro nacional sobre la base de la verdad, la justicia y la 
reparación histórica de las víctimas. El establecimiento veraz de los hechos, 
y la búsqueda difícil, prudente pero inesquivable de sanción social a las 
atrocidades cometidas, era una base esencial de cualquier camino que se 
propusiera al país. El cumplimiento de esa misión relevante para la memo- 
ria histórica y la conciencia moral de la nación le correspondió a la Comisión 
Nacional de Verdad y Reconciliación, cuya denominación histórica pasó a 
ser la de Comisión Rettig, como constatación de la labor señera realizada 
por su Presidente, el ex-senador Raúl Rettig. 

Sus conclusiones han tenido un efecto cuyo impacto histórico es in- 
calculable. Estableció una verdad histórica incontrovertible. Gracias a su 
trabajo pudo el Presidente de la República, en su condición de Jefe de Estado, 
pedir perdón a las víctimas y a todo Chile por los dolores sufridos por la 


acción terrorista de agentes del Estado. 
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Confirmada la dimensión, magnitud y alcance del atropello sufrido 
por la persona humana en 17 años, a lo largo de toda esta década el tema 
de los derechos humanos se ha situado en un lugar preeminente de la 
situación nacional. 

A pesar de que personeros de derecha como Pablo Longueira llegaron 
a afirmar hace poco tiempo que ese tema no interesaba más que al 2% de 
los chilenos, el volumen y profundidad de las violaciones a los derechos 
humanos sigue reclamando de la sociedad chilena una atención de fondo 
que hasta ahora artificialmente se ha soslayado. Muchos pensaron que el 
paso del tiempo por sí solo iba a cerrar las heridas. Que se iba a imponer el 
olvido y tras el olvido la impunidad. No ha ocurrido así. La ausencia de 
justicia, lejos de mitigar, acentúa el dolor. La derecha creyó que la historia 
era posible de borrar. Se equivocó rotundamente. 

Ante la evidencia que la amnesia no cubre lo que ellos desearon, y 
debido al arresto de Pinochet en Londres, algunos dirigentes de la derecha 
han debido pensar o, mejor dicho, la situación les ha obligado a constatar, 
que se han equivocado, que han errado el camino, que han hecho un mal 

| diagnóstico del país. Las personas pueden responder a un encuestador o 
encuestadora, como es lógico que lo hagan, que su preocupación inmediata 

| son sus problemas cotidianos y concretos. Pero tal respuesta no suprime, 

| ni podría hacerlo, el trasfondo moral de la conciencia de la nación, donde 

| se ha instalado la convicción de que bajo la dictadura el ser humano fue 
desconocido en sus derechos esenciales. La despedida sin precedente del 

| Cardenal Raúl Silva Henríquez así lo demuestra. Nunca la demanda de 
justicia fue tan potente y universal en Chile. La conciencia del valor de los 
Derechos Humanos llegó a su máxima expresión. 

Para la derecha y para los propios uniformados, la impunidad se 
transformó en un boomerang, porque no ocurrió lo que pensaron: que el 
tiempo haría que estos sucesos terribles se olvidaran. La derecha paga el 
doble costo; ya que no se impuso el olvido, y la impunidad reemerge 
golpeando porfiadamente la conciencia nacional; paga el costo además, 
porque sin el reconocimiento de los hechos, sin asumir la verdad, aunque 
duela, jamás se podrán desprender de un peso de plomo sobre sus espaldas, 
reproduciendo incesantemente su deslegitimación como opción democrática. 
No obstante, sin aprender las lecciones de nuestra dolorosa experiencia, la 
derecha prosigue intentando una “solución”, que signifique una escapada 
milagrosa de un callejón que sin verdad y sin justicia no tiene salida. 
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No es de extrañar entonces que en estos años, en varias ocasiones, el 
tema de los derechos humanos se haya situado en el vértice de la 
preocupación política nacional, y no se retirará mientras sus responsables 
se oculten y se intente, sin éxito alguno, desconocer la magnitud de lo 
acontecido y escamotear la acción de la justicia. 

La primera tentativa de acuerdo "global", se sitúa muy próxima a la 
llegada de la Concertación al gobierno, coincidiendo con la discusión y 
trámite de las llamadas "Leyes Cumplido". Tanto las fuerzas agrupadas en 
la alianza gubernativa como las de oposición de derecha, estuvieron 
contestes, en el curso del primer semestre del año 90, que las cárceles no 
podían seguir ocupadas por personas que habían luchado por la 
recuperación de la democracia. El propio Ejército, no obstante su resistencia, 
no pudo impedirlo. Fue en ese contexto, a la altura de mayo-junio de 1990 
en la sede del Congreso Nacional, en el seno de la Comisión de Legislación, 
Constitución y Justicia de la Cámara de Diputados, que surgió la idea de 
un "acuerdo marco", es decir, una determinada "fórmula", ansiosamente 
buscada en estos años, cuyo contenido era la confección y aprobación de 
un cuerpo legal que posibilitara la libertad de los presos políticos, 
pertenecientes a la oposición de izquierda a la dictadura, así como el no 
encarcelamiento de los militares comprometidos en procesos criminales, 
principalmente por la desaparición de personas detenidas bajo el régimen 
militar. Se buscaba, además, "agilizar" el cierre de los procesos judiciales 
originados por esa práctica siniestra. 

Hubo quienes, entre los que me cuento, rechazamos tal propuesta, 
no sólo por homologar a víctimas y victimarios, a perseguidores y 
perseguidos, sino por constituir en los hechos una segunda ley de amnistía, 
ahora en la transición democrática, que hacía cómplices a los demócratas 
recién llegados al gobierno, del porfiado objetivo de impunidad del 
pinochetismo. 

En la derecha política hubo dudas, algunas personas lúcidas en su 
interior pensaron que tal propósito era insano e inviable por sus efectos en 
la convivencia nacional; otras, "ultras" irreductibles, estuvieron en contra 
por su extrema obcecación y odiosidad hacia los presos políticos. Sin em- 
bargo, lo singular y lamentable fue que en la Concertación, en sus recién 
constituidas bancadas parlamentarias, hubo quienes se tentaron con la idea 
de una "solución final”, de un golpe maestro, que catapultara a sus autores 
al "estrellato" de las nuevas figuras políticas de la transición. En pocos meses 
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de vida democrática ya pesaba demasiado la búsqueda del éxito fácil, la 
superficialidad y la incapacidad de hacerse cargo de los procesos de fondo. 
En este caso concreto, la ausencia de verdad y justicia en el tema de los 
derechos humanos. 

Su inconsistencia e improvisación colapsaron la idea. El llamado 
"acuerdo marco" no se concretó, pero se volvería a presentar tiempo después, 
con nuevos ropajes pero bajo el mismo propósito. 

La segunda oportunidad aconteció bajo los efectos de la asonada 
militar denominada "boinazo", a mediados de 1993. Buscando una salida 
a la presión castrense, originada por el malestar provocado en los 
uniformados por la presentación ante los Tribunales de Justicia de 
oficiales de alta graduación para responder en centenares de procesos 
judiciales, especialmente referidos a los detenidos desaparecidos y, al 
mismo tiempo, por la incapacidad de resolver la demanda de las 
organizaciones de derechos humanos y, muy especialmente de la misma 
Agrupación de Detenidos Desaparecidos, en orden a lograr establecer 
siquiera el paradero de sus seres queridos, apresados y nunca más vistos 
luego de ser capturados por la Dina, fue que el ex-Presidente Patricio 
Aylwin envió una propuesta legislativa al Congreso Nacional, que 
fracasó luego de un arduo y áspero debate de aproximadamente dos 
meses. 

Su contenido apuntaba a la creación de diversos canales, 
jurídicamente válidos, para la entrega de la información que permitiera 
acceder a la verdad sobre lo acontecido con los detenidos desaparecidos. 
Quienes tuvieran y entregaran dicha información, podrían acogerse a una 
serie de privilegios procesales que les permitirían el anonimato y ninguna 
sanción penal, pero estarían obligados a entregar antecedentes veraces, que 
esclarecieran qué había ocurrido, cómo se había terminado con la vida de 
esos centenares de chilenas y chilenos, así como qué se había hecho con sus 
restos. El cuerpo legal se articulaba sobre la idea dramática de alcanzar la 
verdad como una reparación y un acto necesario para superar en parte el 
dolor, sin justicia penal para los autores de los crímenes que colaboraran 
con ese propósito. En el trámite legislativo, la derecha levantó su tantas 
veces reiterada propuesta de "ley de punto final”, exigiendo término en el 
tiempo para el sobreseimiento definitivo de las causas pendientes, aun 
cuando no se lograran los objetivos inspiradores de la iniciativa de la 
propuesta de ley. 
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Tal pretensión negaba las intenciones originales del proyecto. Con 
las enmiendas introducidas, pasado un tiempo, en cualquier caso, se 
cerrarían los procesos. Es obvio que tal "solución" conduce a que nadie 
entregue ninguna información y se llegue a un callejón sin salida, sin verdad 
y sin justicia. Apoyándose en el afán sincero de reconciliación del gobierno 
y de la Concertación, la derecha intentó agregar una trinchera más, a las 
que ya tenía, para garantizar la impunidad que le es exigida desde las filas 
pinochetistas. Este indisimulado propósito generó la más fuerte 
discrepancia en cuatro años, del Partido Socialista con el gobierno del 
Presidente Aylwin. Su bancada de diputados votó en contra del proyecto, 
y por la vía de retirarle la urgencia la propuesta fue retirada por el gobierno 
del trámite legislativo. 

Episodio similar tuvo lugar en la segunda parte del año 95, en medio 
de las turbulencias generadas por la condena de Manuel Contreras por el 
crimen de Orlando Letelier en Washington. Durante varios meses el reo 
condenado en última instancia por la Corte Suprema de Justicia, se parapetó 
en su propiedad del sur de Chile, con la excusa de su salud personal y con 
la anuencia oficiosa pero efectiva del Jefe del Ejército. Luego en un operativo 
castrense de público y evidente desacato a la Justicia, fue internado en el 
Hospital de la Base Naval de Talcahuano, en una prueba de fuerza que se 
alargó durante casi medio año. Allí nuevamente se generó, a raíz de estos 
hechos contingentes, la "urgencia" de resolver definitivamente el tema de 
los derechos humanos. Como ya se ha dicho, el procedimiento fue similar 
al empleado el año 93. Se envió al Congreso Nacional una propuesta que, 
si bien no aspiraba a la sanción penal de los autores involucrados, se fundaba 
en una extensa elaboración jurídica que alentaba a todos aquellos que 
pudieran entregar la verdad, lo hicieran sin el temor a su propio juicio y 
encausamiento legal. La derecha volvió a tener la misma actitud. A buscar 
el pronto cierre de los procesos y a incorporar procedimientos que obligaren 
a los jueces a cerrar los procesos sin verdad y sin justicia. En las 
negociaciones cursadas entre gobierno y oposición, se aceptaron las 
indicaciones presentadas por esta última, conocidas como indicaciones 
"Figueroa-Otero" y nuevamente el Partido Socialista las tuvo que rechazar, 
generándose un conflicto de graves proporciones en el seno de la coalición 
gubernativa. 

De estos acontecimientos es posible sacar una lección muy clara: el _— 
tema de los derechos humanos no tiene "solución" como la que piden los 


107 


3 


implicados castrenses. Mientras la derecha entienda por solución sólo 
aquello que le importa, es decir, la impunidad para los comprometidos en 
crímenes de lesa humanidad, permanecerá atada a fronteras éticas 
insalvables para los demócratas de este país. 

Como la historia no es rectilínea, con el curso del tiempo su silencio 
cómplice se ha tornado para la derecha en un peso inescapable. El paso de 
los años no tapó ni borró los crímenes. Ahora la derecha asume el doble 
costo, el de su silencio cómplice y el de su incapacidad de enfrentar los 
hechos históricos, cuya consecuencia le conduce a negar el acceso a la verdad 
y la justicia. 

Muchos no han aprendido de estos diez años, y de tiempo en tiempo, 
rehacen propuestas "milagrosas" tratando de llegar a la tan añorada 
"solución final". Pero, al igual que en el llamado "acuerdo marco" de 1990, 
están ausentes de esas propuestas las demandas básicas de verdad y justicia. 
Quienes pretenden imponer una amnesia histórica, presionan a las víctimas 
para que se resignen a la impunidad enrostrándole la demanda de verdad 
y justicia como "odiosidades” del pasado. Sin embargo, tales 
"reconciliadores” poco o nada hacen para que en el seno del Ejército se 
cambie la actitud mantenida hasta hoy, y se entregue la información que 
permita saber qué pasó con los detenidos desaparecidos y sea posible la 
acción de la justicia. Aquí radica la esencia de la cuestión. Mientras, 
institucionalmente se elude la respuesta, que no puede provenir sino de 
los uniformados, será imposible avanzar en la superación de los desgarros 
más profundos que palpitan en el alma nacional. 

A la postre, la impunidad será un "boomerang” para sus propios 
autores. Algún día deberán asumir su responsabilidad y enfrentar su 
vergüenza. 

Hecho íntimamente vinculado a las circunstancias anteriores, la 
acusación constitucional contra Pinochet, encabezada por un grupo de 
diputados de la Democracia Cristiana en marzo de 1998, así como el 
conjunto de hechos provocados en torno al arresto del ex-dictador en 
Londres, han desnudado la contradictoria realidad moral e institucional 
de la transición. 

Desde el informe Rettig se ha instalado una verdad histórica irre- 
futable, los derechos humanos fueron violados masiva y sistemáticamente 
bajo el régimen militar. Los organismos represivos se enfrascaron a fondo 
en un sistema represivo que les hizo ejecutores de violentas y repugnantes 
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acciones de terrorismo de Estado. Esta realidad incontrovertible irrita al 
mando militar, pues pulveriza la pretensión de presentar la "obra" del 
régimen dictatorial como una gigantesca y "noble" tarea modernizadora, 
cuyos alcances harían de Pinochet un segundo padre de la Patria. Lejos 
de asumir la realidad, es decir, reconocer los hechos, arrepentirse cada 
cual y solicitar institucionalmente perdón a la sociedad chilena, las cúpulas 
castrenses sólo saben que no pueden considerarse "salvadores" de la patria 
quienes sometieron a su propio pueblo a un sistema indigno y humillante. 
Por ello, han vuelto a reiterar en medio de los efectos político- 
institucionales del arresto y juicio a Pinochet en Londres, que no le deben 
pedir perdón a nadie. 

Ello explica que en todas las ocasiones en que el tema de los derechos 
humanos ha logrado llegar al "área" de la justicia, la presión y la amenaza 
se han hecho sentir en toda su crudeza. Recuerdo claramente que en las 
largas reuniones sostenidas entre el equipo ministerial político del 
Presidente de la República y los presidentes de partidos de la Concertación, 
con ocasión del caso Letelier y la condena de Manuel Contreras, la 
interlocución civil con el mando castrense acusaba en su extrema tensión 
síquica y política la presencia del chantaje directo o indirecto. Aún más, en 
una de esas sesiones nocturnas en julio de ese año, en la casa del titular del 
Interior, el Ministro Pérez Yoma, quien se desempeñó en la cartera de 
Defensa, se hizo enteramente responsable de afirmar ante esa instancia 
que tenía la obligación de entender las expresiones de sus reuniones con 
Pinochet como una clara amenaza a la estabilidad institucional del país. 

En el mismo sentido, las revelaciones obtenidas por la investigación 
de la Comisión de la Cámara de Diputados que trató la Acusación 
Constitucional contra Pinochet, en marzo de 1998, no hizo más que 
confirmar las sospechas fundadas que la política de los consensos, devenida 
en política versallesca, sirvió de escenario propicio para que el alto mando 
militar hiciera uso de tales franquicias palaciegas y abandonara el terreno 
del irrestricto respeto profesional a la institucionalidad vigente, para 
internarse derechamente en el campo de la intervención política. El 
intercambio de las llamadas "pautas" entre el vocero del gobierno Enrique 
Correa y el representante del ex-dictador, Jorge Ballerino, son una manifiesta 
y patente irregularidad, explicable sólo como parte del proceso de confusión 
y repliegue, ocurrido en un alto nivel de la autoridad civil, que inmovilizada 
por la proliferación de inexactas e infundadas exaltaciones hacia la 
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moderación o sagacidad de sus "operadores", se dejó arrastrar a un terreno 
enteramente inaceptable, de medición de astucias entre cuatro paredes, 
poniendo en juego su propia autoridad constitucional. 

En este conflicto de "desacato regulado", los militares demostraron 
que 17 años en el poder desarrollaron sus habilidades para las intrigas y la 
manipulación informativa. Se hizo común que Pinochet y su "corte" de 
asesores hayan especulado reiteradas veces con la amenaza a la estabilidad 
democrática y presentado la sombra protectora del secreto y la reserva como 
razón de Estado, para dotar de seudo-legitimidad a sus reiterados afanes 
autoritarios e injerencistas. La autoridad civil, empujada a un escenario sin 
trasparencia, no podía sino ver mermada su propia autoridad y capacidad 
de acción. 

La marcha del país ha confirmado que los derechos humanos son un 

r bien irrenunciable para una sociedad democrática. Que la mejor reparación 
moral a la víctimas, es incorporar en la memoria histórica de la nación la 
convicción que los atropellos y atrocidades cometidos en personas 
indefensas nunca deben repetirse. Asimismo, ha quedado claro que la 
verdad y la justicia no son adversarias de la estabilidad democrática. Por el 
contrario, el Informe Rettig en su aporte sustantivo a la verdad, así como la 
condena de Manuel Contreras, y la de los ejecutores del triple degollamiento 
en 1985 de los tres profesionales del Partido Comunista, y, ahora, las 
primeras órdenes de detención y encarcelamiento a los ejecutores de la 
"operación Albania", ratifican que la Justicia es un bien que contribuye a 
una democracia sana y que es la impunidad la fuente de inestabilidad. 
Para una sociedad democrática es muy peligroso que exista un poder 
paralelo, armado, protegido por actores anónimos, que se burle sistemática 
y permanentemente de la autoridad civil, en especial, de los tribunales de 
justicia, por su incapacidad para sancionar delitos atroces. 

Así también, la ausencia de fuerza o voluntad en el ámbito 
gubernamental, para llevar estos actores a la justicia no puede ni debe 
justificarse con la excusa de la "razón de Estado". El largo período de con- 
trol del poder, como ya se ha dicho, dio a los militares una dilatada 
experiencia en la materia. Estos años con toda su gama de circunstancias 
diversas, tensiones, avances y retrocesos indican que las fuerzas 
democráticas no tienen otra fuerza que no sea el respaldo ciudadano y las 
convicciones democráticas de la mayoría. Es decir, las voluntades 
democráticas, y el malestar y cansancio de la sociedad con los abusos de 
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aquellos que reiteradamente "se salen de madre" para imponer su voluntad 
y determinar ilegítimamente la marcha del país. 1 

La autoridad civil se debilita cuando se enreda en las trampas y 
astucias de los juegos de fuerza entre cuatro paredes. Es lo que ha pasado a 
lo largo del "caso Pinochet". Los fácticos organizados en esta como en otras 
ocasiones como un verdadero Estado invisible, depositan en el gobierno la 
responsabilidad de salvar a su caudillo que, con su habitual contumacia, 
culpa a la democracia y al "comunismo", por separado o a ambos al mismo 
tiempo, según le convenga, de su detención, que no es sino el resultado de 
un viaje o aventura personal. Cuánto desgaste político y moral no ha tenido 
el gobierno en este tema. Cuántas dificultades no se han debido vivir en el 
seno de la coalición, como resultado de una práctica errada, la de aceptar 
un intervencionismo castrense impropio de un Estado de derecho 
democrático. El costo para Chile es incalculable. Por ello, un mínimo de 
honestidad, que la nación debe exigir de los uniformados, quienes existen 
para su defensa, es lucidez y coherencia para advertir cuando intereses 
subalternos arrastran al país a costos mayores. En este caso, la idolatría 
hacia Pinochet conlleva una conducta que lesiona al país, en sus vínculos 
externos y en su cohesión interna a un grado incalculable. 

Todas las evidencias muestran sin asomo de duda, que desconocer 
que la transición tiene una deuda profunda en el ámbito de los Derechos 
Humanos es tratar de tapar el sol con un dedo. Es un ejercicio inoficioso y 
francamente estéril. El tema de los derechos humanos no se puede "re- 
solver" si se pretende soslayar la verdad y la justicia. Así como no hay otro 
camino hacia la consolidación de la estabilidad democrática, que no sea el 
de la afirmación de la autoridad civil. Cuando su fuerza no tiene otro 
fundamento que no sea la legitimidad de su origen, la transparencia de sus 
actos y el interés nacional como razón inequívoca, resulta absurdo y 
contraproducente dar pie para que aquellos que tienen sólo la fuerza bruta 
oculten su conducta desestabilizadora en absurdas excusas presentadas 
como "razón de Estado". En Chile es sabido que en el período más “duro” | 
de la Dina, Manuel Contreras, que era su jefe inmediato, entregaba un 
informe diario, personal y directo a Pinochet. 

Cometer el error garrafal e histórico de argumentar a favor de Pinochet 
aceptando la llamada inmunidad de ex-jefe de Estado como "un aspecto" de 
la inmunidad soberana del Estado, con el propósito de lograr el término de 
su detención en Londres, muestra cómo se puede configurar una situación 
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en que se pierde de vista toda proporción de los hechos para salir del paso a 
un problema, incidente o circunstancia, que puede ser sumamente delicado 
y grave, pero que nunca podría excusar el hecho de aceptar que su condición, 
por cierto ilegítima, de jefe del Estado dictatorial, dejara fuera del alcance de 
la justicia a quien orientaba, inspiraba, autorizaba e incluso probablemente 
dirigía personalmente, los organismos represivos en el período de mayor 
desenfreno del terrorismo de Estado. En Chile es sabido que en el período 
más “duro” de la DINA, Manuel Contreras, que era sujefe inmediato, entregaba 
informes diarios, personales y directos a Pinochet. 

El encierro en la cápsula de los forcejeos en la cúspide del poder, es 
capaz de generar una deformación y distorsión tan tremenda, garrafalmente 
equívoca en una situación concreta. Quienes replican que nos "ahogamos 
en un vaso de agua" deberán reflexionar, ante el peso de los hechos y los 
dramas históricos más estremecedores, que indican que no hay peor poder 
despótico que aquel que se sabe impune. En la necesidad de justicia se 
entrelazan y confunden la ética y la política, propósitos, objetivos y 
aspiraciones subjetivas, presente y futuro, de forma tan abigarrada que 
son decisivos para el porvenir de una sociedad. En tales disyuntivas el 
compromiso ético nunca será una carga estéril; por el contrario, es muy 
probable que en tales circunstancias, ese compromiso resulte fundamental 
para salvaguardar, más allá de la situación concreta de los actores 
involucrados, los intereses históricos de la nación. 

Un tema básico de toda democracia es la preeminencia en el Estado 
de las autoridades elegidas a través del voto ciudadano. En el ejercicio de 
su condición de tales, más aún si se trata de un país como el nuestro que va 
saliendo de una larga dictadura, ocurrirá que ese esfuerzo se verá 
necesariamente entrabado por quienes no tienen autoridad legítima ni 
respaldo popular, pero sí tienen un fuerte "poder", capaz de entorpecer o 
hacer fracasar las tareas de las propias autoridades democráticas. Sobre 
esa materia en Chile tenemos el verdadero "Estado invisible" o los 
denominados como "poderes fácticos", que hemos reseñado en las páginas 
anteriores. 

Tal realidad, de injerencia, presión y chantaje, explica la extensión que 
ha alcanzado no sólo el término sino que el uso y gravitación en la realidad 
política diaria del concepto de la "razón de Estado". Esto no significa otra cosa 
que la adopción de determinaciones, decisiones o políticas cuyas verdaderas 
causas o razones deben quedar en un estricto secreto. 
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En efecto, dentro de las nociones más mistificadas de esta "nueva 
etapa de la República” se han incorporado estas palabras llegando a cobrar 
un alcance misterioso, casi mágico, portador de un conocimiento, 
circunstancia o situación que no es alcanzable por todos los ciudadanos, 
sino que sólo por algunos; por cierto, aquellos capaces de elevarse a la 
comprensión de esta nueva categoría que por su trascendencia puede ser 
compartida sólo por algunos. Siglos atrás, la "razón de Estado" surgió para 
excusar a los autócratas de las conductas aberrantes cometidas en el seno 
de sus monarquías o regímenes despóticos. No es ni podría ser un criterio 
o principio democrático. Por el contrario, contraviene normas básicas de 
un régimen político con separación de poderes, transparencia y libertades 
públicas. Más aún, en un régimen político fuertemente presidencialista 
como el chileno, resulta paradojal que ambos Presidentes de la República, 
en el curso de la transición, hayan debido tomar decisiones en tal sentido, 
haciendo evidente con ello que a pesar del peso enorme de la autoridad 
presidencial, ella se ve limitada por barreras invisibles. 

En nuestra evolución reciente, la reiterada apelación a la "razón de 
Estado" se ha usado para legitimar actos gubernativos altamente polémicos, 
así como para "ordenar" desde arriba, de manera claramente autoritaria el 
comportamiento de la sociedad. Ello no hace más que poner 
dramáticamente de manifiesto el peso que tiene en la marcha del país el 
conservadurismo de viejo cuño, aquel que concibe la democracia como un 
sistema político en el cual las decisiones preeminentes y esenciales no 
corresponden a la soberanía popular, constituida por los ciudadanos 
partícipes de un proyecto de país, sino que radican en aquel núcleo 
dominante debidamente instruido e informado, cuyo "poder" ideológico y 
fáctico le otorga tal condición. 

La razón de Estado conlleva la ejecución de un acto secreto, más aún, 
no tendría objeto, desaparecería su sentido mismo si se tratara de un acto 
que puede ser compartido y respaldado por la mayoría ciudadana. Por 
ello, no cabe duda que el concepto en sí mismo, y su aplicación, se refiere a 
una conducta que es impuesta por alguien o algo que tiene tanto "poder" 
que es capaz de imponer su voluntad, haciendo empleo de la amenaza del 
uso de la fuerza. Al mismo tiempo, se entronca con el agudo proceso de 
privatización de las decisiones públicas que ha tenido lugar en Chile en los 
últimos 25 años. En cada caso que se aplique o se impongan determinaciones 
reservadas sólo a unos pocos, aparecerá ante millones de ciudadanos la 
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realidad de un sistema institucional en que la política, en cuanto expresión 
del más auténtico interés nacional, está relegada a un segundo o tercer 
lugar, expropiada en parte de sus misiones esenciales, por una minoría 
que manda y decide lo que se hace y lo que no se hace. Por ello, para superar 
esta situación, el régimen democrático viene a constituirse en la práctica, 
en un largo camino de sucesivos avances de los intereses de la mayoría, 
desplazando y resituando hacia niveles crecientes de equidad el 
desproporcionado poder y riqueza de la minoría. 

La razón de Estado es una decisión que, aunque las circunstancias la 
hagan justificada, conlleva la realización de un acto hermético pero dudoso, 
difuso, discutible y cuestionable. La causa es simple, el país toma nota y es 
informado que se decidió "algo" que era supuestamente necesario, pero que 
no podía ser ni asumido ni compartido por la mayoría. De "algo" que no 
podía ni debía ser "público". Por tanto, se trata de "algo" reprobable que 
"alguien cometió", muy probablemente imperdonable, para lo cual se convoca 
e interpela al ciudadano a que haga un acto de fe, por cierto, no con lo que 
está detrás de la decisión de Estado (con lo que no se conoce) sino que con la 
legitimidad de la autoridad o persona, que por razones "superiores", 
adivinables pero no explicitables, tuvo que tomar tal decisión. Se pide 
confianza hacia quien asume el costo de la decisión, pero no hacia la decisión 
misma. 

En el reciente "caso Pinochet" hemos leído articulistas que asocian la 
práctica de la razón de Estado a la mantención del equilibrio propio que debiese 
existir en un Estado de Derecho democrático. Lamentablemente, no es esa 
nuestra realidad. No se trata del respeto entre poderes democráticos legítimos. 
Se trata de la persistencia de los enclaves autoritarios que fueron hechos para 
desconocer la voluntad ciudadana y limitar la democracia. 

Tratándose de la herencia de la dictadura, no de conflictos con países 
vecinos u otros sucesos que hacen que surja tradicionalmente la presencia 
de la "razón de Estado" en Chile, su puesta en escena se asocia 
automáticamente a la convicción de la mayoría que se están perdonando 
actos, hechos o conductas que han sido ejecutados o que comprometen alo 
los beneficiados en gravísimas violaciones a los derechos humanos o en 
condenables actos de corrupción. 

La práctica de la "Razón de Estado" se torna especialmente riesgosa 
para el ejercicio de los derechos democráticos de las personas, cuando está 
precedida y rodeada de la exaltación desmedida e intencionada de los 
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personeros que asumen la responsabilidad de tomar tales decisiones, 
secretas y apartadas del ciudadano común. En una atmósfera político- 
comunicacional, en que se entrelazan las presiones y las amenazas con las 
lisonjas y gratificaciones verbales, provenientes de los mismos que desde 
la sombra chantajean al poder civil, la alternativa de que dichos personeros 
pierdan de vista el sentido mismo de la acción política realizada desde el 
Estado se torna perfectamente posible. 

Es fácil que el operador de la "razón de Estado" se sienta parte de 
una gran causa, de una acción trascendente que lo envuelve y convoca, 
mucho más allá de lo que resulta permitido por los principios y valores 
políticos, que han llevado a que ese funcionario exista como autoridad. Se 
produce el divorcio entre el mandatario y sus mandantes. Pero, como la 
fuerza de los hechos es inexorable, esta pendiente, finalmente llega a un 
punto de no retorno, en que prevalece la intención y la voluntad del actor 
individual comprometido con la "razón de Estado", éste comienza a actuar 
y decidir sin apego a sus propios postulados fundacionales. Lo más 
peligroso es cuando se provoca una práctica en que el ejecutor carece de 
ética y valores, actuando sobre la base de "hechos consumados", detrás de 
los cuales surge la pretensión siempre dudosa y habitualmente fracasada, 
de un nuevo "príncipe", la emulación pedestre de Maquiavello. En tal caso, 
se llega al triste punto en que los hechos imponen la antigua idea que "el 
fin justifica los medios"; concretado ese momento, se rompe con la esencia 
misma de una política democrática, los valores y los ciudadanos son 
reemplazados por la búsqueda de arreglos sin trasparencia alguna. 

La persistencia en el curso de la transición de un "poder" paralelo al 
de las autoridades democráticas debía conducir fatalmente, como así 
ocurrió, a la existencia de conflictos y colisiones, en que actores de hechos 
ilegítimos han cuestionado y desobedecido la autoridad de personeros de 
Estado, dotados de poderes y atribuciones legítimas fundadas en el respaldo 
de la soberanía nacional expresada libremente, pero inermes ante la 
autonomización de los estamentos que monopolizan en el Estado nacional 
el uso y control de la fuerza. La paradoja de la situación ha radicado en que 
quienes, en este caso las autoridades democráticas, han sido cuestionadas 
o desobecidas de manera aberrante, como fuera el caso en las asonadas 
militares conocidas como "boinazo", "ejercicio de enlace" o el extenso 
capítulo previo al encarcelamiento del ex-jefe de la Dina Manuel Contreras, 
han debido simular e intencionalmente subvalorar (desperfilar, como se 
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dice ahora), esas actuaciones inconstitucionales o situaciones de fuerza en 
la idea o propósito de no acentuar ante el país su pérdida de autoridad e 
impotencia, frente al desacato de la fuerza radicada en el interior del Estado. 

Una más de las particularidades de la transición chilena ha sido ésta, 
que desobedientes y desobedecidos han debido literalmente "camuflar" sus 
respectivas conductas. Claro está, por razones contrarias pero enteramente 
coincidentes del punto de vista práctico. Los desobedientes para seguir 
parapetados en la impunidad de sus actos, los desobedecidos para preservar 
las formas mínimas que les permitan no cuestionar su propia autoridad 
ante el país y crear condiciones que les posibiliten ser respetados en 
circunstancias más favorables. 

Razón de Estado y secreto puede ser a la postre una mezcla fatal, 
la formalización del anti-estado, de una situación estratégicamente 
insostenible que de ninguna manera se enlaza o coincide con la 
consolidación democrática, sino que, en el mejor de los casos, signifique 
la prolongación de una transición de dos caras, de su carácter limitado 
y “protegido”. 

La consolidación democrática aconseja con urgencia que estos actos o 
decisiones desaparezcan del ejercicio político de las autoridades legítimas del 
país democrático. En tal sentido, afianzar el Estado de derecho democrático, 
ampliar la transparencia de los actos y conductas de las autoridades, reforzar 
o restablecer el prestigio del Parlamento y de la función fiscalizadora, reinstalar 
y abrir nuevos cauces a la participación ciudadana, constituyen un conjunto 
de orientaciones tendientes a lograr una sociedad liberada de la atmósfera de 
secreto y sospecha, de dudas y desconfianza, que mejor acomoda a los grupos 
de poder fáctico. 
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V. De la confrontación al entendimiento. 
La Concertación, un largo camino 


Los estremecedores acontecimientos del 11 de septiembre de 1973, 
fueron precipitados por una minoría convencida que el control total del 
poder era premisa y condición necesaria para la reconversión en sentido 
regresivo, desde sus mismos cimientos, de la nación chilena en su conjunto. 

Los militares, que cumplían una función esencial para acometer esta 
empresa, al poseer el monopolio de la fuerza armada convocada a liquidar 
cualquier oposición o resistencia, fueron "ganados" ideológicamente por 
su enfermizo e irracional "antimarxismo”, para hacer posible la 
implementación del experimento mesiánico, antidemocrático y antipopular 
a ser ejecutado costara lo que costara. 

Sin un programa de gobierno definido, pero dispuestos a "extirpar 
el cáncer marxista", los complotados se propusieron quedarse con el poder 
por un tiempo indefinido, sin control ni contrapeso alguno. Al respecto 
son conocidos los "desaires”, humillaciones o reprimendas a que fueron 
sometidas las figuras de la civilidad desplazada, en sus intentos de 
interlocución con la euforia castrense ascendida gracias al golpe de Estado. 
La otra parte era reprimida como nunca antes había ocurrido en Chile. 

No ha dejado de llamarme la atención que el historiador Gonzalo 
Vial, que fuera Ministro de Educación del régimen militar, haya subrayado 
que en la crisis de nuestra democracia tuvieron una fuerte responsabilidad 
las ideas o propuestas, que caracteriza como "planificaciones globales”, 
sostenidas por los partidos de la Unidad Popular y por la Democracia 
Cristiana. Lo que me llama la atención es que si aquello es cierto para las 
fuerzas progresistas de la época, lo es también, en un grado cualitativamente 
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superior, con el sello de la dictadura, para el conglomerado que se toma el 
L poder y en el cual Gonzalo Vial asumió posiciones dirigentes. 

El golpe inauguró la más radical y trágica "planificación global" de 
nuestra historia, implementada sin escrúpulos ni miramientos por la alianza 
neoliberal-castrense en la dirección del país. Los llamados "chicago boys", 
fanatizados en sus creencias ultraliberales y los mandos militares 
enceguecidos por la doctrina de la Seguridad Nacional, irrumpieron 
sedientos de poder, conscientes que aquella era la oportunidad que habían 
esperado muchos años, dispuestos a explotarla hasta las últimas 
consecuencias. 

Con su experiencia y lucidez, Radomiro Tomic, uno de los líderes 
históricos de la Democracia Cristiana y su candidato presidencial en 1970, 
lo había advertido sin éxito, en carta al diario El Mercurio el 31 de octubre 
de 1972, cuando el paro patronal de ese mes dejó entrever el rostro de una 
dictadura implacable, bajo la cubierta del conflicto político que crispaba la 
situación nacional: "Digámoslo brutalmente: si los acontecimientos llegaran 
a forzar la ruptura institucional, no habrá en Chile -jno podría haber!- ni 
Constitución, ni libertades democráticas, ni Congreso Nacional, ni 
elecciones, ni acusaciones constitucionales, ni fiscalización parlamentaria, 
ni diarios, ni radios, ni televisión libres para informar, ni "tomas" ni 
"retomas", ni algaradas en las calles para denostar al Gobierno o apoyarlo; 
ni organización sindical independiente, ni huelgas, ni conquistas sociales 
consagradas por las leyes. ¡Todo tendría que ser aventado por la necesidad 
de imponer al país la unidad, el orden y la disciplina social, bajo un puño 
de hierro! No se desgarra impunemente a un pueblo en dos mitades hos- 
tiles! Y nadie espere abatir por la fuerza a una de esas dos mitades, confiando 
retornar después "a la política como antes y a los negocios como antes". 

Así ocurrió dramáticamente. El golpe de Estado fue la entronización 
de un proyecto político que transformaba Chile en todo, pensado para 
sepultar su singular trayectoria histórica. Hacer, en realidad, otro país. No 
otra percepción podía fluir de la terminantes e inequívocas intervenciones, 
el mismo 11 de septiembre de 1973, de Leigh y Pinochet, a las que luego se 
sumó Merino. No es casual tampoco el auxilio legitimante que buscaron 
los golpistas en la figura de Diego Portales, obligados a remontarse a un 
pasada, tan remotísimo y discutible porque les fue imposible encontrar otro 
referente, antecedente o raíz en la historia de la República. Pronto, la llamada 
Declaración de Principios de la Junta Militar reflejó la configuración de 
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una ideología que justificaba todo el costo social que fuera necesario. De 
modo que la "planificación global" del pinochetismo fue el experimento 
societal más fieramente ejecutado, con la mayor frialdad y afán de 
perpetuación, así como la acción política más mesiánica y siniestra que 
grupo alguno haya realizado desde el Estado de Chile. 

En consecuencia, la conspiración que usurpó el poder en 1973 no 
tuvo como propósito un golpe de Estado para una dictadura "breve", como 
lo pudo pensar algún personero civil, sino impedir una solución política a 
la crisis nacional. Ese era el camino para resguardar la democracia. Su 
contenido y fundamento se encontraban en la decisión, que Salvador 
Allende no alcanzó a implementar, de proceder a la convocatoria de un 
plebiscito para dirimir la controversia catastrófica entre el Gobierno y el 
Congreso Nacional en el plano institucional, y entre la Unidad Popular y 
la Democracia Cristiana en el plano político. También la fórmula propuesta 
por Radomiro Tomic, en declaración del 11 de agosto contenía y coincidía 
con la formulación de una solución "sin golpe" al conflicto nacional: "Queda 
poco tiempo para que el Gobierno y la Democracia Cristiana concreten de 
una vez por todas cuáles son las "rectificaciones indispensables". Pero, sobre 
todo, queda poco tiempo para que los dos, Gobierno y Democracia Cristiana, 
acepten lo que ambos deben hacer lealmente para que esas rectificaciones 
sean posibles. Pedir al Gobierno de Allende que busque el consenso de la 
mayoría del Congreso, es una exigencia legítima y razonable. Pero, para 
que dicha exigencia tenga fundamento ético y sentido político, es indis- 
pensable que el Congreso, a su vez, reconozca la obligación de no negar al 
Gobierno los medios para gobernar. Y de no exigirle que contradiga lo 
esencial del programa con que fue elegido por el pueblo chileno. En otras 
palabras, las "rectificaciones indispensables" obligan al Gobierno, pero 
también y como consecuencia, al Congreso Nacional. 

Luego, Tomic subraya con elocuencia: “Es la única posición con 
fundamento moral, patriótico y democrático”. Y prosigue firmemente: "Se 
puede y se debe actuar así; y ello no implica dejar de estar en la oposición. 
La razón de ser de la oposición no es impedir gobernar, sino -ya que 
hablamos del PDC- procurar que el gobierno lo haga según lo que la 
Democracia Cristiana considera mejor para Chile, manteniéndose en la 
oposición. 

“Creer que ser oposición significa estar siempre y en todo contra el 
gobierno, sería pervertir el concepto mismo de democracia. El gobierno y la 
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oposición son partes inseparables de un mismo todo: Chile. No representan 
a dos países en guerra, sino una sola comunidad nacional. Todos los gobiernos 
necesitaron algún concurso de los partidos opositores; y lo tuvieron. También 
el nuestro en materias muy importantes. Y también el actual. 

“No hay, pues, nada de insólito en subrayar que las rectificaciones 
que la grave situación presente hace necesarias, no pueden plantearse 
únicamente como exigencias al Ejecutivo, que es a quien corresponde tomar 
la iniciativa. Si éste lo hace, implicarán también obligaciones para el 
Congreso Nacional. 

“¡Ni el Congreso gobierna, ni el Gobierno legisla por sí solo: 
Solamente si esto es reconocido por los dos habrá base real para una "política 
de rectificaciones"! (Radomiro Tomic, TOMIC testimonios, 1988, Pag. N° 459- 
460, Edit. Emisión, Centro de Estudios Latinoamericanos Simón Bolívar y 
Ediciones Copygraph, Santiago-Chile). 

La solución política era posible. Para ello había que aceptar que en 
lugar de escalar el conflicto se debía recuperar al árbitro supremo: la 
voluntad soberana del pueblo de Chile. 

La decisión de Salvador Allende, comunicada por su Ministro de 
Defensa Orlando Letelier a Pinochet, precipitó el golpe. Las fuerzas que 
pugnaban por destruir el Estado democrático habían llegado a su máxima 
jerarquía. En ese momento, el golpe se hizo inevitable. 

Al respecto, quisiera relatar un hecho del que fui un absorto aunque 
involuntario testigo. Como dirigente estudiantil de la Enseñanza Media 
acompañaba al Secretario General de la Juventud Socialista, diputado Carlos 
Lorca, detenido desaparecido hasta hoy, a una entrevista en el Palacio de 
La Moneda. Las circunstancias hicieron que se encontraran a la salida del 
despacho presidencial el general Carlos Prats y Carlos Lorca. El primero 
venía de su última reunión con el Presidente Allende, el segundo lo abrazó 
señalándole todo el apoyo de la joven generación frente a la sucia campaña 
de que era víctima para anular y desbordar su autoridad de Comandante 
en Jefe del Ejército. Prats lo miró con serenidad para decirle: "Carlos, mi 
amigo, le agradezco su gesto, pero he logrado convencer al Presidente que 
curse mi retiro definitivo y nombre un nuevo Comandante en Jefe. Los 
decretos están firmados, lo hizo en mi presencia. Espero que sea mejor para 
Chile y la Institución”. Acto seguido lo abrazó nuevamente y se alejó sereno, 
pero con una expresión grave en el rostro. Carlos Lorca, mantuvo silencio 
muchos segundos, meditó y afirmó convencido: "Ahora, el golpe de Estado 
es cosa de días". 
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En efecto, el compromiso constitucional del General Prats, el sentido a 
de honor y de lealtad que transmitía su condición de soldado respetuoso 
de las instituciones democráticas, no se reproducía en el subalterno que 
propuso para sucederle. Este se demoró sólo un par de domingos en firmar 
un papel en el cual estampó su compromiso e incorporación al complot 
que iba a provocar el golpe de Estado, ese documento rompía su juramento 
a la bandera y su lealtad constitucional. Era válido sólo para los conjurados. 

En él además estampó el timbre del Ejército de Chile. Luego, ha pretendido 
ser considerado ¡Salvador de la Patria! 

Tengo la convicción que con todos sus innegables méritos históricos, 
la izquierda chilena de entonces, necesitó una perspectiva más amplia y 
visionaria para valorar y apreciar en su vasta dimensión nacional la figura 
tan singular y sobresaliente del soldado y general Carlos Prats. Antes de 
avanzar hacia donde no se podía avanzar, debió afirmar las coincidencias 
de fondo, entre su posición de cambio nacional y democrático con la férrea | 
posición constitucionalista, patriótica y de progreso social que Prats llegó 
a representar en aquellos cortos pero trascendentes años de nuestra historia. 
Tal convicción nacional y de cambio empalmaba también con sectores 
democráticos, muy amplios y vastos que constituían una mayoría 
inequívoca. 

Radomiro Tomic supo valorar la figura del general Prats, dirigiéndole 
apenas conocida la noticia de su retiro una carta, cuyos conceptos, macizos 
y directos, revelan su singularidad histórica: "...No es como amigo, sino 
como chileno que le expreso mi solidaridad y me asocio modesta y 
anticipadamente al homenaje que el juicio de la historia tendrá para usted 
por la entereza patriótica y la clara percepción de las exigencias que el 
delicado momento que vive Chile le imponía en su calidad de soldado y 
de Comandante en Jefe del Ejército. 

“Así le cupo actuar en octubre de 1972, junto con otros distinguidos 
representantes de la Fuerzas Armadas, al facilitar el grado de consenso 
necesario para que el país superara el paro generalizado de ese entonces. 
Así acaba de ser ahora en agosto de 1973, hasta el límite en que a usted le 
fue posible actuar. 

“La turbia ola de pasiones exacerbadas y violencia de ceguera moral 
e irresponsabilidad, de debilidades y claudicaciones que estremece a todos 
los sectores de la nacionalidad y que es obra, en grado mayor o menor, de 
todos ellos, amenaza sumergir el país tal vez por muchos años. 
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“Sería injusto negar que la responsabilidad de algunos es mayor que 
la de otros, pero, unos más y otros menos, entre todos estamos empujando 
a la democracia chilena al matadero. 

“Como en las tragedias del teatro griego clásico, todos saben lo que 
va a ocurrir, todos desean que no ocurra, pero cada cual hace precisamente 
lo necesario para que suceda la desgracia que pretende evitar. 

“Por lo que toca a usted, es ésta una responsabilidad que la historia 
no hará recaer sobre sus hombros, si finalmente el enfrentamiento, la 
dictadura y una represión sistemática, cada vez más honda y más 
encarnizada, mutilan la unidad esencial de los chilenos. 

“Para evitarlo, hizo usted todo lo que pudo como soldado y como 
chileno. No se lo diría así si no tuviera los elementos de juicio que tengo 
para hacerlo. Por eso, permítame hacerle llegar mis felicitaciones y mi 
solidaridad". (Radomiro Tomic, pag. N° 462-463 Idem). 

Carlos Prats y su esposa fueron asesinados en Buenos Aires, por la 
Dina, en septiembre de 1974. El terrorismo de Estado consideró que su 
vida era incompatible con los planes de perpetuación de la dictadura. Chile 
perdió en él a un hombre extraordinario. 

Carlos Lorca desapareció para siempre. Era un hombre tremendamente 
estudioso, reflexivo, austero, tal vez hoy sería caricaturizado como demasiado 
"denso". Con menos de 30 años, siendo médico, campeón de ajedrez 
universitario y dirigente político, poseía una amplísima perspectiva y una 
cultura vasta y profunda. Representó fielmente a la juventud de su época. 

La dictadura impidió que tales notables condiciones personales 
maduraran en beneficio de la democracia chilena. 

En los mismos días en que se abría y cerraba el camino al desastre, se 
produjo el conocido, desafortunado y muy manipulado acuerdo de la 
Cámara de Diputados, que contenía las afirmaciones, tantas veces usadas, 
de "ilegitimidad" del gobierno del Presidente Salvador Allende. Por eso el 
24 de agosto, el Jefe de Estado hubo de advertir una vez más: "Cada ataque, 
cada peldaño que franquea la reacción en su afán de destruir las vidas, los 
bienes materiales, las instituciones cívicas y las militares, obra esforzada 
de décadas de historia, fortalecen mi ánimo, multiplican mi voluntad de 
lucha....” Concluía ese mensaje afirmando: "los chilenos pueden estar 
seguros que el Presidente de la República, junto al pueblo, cumplirá sin 
vacilaciones con su deber para asegurar así la plena realidad de la 
democracia y las libertades". 
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La decisión de Allende de convocar un plebiscito para dirimir la cri- 
sis nacional era un esfuerzo político incuestionable desde el punto de ah | 
democrático, que buscaba una opción que alejara el peligro de golpe de 
Estado y le ahorrara a Chile los costos tremendos, que luego 
lamentablemente se precipitaron sin tregua ni compasión sobre el pueblo 
indefenso. Habrá quienes aleguen que la idea de Allende llegaba tarde dada 
la magnitud y virulencia alcanzada por la confrontación política, pero su 
sello humanista, generoso, su estatura histórica son imborrables. 

El Presidente Allende se iba a dirigir directamente al país. Su anuncio 
no era un discurso en que se daría cuenta de acuerdos trabajosamente 
logrados entre las fuerzas políticas. Para esto último no había ninguna 
condición. Imperaba una atmósfera de aguda confrontación, la enemistad 
más ácida e infranqueable marcaba las relaciones políticas no sólo entre 
demócratas y golpistas, sino que entre las fuerzas democráticas de izquierda 
y de centro. En aquellos días, Tomic había vuelto a reiterar en carta a Patricio | 
Aylwin, "la ansiedad que me produce el ver que la marcha hacia el abismo 
del golpe de Estado y la dictadura se hace vertiginosa". (Radomiro Tomic, 
pag. 456, Idem). El líder democratacristiano llamó a este proceso "la 
tentación del abismo". 

Allende fue derrocado, entre otros factores decisivos, por su propia 
e inalterable consecuencia democrática. Tuvo que participar en el 
nombramiento, o designar directamente en dos ocasiones al Comandante 
en Jefe del Ejército. La primera vez hubo de ser consultado como Presidente 
electo de la Nación, al ejecutarse el asesinato del Comandante en Jefe, gen- 
eral René Schneider, en octubre de 1970 por la acción de un comando de 
ultraderecha. Luego, al asumir la Jefatura de Estado, confirmó a quien 
acababa de ser designado, el general Carlos Prats, respetando la decisión 
de Eduardo Frei Montalva, su antecesor, y la primera antigüedad que al 
ser designado tenía el general Prats. Vale la pena recordar que en la 
Constitución de 1925 el Presidente de la República poseía la plena atribución 
constitucional de nombrar la Jefatura de todas las ramas de las Fuerzas 
Armadas; la cláusula de la inamovilidad de los mismos incorporada en la 
Constitución de 1980, era en ese momento de imperio constitucional 
plenamente democrático, enteramente inimaginable, grotesca, ofensiva a 
la conciencia cívica de la nación. 

Al alejarse irremediablemente el general Prats de la Comandancia 
en Jefe del Ejército, nuevamente el Presidente Allende respetó la primera 
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antigüedad que ostentaba, por desgracia para Chile, Augusto Pinochet. 
Tal respeto fue también su norma de comportamiento hacia las otras ramas 
de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile. El mito del peligro de 
descabezamiento de los mandos institucionales de las mismas fue tan 
imaginario, como interesados los promotores que lo difundieron. Por el 
contrario, los golpistas debieron deponer a los mandos institucionales 
legítimos, tanto en la Armada como en Carabineros, al no contar en la 
conspiración con los Comandantes en Jefes de estas dos instituciones. 

Al fracasar, dado la intervención del general Prats, la intentona golpista 
conocida como "tanquetazo", el 29 de junio de 1973, mientras en la ultraderecha 
sus inspiradores eludían su responsabilidad, como fue el caso de Pablo 
Rodríguez; entonces Jefe del grupo de ultraderecha Patria y Libertad, asilado 
en la embajada de Ecuador, el Presidente Salvador Allende, denigrado por su 
presunta trasgresión a las normas legales, acusado y atacado fieramente por 
los mismos comprometidos en el intento golpista del regimiento de blindados 
de la capital, asumía frente al país la defensa de la democracia y la 
constitucionalidad sometida a una presión sin precedentes. En la plaza de la 
Constitución, en la misma noche del 29 de junio, desde un balcón de La Moneda, 
aclamado por un fervor popular ansioso de "mano dura" frente a la sedición 
golpista, el Presidente Allende instó a sus partidarios a regresar a sus casas 
porque él velaría por todos. Fue enfático al decir: "No voy a cerrar el Congreso. 
No lo voy a hacer". 

Ante una oposición enceguecida, frente a medios de comunicación 
que decían cuanto querían del gobierno y del propio Presidente, en un 
desafío sin precedentes a su autoridad y prestigio; Así como, pagando caro 
los errores de su propia coalición, y enfrentando el boicot económico y 
político de la principal potencia mundial, afectado por un paro patronal 
que dañó hasta lo más hondo la capacidad de control de la especulación y 
el mercado negro, en condiciones en que no se daba a su gobierno tregua 
alguna, Salvador Allende soportó con estoicismo sin igual las adversidades, 
sin abandonar ni un centímetro el camino democrático que había seguido 
toda su vida. 

Por todo ello, carece de razón Patricio Aylwin, en la carta publicada 
en su reciente libro, redactada a fines del año 75, cuando se hace parte de 
esas frases manidas, altisonantes, reflejo de la intolerancia ideológica de 
entonces. Esas expresiones de "sectarismo", "violencia marxista y leninista" 
y "amenaza de tiranía comunista" quedaron atrás, superadas, no tuvieron 
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la fuerza de la veracidad necesaria para persistir. No explican ni son 
suficientes para explicar la incapacidad de los actores democráticos 
involucrados para impedir el golpe de Estado y luego para detener la 
entronización del terrorismo de Estado. 

Allende, ante el incesante asedio, con todos los medios y recursos, a que 
era sometido, antes de arrastrar al país, a los trabajadores y a sus partidarios a 
un conflicto sin control, prefirió asumir la lealtad al pueblo como una demanda 
inequívoca aún a costa de su propio sacrificio personal. Asílo señaló también 
Clodomiro Almeyda, quien compartió con él en condición de Canciller las 
tareas del gobierno popular: "Si hay una persona que fue un demócrata 
consecuente, ese fue Allende. Desde ese punto de vista, yo creo que hay que 
reivindicar ese carácter democrático de Allende, porque desde afuera se lo ha 
querido hacer aparecer como un cómplice de un supuesto plan para convertir 
a Chile en una especie de dictadura comunista. Esas aseveraciones no tienen 
nada que ver con la realidad y sólo persiguen el propósito de desfigurar la 
personalidad de Allende y de desacreditar a la izquierda y al socialismo 
chilenos”. 

En su último mensaje como Presidente de la República, al Congreso 
Pleno un 21 de mayo, Salvador Allende insistió infatigable como siempre: 
"Nuestro éxito en vencer a los partidarios del caos será el éxito de Chile. La 
derrota de aquéllos afianza el desarrollo de una democracia activa y 
pluralista. Soy enfático en subrayar que las libertades políticas de la 
oposición democrática deben ser efectivas". 

Allende vivió y murió como demócrata. Por haberlo sido hasta las 
últimas consecuencias. Por negarse a cualquier intento de transformar la 
confrontación política en enfrentamiento armado, aun a riesgo de la 
sedición, como sucedió, y del desate de lo más oscuro que se encerraba en 
la mentalidad violenta y criminal de un sector de la sociedad. Bregó por 
eso siempre, hasta el mismo 11 de septiembre cuando no permitió que su 
dignidad de Presidente elegido democráticamente fuera avasallada por la 
fuerza brutal de los golpistas. 

Desde este enfoque, e independientemente de tantas diferencias que 
tengamos o podamos tener, me identifico con la pregunta que se formula el 
escritor e historiador Alfredo Jocelyn Holt en su "Chile perplejo": "¿Qué 
motivos tan poderosos gatillaron tal ira? ¿Qué impidió que se impusiera 
nuestra supuesta sensatez proverbial? ¿Por qué hasta lo más sólido habrían 
de desvanecerlo en el aire?”. Estas interrogantes son mis propias interrogantes, 
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las de mi generación, que llegaba o estaba en su juventud el día 11 de 
septiembre de 1973, que no tuvo responsabilidad política alguna en el golpe 
de Estado, pero que pagó sus consecuencias a un costo incalculable. 

Los demócratas chilenos, en una atmósfera enrarecida, emponzoñada, 
advirtieron pero no lograron detener la progresiva concreción de la sombra 
brutal del fascismo. 

Acontecido el derrumbe de la institucionalidad democrática, tampoco 
fue fácil rehacer prontamente los entendimientos básicos que la situación 
requería. El ex-Presidente Patricio Aylwin con entereza que es necesario 
subrayar, en su libro "El reencuentro de los demócratas", reconoce y entrega 
sus razones para haberse opuesto en el seno de la Democracia Cristiana, a 
un entendimiento con los Partidos de la Unidad Popular, inmediatamente 
de ocurrido el golpe de Estado, en el curso de los primeros y más terribles 
años de dominio del terror. 

El ex mandatario que tan relevante rol cumpliera en la transición, 
afirma de manera textual: "no creía en la lealtad democrática de comunistas 
ni socialistas". Creo que la realidad histórica no avaló tan rotunda 
afirmación. Por una parte, el Informe Rettig consignó que los "partidos 
marxistas", no estaban en condición de emprender resistencia armada 
alguna frente a la entronización de la dictadura, ni para instalar ningún 
tipo de régimen totalitario. El Informe atestigua lo que fue evidente, a menos 
de 48 horas del golpe de Estado, la Junta Militar controlaba enteramente y 
sin oposición la totalidad del territorio nacional. Luego, desde la izquierda 
se propuso a la Democracia Cristiana un acuerdo o entendimiento político 
que no ocultaba que su materialización tendría su liderazgo en la 
Democracia Cristiana. Es trágico decirlo pero una realidad tan implacable 
y demoledora no daba lugar para nada más. Antes que su núcleo de 
dirección interna fuera "siquitrillado", el Partido Comunista era 
absolutamente claro en este sentido. El Documento de marzo del 74 del 
Partido Socialista se orientaba en esa dirección. En el curso del año 75 no se 
sostenía, "de hecho y de derecho" seguir insistiendo en la ausencia o carencia 
de "lealtad democrática" de la izquierda chilena. 

El propio relato de Patricio Aylwin descubre la clave para entender los 
dilemas en juego, en esa encrucijada histórica vivida por Chile. El tema no 
era la posición de la izquierda sino que persistía en la Democracia Cristiana 
un error histórico. En su libro, el ex-Presidente indica que su idea era buscar 
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el retorno a la democracia mediante "un acuerdo con los militares", "con" las 
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Fuerzas Armadas y no "contra" ellas. Esa fue la realidad, era una manera 
enteramente diversa de pensar y entender, de vivir e incluso sufrir lo que era 
la dictadura y sus consecuencias. 

Como se establece en la reciente memoria-entrevista de Gabriel 
Valdés, publicada en noviembre de 1998 el vértice de la Democracia 
Cristiana pensaba que los militares "son capaces de poner orden, pero no 
de gobernar. Nos van a llamar”. Este testimonio y apunte breve, pero 
definitivo, de una conversación sostenida en agosto de 1973, en un plano 
con ópticas divergentes entre Gabriel Valdés y Eduardo Frei Montalva, en 
que éste último entrega la argumentación textual que aquí se repite, habla 
por sí solo y resume el drama vivido en esas horas. Esa idea fue un espejismo 
fatal. Hoy, asumiendo cada cual sus responsabilidades, madurada la 
reflexión de los protagonistas, por las vivencias de circunstancias que 
resultaban inimaginables para el país a comienzos de los años 70, la única 
conclusión posible es que el destino de la democracia no se puede confiar a 
sus sepultureros. 

Pasó demasiado tiempo antes que todos los actores necesarios 
comprendieran que sin derrota política de la dictadura no sería posible la 
recuperación de la democracia, que para lograr el propósito libertario, anular 
y obtener el aislamiento de la maquinaria infernal instalada en el poder era 
condición fundamental. Un factor inesquivable. Era el tiempo de la Dina, no 
era la dictadura asediada por las protestas o arrinconada por el "NO" de diez 
años más tarde. Durante mucho tiempo, un poder tan feroz como ese, 
entendía las peticiones de diálogo como cobardía, como una falta de valor 
de la civilidad que lejos de aplacarlo lo exasperaba. 

La derrota política de la dictadura era fundamental para recuperar la 
democracia. Por ello, tenemos que asumir que fue necesario un tiempo 
precioso antes de superar las desconfianzas y soldar un acuerdo desde la 
izquierda al centro y del centro a la izquierda, capaz de obligar a la derecha 
y maniatar a la ultraderecha. Ahora bien, hemos de asumir también que en 
el intertanto se perdió el tiempo político que hubiera permitido impedir que 
la dictadura se consolidara. Quienes tenemos la suerte de haber sobrevivido, 
debemos reconocer que obtusos sectarismos e ideologismos inconfesos, 
tuvieron como consecuencia la pérdida de un tiempo político determinante. 
Lo trágico es que para parte de los nuestros significó perderlo todo. 

Asimismo, estoy convencido que la dinámica de sangre y muerte, 
ejercida por ese poder tecnocrático y militar onmínodo, comprometido hasta 
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la médula en la espiral represiva del terrorismo de Estado, indujo 
decisivamente la puesta en marcha de una línea de acción que, sin reparar 
profundamente en la tradición democrática y en la naturaleza singular de 
la izquierda chilena, reclamó la validez de todas las formas de lucha, pero 
desembocó en un fatal e infecundo fetichismo de las acciones armadas. Al 
respecto las memorias del que fuera dirigente comunista y ministro de Sal- 
vador Allende, Orlando Millas, resultan ser un testimonio irremplazable y 
estremecedor. 

Una sociedad democrática basa su convivencia en la resolución de 
sus conflictos por los métodos legítimos, establecidos en las normas de un 
Estado de derecho democrático. A pesar que el nuestro aún no lo es 
plenamente, nada justifica que cruentas acciones armadas hayan intentado 
(si es que algo intentaron) torcer o subvertir la evolución democrática del 
país. Sin embargo, para no caer en el cinismo y ser parte involuntaria de la 
amnesia-impunidad que a ciertos círculos retardatarios interesa 
sobremanera, no se debe perder de vista, ni olvidar que cuando se liquidaba 
a padres, hermanos, amigos y compañeros, sin que pudiesen siquiera ser 
enterrados, el pinochetismo estaba sembrando las semillas más fértiles y 
temibles de la confrontación y la violencia en Chile. 

El recorrido histórico para superar la división fatal del mundo 
democrático no se hizo fácilmente. El tiempojugó su papel. Los sufrimientos 
también. La maduración dolorosa de los actores comprometidos, otro tanto. 

En 1975, desde el movimiento sindical surgieron no sólo síntomas 
sino que las primeras realidades que cambiaban la situación. Con una 
participación sin exclusiones, daba sus primeros pasos el esfuerzo que 
habría de estructurar, en 1978, la Coordinadora Nacional Sindical. Se 
reagrupaban bajo su alero, socialistas, demócratacristianos, comunistas, 
radicales y todo el abanico político-social que luego se representaría casi 
en su totalidad en el arco iris de la Concertación. 

De ninguna manera fue un proceso simple y sencillo. En sus primeros 
pasos requirió un enorme coraje de sus actores individuales. Entre ellos, 
Manuel Bustos realizó un aporte sobresaliente. Desde aquellos primeros 
pasos hasta hoy ha transcurrido casi un cuarto de siglo. El reencuentro de 
las fuerzas democráticas chilenas, más allá de sus diversos avatares, cubre 
ya toda una etapa de la historia de Chile. Su impacto ha sido decisivo. 

Ahora bien, en este extenso lapso de tiempo, el paso desde la 
oposición al gobierno ocupa un lugar trascendente. No fue sólo ponerse de 
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acuerdo en un determinado programa de carácter gubernativo sino que 
hubo que derrotar a la dictadura el 5 de octubre de 1988, ganando el 
Plebiscito, luego superar el difícil y tenso período que fue desde ese 
momento hasta la elección presidencial el 14 de diciembre de 1989, para 
afianzar y desarrollar una mayoría nacional capaz de sortear los escollos y 
establecer una convicción nacional categórica, en el sentido que la 
reconstrucción democrática era deseable y también posible. Sin ella no era 
posible vencer el miedo. 

Poco después de ganada la elección presidencial de 1989 y antes de 
ser asumido "el mando de la nación" por Patricio Aylwin, en tres meses, 
cortos pero muy intensos, se vivieron y protagonizaron hechos políticos 
que marcaron el curso de los acontecimientos a lo largo de toda la década. 
Uno de ellos, fundamental en la consolidación democrática, fue la 
reunificación del socialismo, dotando a la izquierda de la Concertación 
de una interlocución unitaria en el seno de la alianza que llegaba al 
gobierno y, junto con ello, la reformulación de fondo de las relaciones 
políticas entre el Partido Socialista y el Partido Comunista. La unidad 
socialista se hizo en el seno de la Concertación y con el propósito expreso 
y definido de potenciar su rol como actor preeminente del proceso de 
democratización del país. En tal contexto, los líderes de ambos partidos, 
representantes tradicionales de la izquierda chilena, reunidos el 24 de 
enero de 1990 para tratar el tema de sus mutuos acuerdos y compromisos, 
asumieron la nueva realidad de manera afirmativa. Fue así que Clodomiro 
Almeyda, Presidente del Partido Socialista recién unificado, señaló: "no 
pretendemos ni socialistas ni comunistas ser ejes", afirmando tajante: "no 
estamos por autodesignarnos papeles vanguardistas". Por su parte, 
Volodia Teitelboim, Presidente del Partido Comunista, subrayó a su vez: 
"el eje socialista-comunista nunca existió como tal. Esa expresión nos 
resulta antipática y negativa". 

Cada actor de la izquierda a su manera, desde su respectiva óptica, 
iniciaba una nueva etapa, larga y muy compleja, apuntando a todo el 
período de la democratización del sistema político del país. Esta etapa ha 
sido mucho más larga de lo esperado, pero replantea la necesidad de contar 
con una izquierda fuerte, flexible, potente, unitaria, concertacionista, 
democrática, y de alcance efectivamente nacional. 

También se produjo un acuerdo inesperado entre la Concertación y 
la UDI para la formación de las mesas de las dos Cámaras del Parlamento. 
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Lo importante de ese acuerdo fue que posibilitó la instalación de Gabriel 
Valdés como Presidente del Senado, impidiendo que operara le mayoría 
constituida por la derecha y los senadores designados. Este acuerdo tuvo 
en Jaime Guzmán uno de sus partidarios más enérgicos. El líder de la UDI 
tuvo la lucidez de advertir que con ello, ganaba tiempo y legitimidad para 
la institución de los senadores designados. Con la responsabilidad de 
gobernar, la Concertación hubo de aceptar, con la idea de evitar un 
prematuro atrincheramiento institucional de la derecha en el Senado. Sin 
embargo, la importancia de los temas de fondo y lo inesquivable de las 
reformas pendientes, convirtieron de todas maneras al Senado en una 
fortaleza antidemocrática, en la cual se parapetan y resguardan los intereses 
más retardatarios del país. 

En síntesis, mirando el proceso político en su conjunto, la Concertación 
vino a cubrir una demanda y una realidad nacional insoslayable. Se configuró 
en circunstancias tan excepcionales, que su misión reviste alcance histórico. 
En su balance se registran altos y bajos, no obstante cumplir una irremplazable 
función democratizadora. Representa el reencuentro de las grandes fuerzas 
culturales y políticas de la democracia chilena. 

En efecto, se ha asumido el criterio del gobierno suprapartidario bajo 
el trasfondo de la cultura de masas, jerarquizada y verticalizada, dejada por 
la dictadura. En nuestro país el presidencialismo es muy fuerte y el prestigio 
de los partidos se encuentra debilitado; ambos factores son coincidentes a la 
hora de resolver autoritariamente los enfoques diferenciados que 
necesariamente surgen en el curso del proceso político. Se prefiere un método 
verticalista apuntado a prescindir del esfuerzo requerido de articulación de 
los puntos de vista en un diseño o concepto común. La política en el seno de 
la alianza se reduce a demandar respaldo sólo hacia aquello que piensa y 
decide la autoridad. La solución de las diferencias no puede cargarse siempre 
a la cuenta de los partidos, de su ascendiente y prestigio en la sociedad. Sin 
partidos políticos robustos no puede haber democracia sólida, esa es una 
cuestión esencial que no se puede perder de vista. Concretamente, el tipo de 
criterio suprapartidario de gobierno en los términos que se ha aplicado en el 
sistema fuertemente presidencial del país, afecta y reduce severamente el rol 
de los partidos democráticos siendo la proyección de éstos fundamental para 
la marcha del proceso democrático. 

La Concertación debe ser capaz de establecer una nueva relación con 
el poder y responder mucho más profundamente a las urgencias y 
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necesidades de la sociedad civil que precisamente la llevó al poder. Ello 
demanda una visión autocrítica de sí misma y de su rol a la cabeza del país 
a lo largo de esta década. Asilarse en el argumento que toda visión crítica 
es un juicio a la transición, resultará a la postre un error garrafal. 

Tenemos que abandonar toda actitud vergonzante hacia las 
imperfecciones estructurales de la transición y dejar de mostrar como avance 
lo que no es y como consenso aquello que tampoco resulta ser consenso. 
Hay que superar la actitud que hace de la necesidad virtud. Hay que dejar 
de lado las ambigüedades y donde existe divergencia y conflicto reconocerlo 
y ser capaces de tratar las diferencias para superarlas. 

Más aún cuando la Concertación aún no ha concluido con la tarea 
que le dio su razón de ser, vale decir, la reimplantanción cabal de la 
democracia en Chile, sin tutelas ni cortapisas de ninguna especie. 

Aunque parezca raro decirlo, sostengo que el enemigo fundamental de 
la Concertación no es la derecha. Ese es su conflicto inmediato, la rivalidad de 
la contingencia política. Ese es un objetivo que "sobredetermina" lo que hacemos 
y no debemos olvidar. Pero el gran adversario es la rutina, la inercia, la 
autocomplacencia, el acomodamiento al ejercicio del poder. 

La dictadura representó la confrontación, el uso de la fuerza para 
llevar a cabo objetivos políticos. Fue la filosofía del peor autoritarismo, la 
de aplastar al adversario. Aquella fue la actitud de no reparar en costos, de 
no detenerse ante nada, porque el fin justifica los medios. La Concertación 
fue la reivindicación de los ciudadanos, de la participación, del debate 
constructivo, del valor de la mayoría. 

La Concertación fue y es un proyecto nacional cuya médula radica 
en un gran desafío de revalorización de la política nacional para alcanzar 
una sociedad democrática, más justa, solidaria y libre. 

Muchas veces esos valores se opacan o se niegan. En el ejercicio de 
diferentes eslabones de la autoridad democrática de diversos rangos y 
funciones, se desconoce en la práctica cotidiana, lo esencial que es el respeto al 
interlocutor, a la persona, que no por ser humilde, puede ser desconocida o 
avasallada en sus derechos esenciales. Por el contrario, la Concertación nació 
para entender de manera distinta, en su esencia la acción política. 

Por sus insuficiencias o errores, vacilaciones o renuncias, la sociedad 
demanda de la Concertación, en todos sus niveles, una relación diferente 
con el poder. Hay que desterrar el burocratismo, el boato, la pedantería. 
Así como la relación perversa que muchas personas han establecido con la 
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idea y valoración del pasado reciente. No es aceptable la convivencia, la 
zalamería y las contorsiones cómplices con el autoritarismo, sobre todo a 
partir del llamado "caso Pinochet" y dada la obligación de gobernar teniendo 
aún a las fuerzas castrenses con un alto grado de autonomía. No se puede 
entender que forma parte de una "política de Estado”, el abandono de una 
relación de conflictividad esencial con el manejo profundamente 
corrompido, autoritario, cínico y repulsivo de la dictadura. 

La sociedad comprende y comparte la responsabilidad con que ha 
actuado la Concertación, pero toma distancia de la minimización de sus 
objetivos, del conformismo paralizante que marca parte gravitante de sus 
políticas y sobre todo su incapacidad de provocar una distribución más 
justa y equitativa de la riqueza nacional. 

La Concertación tiene una ventaja gigantesca, pero no puede seguir 
abusando de ella. Esa ventaja es la incapacidad de la derecha de liberarse del 
cordón umbilical que le ata a la dictadura. Esa dependencia no es ajena sino 
que explica el canibalismo que caracteriza sus acciones y su cultura política. 

La Concertación enfrenta una derecha con poder pero infecunda, 
amarrada al pasado que Chile quiere desterrar. No se trata de un pasado 
que le enaltezca, sino de aquel que avergiienza y repugna. La derecha 
entierra sus principales figuras a la más leve sospecha de apertura o 
independencia de criterio. Continúa en una feroz cruzada anticomunista, 
cuando el comunismo desapareció. Permite que dos o tres uniformados en 
retiro asuman su liderazgo e interlocución pública en circunstancias que la 
sociedad busca con tesón y persistencia lo contrario, es decir, que los 
militares dejen de meterse en lo que no les corresponde y abandonen ese 
hábito nefasto de andar asustando al país y amenazando el sistema político. 

Me atrevo a decir que las carencias de perspectiva histórica y proyecto 
democrático por parte de la derecha se han configurado, a la postre, en aliado 
eficaz de la Concertación. Hija de la dictadura, sometida a su designio, incapaz 
de valerse con autonomía de los poderes fácticos antidemocráticos, la derecha 
se muestra impotente, a pesar del apoyo "duro" en un sector minoritario de la 
sociedad, de disputar seriamente la conducción del país. 

Pero esa situación no es eterna y no se puede seguir girando a esa 
cuenta. La alianza concertacionista tiene ante sí la tarea y obligación de 
avanzar en su propia superación cualitativa. 

Tiene que vencer los miedos. Aquellos que aún marcan la vida del 
país y que provocan una condescendencia negativa con los núcleos fácticos 
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y de intervención en el proceso democrático. Debe también superar sus 
propios miedos como actor político. 

El miedo a que le acusen de estatizante, carente de modernización, 
de insuficiente renovación, de falta de conocimiento de las leyes económicas, 
de relativismo moral, de odiosidad hacia los militares, de desorden en sus 
filas, etc. La Concertación debe sobreponerse al chantaje sistemático de 
aquellos que quieren que nada se transforme, para que Chile siga congelado, 
sin cambio ninguno. 

La Concertación debe superar falsas e infundadas pretensiones de 
infalibilidad existentes en sus filas. Aquellas que se vinculan con la 
apología a los ingenieros políticos de la primera etapa de la transición. 
Apología por cierto interesada, proveniente de voceros del antiguo 
régimen dictatorial, de quienes intentaban y consiguieron en buena parte 
reducir la lucha política sólo a los estrechos límites de un puñado de 
interesados, frente a la indiferencia y la distancia de millones de perso- 
nas. Valorar lo avanzado sobre la base de un juicio justo, sereno, objetivo 
acerca de la realidad, sin aquella autocomplacencia que conduce al 
autoelogio y al inmovilismo. 

Además, para ello se requiere profundizar el ejercicio de la libertad 
en el ámbito de la cultura del país. Construir un Chile democrático, es 
acumular energías que provoquen y signifiquen una creación, en el ámbito 
social, político, institucional; esta creación es un acto de libertad al que se 
oponen con terquedad los grupos más conservadores de la sociedad. 

La Concertación debe superar el falso dilema entre una ética valórica 
y de principios, con la ética de la responsabilidad y las obligaciones de 
Estado. Ese es un dilema hecho a la medida de los interesados en que 
todo siga igual en nuestra sociedad, ya que siempre el cambio y la 
transformación serán presentados como disruptivos y desestabilizadores. 
Quienes tenemos principios tenemos responsabilidad como el que más, 
así como quienes tenemos responsabilidad, tenemos tantos valores y 
convicciones como el que más. Se equivocan profundamente quienes en 
el seno de la Concertación juegan a separar y escindir ambas opciones o 
conductas. Por el contrario, una política democrática, de largo plazo 
coherente, realista pero no oportunista, no puede fundarse y realizarse si 
no es sobre la base de articular los principios y valores con la 
responsabilidad y una capacidad de acción práctica que sea efectiva. Eso 
interpela a la coalición a bregar por la articulación entre libertad e 
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igualdad. Una libertad sin condicionantes, no sólo institucional; además, 
sin las asfixias cada vez más visibles de la desigualdad que cruza la 
sociedad chilena de hoy. 

En efecto, en la nación chilena se registran diversas situaciones, 
antagonismos o contradicciones en que la desigualdad afecta o niega el 
ejercicio de la libertad. 

Tenemos una evidente desigualdad jurídica. No todos los ciudadanos 
y ciudadanas son iguales frente a la ley. Es cosa de ver lo acontecido con el 
"caso Pinochet”, cuando el Estado dispone lo que tiene y lo que no tiene 
para socorrerlo en Londres. Por cierto que no ha ocurrido lo mismo du- 
rante 17 años con el crimen de Tucapel Jiménez; y hasta hace poco, también 
ocurría con la investigación de la espantosa Operación Albania y ha 
acontecido con la impunidad de Paul Schaeffer. Estos casos hablan por sí 
solos de que la igualdad frente a la ley se anula por los más poderosos. 

Tenemos una crónica desigualdad social, al punto que pobreza y 
riqueza se han segmentado como nunca antes. En las ciudades ha irrumpido 
la segregación. Barrios, comunas y agrupaciones de comunas son para 
pobres, en ellas se depositan incluso los desechos de las comunas ricas. En 
cambio, en estas otras, se llega al extremo que su disponibilidad de recursos 
permite el lanzamiento de una campaña presidencial, como es el caso de 
Las Condes, que empieza a ser un mini-reino, cuyo príncipe puede 
emprender caprichos tan absurdos como intentar "hacer llover", incluyendo 
su propia parafernalia de policía municipal. En realidad, su problema es el 
exceso de recursos. El año 98 su presupuesto llegó a ser casi cuatro veces 
mayor que el asignado a la Corporación Nacional de Asuntos Indígenas. 

Tenemos una fuerte desigualdad territorial, existen regiones y 
territorios que por la concentración extrema de recursos en una parte de la 
Región Metropolitana están condenadas a languidecer, a ser testigos de la 
emigración de sus habitantes a otras zonas de Chile, como el caso del Golfo 
de Arauco, O hacia Argentina, como es la situación de la Región Austral. 
Con tal desequilibrio es imposible que haya un país armónico e integrado. 

Tenemos una inocultable y vergonzosa desigualdad de género en 
detrimento de la mujer. En los puestos públicos, en los cargos de elección 
popular, en el seno de la familia, en los sueldos y remuneraciones, en el 
trato de los medios de espectáculo, en la posición conservadora de 
instituciones significativas del país, todos y cada uno de los días se está 
menoscabando a la mujer y desconociendo su igualdad de derechos. 


134 


Tenemos también una desigualdad étnica que se intenta tapar o 
esconder, pues conlleva un inocultable ingrediente de sesgo racial en la 
conducta y el estereotipo del pensar chileno, que son hipócritamente 
negados y escondidos por el discurso "oficial" de nuestra sociedad, 
afectando profundamente a las minorías existentes en Chile. La fusión de 
la desigualdad territorial y regional junto a la discriminación étnica, amén 
del uso depredatorio del suelo y la liquidación de nuestros bosques, ha 
incubado un conflicto cuyos efectos son muy difíciles de prever en nuestra 
convivencia futura. 

El llamado problema indígena, de modo especial, la asfixia del pueblo 
mapuche, expresa crudamente las consecuencias del tipo de sociedad que 
se instaló en nuestro suelo. Sometidos al hambre en trozos de tierra sin 
producir o empujados a emigrar a los confines más pobres de las ciudades 
y desconocida su cultura, son el resultado de la modernización sin alma y 
de la improvisación que genera la autocomplacencia. Hasta hace poco 
quienes advertían del daño irreparable provocado por la explotación 
irracional de las forestales y por los efectos negativos de represas y centrales 
hidroeléctricas, recibían con desdén y desprecio el calificativo de románticos 
incomprensibles del progreso; ahora que las consecuencias se traducen en 
fuertes tensiones sociales y étnicas, pasan a ser agitadores de la "ecología 
profunda". ¿No será posible tratar alguna vez los problemas en serio? ¿Será 
posible liberarse de los estereotipos interesados de los dueños de la fortuna? 
¿Será posible pensar más allá de las apariencias prefabricadas 
comunicacionalmente? ¿Será posible entender que este país de dos caras, 
debe ser capaz de hacer primar aquella que responde al interés social y 
nacional? 

En suma, la desigualdad y la discriminación, en sus diversos tipos, 
es rasgo distintivo de la convivencia social y nacional del Chile actual. La 
autocomplacencia modernizadora ha dado la espalda a tan evidente pero 
dramática realidad. 

Por ello, resulta que a pesar de sus crónicas limitaciones y debilidades, 
la Concertación es la llamada a colocar el alma necesaria de la 
modernización, a reponer la fuerza transformadora del proceso 
democrático, a resituar en el escenario nacional los términos propios de 
una sociedad civilizada, aquella en que la democracia prevalece sobre el 
mercado y no el mercado socava los cimientos éticos y sociales de la 
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El alma de la nación chilena en el siglo que se inicia no podrá ser la 
consagración del privilegio y la desigualdad, la asociación entre riqueza 
económica y vacío cultural, entre concentración del poder y ausencia de 
participación social. La apatía política es también reflejo y efecto de 
relaciones humanas marcadas por una competencia extenuante. Dotar de 
alma a la modernización significa replantear una convocatoria nacional 
para que los gustos, sensaciones, sugerencias e intuiciones de la más potente 
diversidad ciudadana, se articulen en una nación integrada, rompiendo 
los diques de la pedantería, superficialidad, soberbia y segregación que 
han marcado la convivencia social desde que la dictadura liquidó a sus 
opositores y estranguló la cultura del país. El desafío no es económico, es 
un dilema civilizacional, que interpela a forjar un tipo de país diferente. 

La Concertación debe "soltarse", ser irreverente, desempolvarse, 
promover la diversidad y no la uniformidad, la creación y no la imposición, 
la rebeldía y no la resignación, está convocada a la tarea de aunar la voluntad 
nacional para un nuevo impulso democrático y romper el conformismo y 
el estancamiento. Todo ello, se puede sintetizar en la idea inaplazable de 
generar y construir urgentemente la sociedad civil. 

La lógica del mercado impone la desigualdad, la desigualdad a su 
vez incuba el desencanto y el conformismo. La sociedad, en su inorganicidad 
y apatía, en su conformismo y desencanto, desatiende por negligente o 
ahoga por egoísmo los impulsos innovadores y de cambio hacia más 
equidad. La sociedad cuenta con las energías capaces para encarar esta 
encrucijada. 

Por eso, en el Chile actual no se puede hablar fácilmente de 
modernización. El riesgo es caer en una inexcusable simplificación o de 
proseguir por una ruta cuyo puerto de llegada no será otro que una sociedad 
escindida y fragmentada. Por el contrario, se trata ahora, ni más ni menos, 
de hacer uso sin miedo de la libertad para echar las bases de una sociedad en 
que valga el crecimiento y el desarrollo, pero también valgan los derechos de 
las personas, la dignidad de los trabajadores, la creatividad de los 
intelectuales, la insatisfacción de los postergados, la frustración de los 
excluidos, los reclamos de los jóvenes y las exigencias de los ancianos. Dar 
sentido a la modernización significa pensar que el alma de la nación no se 
llenará de estadísticas, datos y cifras, tendrá que ser establecida por la 
voluntad multitudinaria de la mayoría del país, en un nuevo Chile. De las 
personas, no de los números. 
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La Concertación no puede soslayar su responsabilidad ante el riesgo 
cierto que se estanque el proceso necesario de reformas democráticas 
sucesivas, porque finalmente lo que primó por una parte, fue la ausencia 
de nuevos impulsos transformadores como resultado del desencanto y por 
otra parte los impulsos existentes se consumieron en un resentimiento ciego 
y sin destino. 

Se trata, en consecuencia, de proyectar no sólo un plan de gobierno, 
sino que una propuesta de modernización distinta al neoliberalismo. Se 
requiere un programa de gobierno que represente un nuevo sentido de 
sociedad, de proyecto-país, una manera "democrática" de comprender el 
futuro de la nación chilena. 
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VI. Salvador Allende, la izquierda chilena 
y la renovación socialista 


Salvador Allende, líder histórico de la izquierda chilena, es una 
expresión señera de un dirigente de mentalidad abierta, amplia, no 
dogmática, alerta a los cambios nacionales y mundiales. Siguiendo la 
herencia ideológico-cultural del fundador del movimiento obrero 
chileno, Luis Emilio Recabarren; del Presidente Pedro Aguirre Cerda, 
que encabezó bajo su gobierno una amplísima coalición progresista, y 
de Eugenio González, pensador del socialismo chileno, que fuera 
senador y rector de la Universidad de Chile, el "compañero" Presidente 
pensó y trabajó por la transformación social, objetivo y tarea esencial 
de la lucha de los trabajadores, como resultado de su propia conciencia, 
movilización y organización. Salvador Allende, a través de su dilatada 
trayectoria de dirigente político y organizador del movimiento popu- 
lar, construyó una vocación democrática inalterable y una voluntad de 
cambio fundada en la convicción que no había otro rumbo que no fuera 
la profundización sucesiva de la democracia, su consolidación y 
progresiva evolución institucional. Esa fue su orientación estratégica 
plasmada en el concepto de "la vía chilena al socialismo". 

Así lo proclamó ante el mundo en su memorable discurso ante la 
Asamblea General de las Naciones Unidas: "El nuestro es un combate 
permanente por la instauración de las libertades sociales, de la democracia 
económica, mediante el pleno ejercicio de las libertades políticas". Tal 
convicción se resumía en su síntesis tantas veces reiterada de construir 
una nueva sociedad "en democracia, pluralismo y libertad". 
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Quien fuera Ministro del Presidente Allende y destacado dirigente 
de izquierda, Aníbal Palma, ha resumido recientemente ese periodo 
histórico de la siguiente manera: "La Unidad Popular no es un invento 
político ni una alianza coyuntural para alcanzar el poder, sino el resultado 
de largas luchas de amplios sectores de la sociedad chilena por profundizar 
la democracia y alcanzar mejores niveles de justicia social. Aglutina las 
fuerzas de izquierda de la época, socialistas, comunistas, radicales y núcleos 
provenientes del humanismo cristiano y del racionalismo laico. Todos ellos, 
animados del firme propósito de impulsar un proceso de transformaciones 
estructurales profundas que abriera paso a una nueva sociedad. Su 
programa de gobierno recogía los anhelos de cambio que sacuden América 
Latina y a otras áreas del mundo.” 

En sus tres mensajes al Congreso Pleno, en su condición de Presidente 
de la República, Salvador Allende formuló y definió las líneas motrices del 
proyecto político que llevaba adelante. En sus palabras: "Chile se encuentra 
ante la necesidad de iniciar una nueva manera de construir la sociedad 
socialista, la vía revolucionaria nuestra, la vía pluralista anticipada por los 
clásicos del marxismo, pero jamás antes concretada". Insistiendo que "Chile 
es hoy la primera nación de la tierra llamada a conformar el segundo modelo 
de transición a la sociedad socialista". 

Estas afirmaciones no sólo las hizo ante una audiencia experimentada, 
díficil, como los parlamentarios reunidos en las sesiones del Congreso Pleno. 
También las señaló ante multitudes que exteriorizaban hacia él un apoyo, 
un fervor popular incontenible. Así ocurrió en el Estadio Nacional al 
cumplirse el primer año de su mandato: "...más que nunca hay que tener 
conciencia de lo que es la vía chilena, y el camino auténticamente nuestro, 
que es el camino del pluralismo, la democracia y la libertad”. El mismo 
concepto repetía ante el Pleno del Partido Socialista en marzo de 1972: "no 
está en la destrucción, en la quiebra violenta del aparato estatal el camino 
que la revolución chilena tiene por delante. El camino que el pueblo chileno 
ha abierto él mismo, a lo largo de varias generaciones de lucha, le lleva en 
estos momentos a aprovechar las condiciones creadas por nuestra historia 
para reemplazar el vigente régimen institucional". Más categórico aún en 
su segundo mensaje al Congreso Pleno en 1972: "no vemos el camino de la 
revolución chilena en la quiebra violenta del aparato estatal". Luego, en 
medio de la situación crítica, generada por el paro productivo-patronal 
contra su gobierno, en octubre de 1972, lejos de retroceder en sus postulados 
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democráticos fundamentales, remarcaba: "¡En Chile habrá elecciones! En 
Chile habrá elecciones limpias. En Chile el pueblo dará su veredicto y yo 
espero con tranquilidad el veredicto del pueblo". 

En su tercer y último mensaje presidencial al Congreso Pleno, Allende, 
con esa singular intuición política que le permitía ver más allá de las 
circunstancias coyunturales, advertía a sus interlocutores, reunidos en la 
sede del poder legislativo de la nación, tanto a sus adversarios como a sus 
partidarios: "Este mi tercer mensaje, tiene el valor de reafirmar la 
continuidad del régimen democrático dentro del cual fue elegido el actual 
Gobierno. De manera insistente e infatigable, a través de las modalidades 
más diversas se han manifestado fuerzas sociales animadas por el propósito 
de socavar la convivencia cívica. 

Y proseguía: “Más que a los problemas económicos coyunturales que 
atravesamos, el Gobierno atribuye mayor trascendencia a la real y seria 
amenaza que pesa sobre nuestra democracia. Como pueblo y como nación 
pocos peligros aparecen más graves, ya que la quiebra de la paz civil 
supondría el fracaso de nuestra capacidad política colectiva para resolver 
los problemas de la comunidad por medios distintos de la violencia física 
que algunos buscan obsesivamente". 

Lo cierto es que Allende tenía razón y no fue escuchado. Se impuso 
la "violencia física" que una minoría social buscaba "obsesivamente". Es de 
esperar que el resultado de aquella obcecación no se olvide. Que la amne- 
sia histórica que algunos persiguen imponer a nuestra sociedad no logre 
borrar esta lección esencial. Que el cinismo y la contumacia no devoren en 
su estrecho afán estas experiencias de la conciencia social. 

Salvador Allende no era de aquellos que acomodaba sus 
intervenciones a gusto de sus auditores. Sostenía un punto de vista de 
principios. En Curanilahue, "zona roja", de fuerte presencia socialista y 
comunista, depositaria de las más arduas y combativas tradiciones de lucha 
del movimiento popular, el Presidente Allende reiteraba con énfasis: "No 
se puede repetir la experiencia revolucionaria de la Unión Soviética, la de 
China Popular, la de Cuba, en Chile. Cada país tiene sus propias 
perspectivas y nosotros hemos trazado un camino y tenemos un 
compromiso y la gente debe entenderlo. 

“Chile está haciendo su revolución y debe hacerla con la realidad 
chilena, con su historia, con su tradición, con sus costumbres. Revolución 
profunda y honda que provoca el respeto y la admiración de millares y 
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millares de hombres y mujeres y que algunos chilenos no comprenden por 
miopía mental, por sectarismo o por estupidez". 

De modo que quienes insisten en que el quiebre institucional obedeció 
al peligro de una "tiranía comunista", propiciada por Allende sería menester 
que, al menos, fuesen mínimamente prudentes en juicios tan temerarios. 

Allende, por su manera de hacer política, y con él, el poderoso 
movimiento popular que culminó una etapa de su desarrollo con la 
instalación de su Gobierno en 1970, fueron, por excelencia, innovadores, 
renovados, creadores de un proyecto político. Es decir, practicaron y 
desarrollaron una concepción de la política y un estilo para llevarla a cabo 
que se esforzó siempre por articular firmeza en los principios esenciales y 
apertura mental a las nuevas elaboraciones, tanto teóricas como prácticas, 
así como a las emergentes realidades de la lucha social y de la propia 
evolución de la civilización humana. 

La profundidad del conflicto político en el Chile de los años 70 llevó a 
que se opacaran tales preceptos y que Salvador Allende pasara a ser juzgado 
unilateral y arbitrariamente por los sucesos políticos que, iniciados apenas 
ganó las elecciones presidenciales, no tenían en su gobierno, ni su origen, ni 
la responsabilidad principal. Es un hecho confirmado que la palanca 
propulsora de la desestabilización y la confrontación interna radicó en la 
Administración Nixon en los Estados Unidos, en una etapa cruenta y 
espantosa de la llamada "guerra fría". Recordemos que en esos años se hacía 
definitivo el fracaso de la intervención norteamericana en Vietnam, luego de 
un involucramiento militar sin precedentes desde la Segunda Guerra 
Mundial; y que la ex-Unión Soviética acababa de liquidar la experiencia de 
un "socialismo con rostro humano" en Checoslovaquia; en París, la juventud 
de la época proclamaba de manera multitudinaria “seamos realistas, pidamos 
lo imposible”, y en Bolivia, Ernesto "Che" Guevara, con un puñado de 
guerrilleros hambrientos y mal armados, anunciaba que “el futuro es 
nuestro”, expresando un momento especial de la humanidad. Tanto en los 
centros más avanzados de la civilización como en los países y continentes 
marcados por el atraso y la dependencia, se buscaban con verdadero ahínco 
nuevos caminos de progreso social. De hecho, en los propios Estados Unidos 
se había formulado una estrategia que intentaba dar cuenta de esta situación: 
la llamada Alianza para el Progreso del Presidente John Kennedy, que se 
empalmó en Chile con la bandera de la "Revolución en Libertad" de la 
candidatura presidencial de Eduardo Frei Montalva en 1964. En el Este y el 
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Oeste parecía posible tomar el timón del desarrollo histórico. Por ello, Allende 
repetía “la historia es nuestra, la hacen los pueblos”. 

Sin embargo, a contrapelo de tales energías civilizatorias, 25 años 
después de una poderosa e inesperada sacudida mundial de involución 
conservadora, las ideas dominantes al concluir este siglo, han estado marcadas 
por la convicción neoliberal de haber alcanzado el "fin de la historia"; 
entendida ésta como el establecimiento definitivo del actual esquema de 
globalización, con absoluta preeminencia militar de una superpotencia y con 
pleno imperio de los núcleos financieros internacionales; el debilitamiento 
de los Estados Nacionales y la existencia de una democracia de masas sólida 
en apariencia, pero condicionada por poderes anónimos, y débil a 
consecuencia del distanciamiento de la sociedad civil. El ya citado George 
Soros, afirma sin timidez alguna que en la situación mundial de hoy: “El 
fundamentalismo de mercado pretende abolir la toma de decisiones colectivas 
e imponer la supremacía de los valores del mercado por sobre todos los 
valores políticos y sociales”. En tales circunstancias, el modelo liberal 
democrático clásico de plena participación ciudadana, con equilibrio de 
poderes independientes y respeto al ser humano, así como garante del 
ejercicio de la igualdad de oportunidades en una economía abierta, 
constituyen aspiraciones lejanas en muchas geografías o simple y llanamente 
una ficción inalcanzable para pueblos y naciones ubicados en el primer o 
tercer mundo. 

El colapso del antiguo campo socialista y el derrumbe del modelo 
comunista, vino a dejar en pie, en cuanto fuerza o movimiento internacional 
progresista y de izquierda, a los partidos y organizaciones agrupados en la 
Internacional Socialista, sobre cuyos hombros recae ahora la enorme tarea, 
ya no sólo de contener y contrarrestar la soberbia neoliberal, sino que 
gobernar pueblos y Estados cuya gravitación ha adquirido peso esencial 
en esta década, y que muy probablemente aumentará aún más en la primera 
mitad del siglo XXI, como es el caso de la mayoría de los países de la Unión 
Europea. Es un desafío colosal e inédito, ante las nuevas contradicciones y 
conflictos que estremecen a la humanidad. Sin arrebato mesiánico alguno, 
se puede afirmar que la propuesta y los caminos que sean capaces de 
construir las fuerzas del socialismo-democrático, tendrán un efecto y una 
repercusión de vasto alcance en la solución de las demandas universales 
de seguridad, progreso y paz en un mundo globalizado, ante el dilema 
creado por el anquilosamiento del intervencionismo estatal en muchas áreas 
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y el totalitarismo de mercado, que sujeta la economía mundial y la existencia 
de miles de millones de personas a los impulsos, afanes y caprichos de un 
puñado de zares de los centros rectores del sistema financiero internacional. 

La globalización, borrando fronteras, ha extendido los desequilibrios 
y la desigualdad a escala planetaria, diseminando al mismo tiempo un 
sentimiento de impotencia y desconcierto de las personas ante fuerzas y 
procesos de origen humano, pero que avasallan y trastruecan sus condiciones 
de vida, que sobrepasadas se ven despojadas de sentido social y pertenencia 
comunitaria. Este doble proceso difiere por completo de la atmósfera cul- 
tural y del clima socio-político que empapó las décadas de la mitad de este 
siglo. En ellos, el ser social se fundó y constituyó en la confianza de que era 
posible que los pueblos forjaran cada cual su propia historia, que la tarea 
había dejado de ser la interpretación de la misma, para situarse en el orden 
del día su transformación profunda. Muchas voluntades humanas no 
trepidaban en llegar a su propia entrega final, convencidas que su sacrificio 
abría una ruta hacia una historia definitivamente humana, en que el hombre 
dejaba atrás su prehistoria. Por el contrario, en los 90, la guerra electrónica, 
las sacudidas formidables de la economía mundial, la evidente ausencia de 
mecanismos regulatorios de los conflictos nacionales, económicos y 
religiosos, debilitando el rol de los Estados y de la política, haciéndola 
impotente ante los desafíos que traspasan sus actuales posibilidades, van 
sedimentando una conducta que lleva a que muchas voluntades se contraigan 
y recluyan en su exclusiva existencia individual, escépticas, sin creer en nada, 
porque concluyen que es inalcanzable el sueño de un mundo más humano 
en que sea posible vivir en un clima de cooperación y solidaridad. 

El mundo cambió drásticamente. En el intertanto se impuso en Chile 
una mentalidad de sesgo totalitario, una visión "conspirativa" de la historia, 
pasando a ser concebida como los golpes afortunados de unos u otros o de 
unos a otros, como una lucha sin proyectos de sociedad que otorguen 
sentido a la acción política y social. Culturalmente, Chile se empapó de 
una visión autoritaria, "macarthista", retrógrada en su médula, para 
comprender el hombre y la sociedad. 

El conjunto de esta situación se omite en sesudos e internos análisis 
de grupos derechistas que recurren a un método que distorsiona los hechos 
para satanizar los actores de un determinado momento, para dividirlos en 
buenos y malos, manipular a "los buenos” y excluir a "los malos", pasando 
por encima del contexto dado y omitiendo o acomodando las circunstancias 
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para legitimar un enfoque preestablecido e interesado. Con la dictadura 
este método alcanzó una dimensión nunca antes conocida en Chile. Ha 
sido más que una "política de Estado". Se han articulado en ese afán fuerzas 
y propósitos muy diversos, alrededor del intento de justificar el golpe de 
Estado de 1973. La crueldad del mismo y el empleo irracional de la violencia 
acentuó y llevó este proceder a extremos grotescos y absurdos, por parte 
de quienes se comprometieron con la instalación de la dictadura. 

Tales hechos hacen más evidente, al reconstituir nuestra historia, los 
méritos democráticos y progresistas y la intuición y perspicacia relevantes 
de la política de la izquierda chilena que llevara a Salvador Allende a la 
Presidencia de la República. Esta conducta y esta línea de acción fueron fruto 
de una reflexión que maduró a lo largo de varias décadas. La "vía chilena" 
no fue un intento táctico fraguado en el curso de los años 1971 ó 1972. Al 
respecto, la intervención de Eugenio González en el Senado en junio de 1949, 
hace cincuenta años, pone de manifiesto la profundidad, la consistencia de 
la reflexión teórica de la izquierda de nuestro país, que consideraba que el 
socialismo representaba en Chile la proyección hacia el futuro inmediato del 
proceso creador de valores que constituye la cultura. El dirigente socialista 
veía asimismo la fecundidad de nuestro pensamiento en la capacidad de 
experimentar acentuadamente el sentimiento de solidaridad de las 
generaciones y de apreciar los aspectos positivos de cada etapa de nuestro 
pasado nacional, juzgando a los hombres, a las clases y a los regímenes en su 
propia perspectiva, colocándolos de ese modo en condiciones de aprehender 
su significación histórica y aquilatar el aporte que hicieron al progreso gen- 
eral de la sociedad y del Estado. 

Desde esta perspectiva Eugenio González afirmaba: "Frente a la 
sociedad burguesa, los partidos socialistas son revolucionarios como en 
otra época lo fueron, frente a la sociedad nobiliaria, los partidos liberales. 
La condición revolucionaria del socialismo no depende de los métodos que 
emplea para alcanzar sus objetivos, sino de la naturaleza de su impulso 
histórico, que lleva a un cambio radical en el régimen de propiedad y en la 
forma de convivencia. Pero, siendo revolucionario, el socialismo es también 
creador. Para superarlas, dándoles la plenitud de su sentido humano, el 
socialismo recoge conquistas políticas de la burguesía liberal y pretende 
poner al alcance de todos los miembros de la colectividad trabajadora los 
bienes de la civilización técnica desarrollada aceleradamente y en escala 
mundial por el sistema capitalista”. 
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Develando, desde su punto de vista, el carácter mecánico de la 
economía capitalista y la primacía de un cálculo mezquino sobre los 
imperativos morales y las necesidades humanas, veía en las reacciones de 
la conciencia pública, a favor de reformas humanitarias y en la rebeldía de 
los trabajadores, la raíz del socialismo contemporáneo como fuerza política. 

Por ello se permitía afirmar que: "Colocada en cierto modo al margen 
del Estado democrático-liberal, la clase obrera fue determinando sus 
objetivos específicos en consonancia con los progresos del industrialismo 
y canalizando su fuerza en organizaciones políticas y sindicales a cuya 
creciente influencia se ha debido principalmente el perfeccionamiento de 
los sistemas jurídicos con nuevos conceptos de naturaleza social, la 
modificación de la estructura democrática en términos que aseguren su 
eficacia representativa y la ingerencia reguladora del poder público en el 
proceso económico”. 

De acuerdo con las herramientas básicas del humanismo socialista, 
Eugenio González entendía que: "Lo más grave del capitalismo es que se 
afirma, de hecho, en una negación de la persona humana. Impide a la 
mayoría de los hombres, adscritos a la servidumbre moderna del salario, 
el acceso a los bienes de la cultura y los limita a todos por igual -capitalistas 
y Obreros- en una práctica mecánicamente rutinaria del trabajo y en una 
concepción sórdidamente utilitaria de la vida. El socialismo se esfuerza 
por establecer condiciones que permitan devolver al trabajo su alegría 
creadora y a la vida su dignidad moral". 

Su reflexión se insertaba en la médula humanista de nuestro 
pensamiento político: "Porque nuestra política no se basa como muchos 
parecen creer, en las abstractas consideraciones de una teoría económica 
sino en las necesidades reales del hombre concreto. Suelen confundirse -y 
ello es frecuente en esta época de superficiales controversias- los medios 
con los fines. Para el socialismo, la transformación radical de la estructura 
económica es sólo el medio para posibilitar el fin, que es el pleno 
desenvolvimiento de la personalidad humana, hoy día desvirtuada en sus 
más nobles atributos y convertida en mero resorte de la maquinaria 
productora". 

Hombre de amplia cultura, desde el Senado Eugenio González 
polemizaba con ironía, agudeza y plasticidad frente al punto de vista 
siempre burdo y ramplón de los defensores de los intereses creados: "De 
ahí que sea arbitrariedad de la ignorancia, cuando no propósito de 
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intencionada malicia, sostener que el socialismo es incompatible con la 
libertad y, por lo tanto, siendo ésta su esencia, con la democracia. La 
socialización del poder económico que propicia el socialismo no implica 
que ella se realice en forma de centralización totalitaria impuesta por una 
burocracia estatal. Por el contrario, afirma que el paso de la sociedad 
burguesa a la sociedad sin clases sólo podrá realizarse, sin menoscabo de 
sus fines libertarios y humanos, sobre la base de las organizaciones 
sindicales y técnicas de la clase trabajadora, es decir, de la clase que 
comprende a cuantos viven de sueldos, salarios o remuneraciones directas 
por su trabajo personal. Así concebida, la clase trabajadora es, en todas 
partes, la mayoría nacional". 

La fuerza potente de su esfuerzo teórico empalmaba con una de las 
más reiteradas convicciones políticas del pensamiento político de Salva- 
dor Allende, aquella de la incompatibilidad entre socialismo y dictadura 
que se encuentra a lo largo de toda su reflexión y contrucción de proyecto 
de sociedad. Decía Eugenio González: "Como heredero del patrimonio 
cultural, repudia el socialismo cualquiera forma de Estado totalitario. Los 
fueros de la conciencia personal en lo que concierne a los sentimientos y a 
las ideas así como a su expresión legítima, son tan inalienables para el 
socialismo como el derecho de los trabajadores para designar a sus 
representantes en la dirección de las actividades comunes. No excluye, pues, 
el socialismo, ninguno de los modos superiores de vida espiritual. A la 
inversa, él es la única garantía de que en un futuro próximo puedan ellos 
darse con mayor contenido humano, una vez superada la crisis por que 
atraviesa el mundo contemporáneo". 

Esta cita indica que la trayectoria histórica del socialismo chileno 
está radicada en una línea de continuidad creadora de los esfuerzos para 
hacer avanzar nuestro pensamiento político de modo de evitar que se 
anquilose, pero de ninguna manera para cambiarlo en su esencia, 
desprovisto de raíz histórica y social, carente de toda fuerza ética y espiritual 
y sin consistencia conceptual. 

Esta conexión íntima y profunda entre cambio social y transformación 
democrátrica viene de antes, alcanzó una especial expresión con el esfuerzo 
denodado de formación de conciencia y de organización popular que se 
configuró en Chile con la figura de Luis Emilio Recabarren. Fue este 
pensador, a pesar de las brutales persecuciones de que fue objeto, que 
llegaron incluso al extremo de arrebatarle su legítima condición de 
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Diputado, quien levantó su voz y su autoridad para encontrar un rumbo 
hacia el socialismo que fuera capaz de sortear el camino preferido por 
quienes tienen la fuerza, aquel de la confrontación irracional: "En el pasado, 
casi todos los progresos políticos, sociales y económicos de los pueblos se 
han realizado por medio de la violencia sangrienta. 

“Pero felizmente, a medida que ha avanzado el tiempo, la violencia 
ha disminuido. 

“Si Francia tuvo tanta sangre para convertirse en República, casi en 
la misma época los Estados Unidos de Norteamérica realizaban su 
transformación en condiciones más honrosas. 

“Turquía, Portugal y China han realizado sus transformaciones con 
menos violencia. 

“Así, las acciones socialistas ya realizadas han llevado muchas el sello 
de la violencia sangrienta, pero poco a poco a medida que se organizan los 
socialistas, en sus actos va disminuyendo la violencia sangrienta. 

“Todas las acciones del presente tienden, pues, a suprimir toda 
violencia". (Julio César Jobet, Jorge Barría y Luis Vitale, Obras Selectas de 
Luis Emilio Recabarren, pag. 160, año 1971. Edit. Empresa Editora Nacional 
Quimantú Ltda. Santiago-Chile). 

Recabarren se plantea un esfuerzo que trasciende el ámbito de la 
política, piensa y sueña con rescatar el valor más profundo de la persona 
humana: ".¡Qué hermoso y qué grande será ver en el mundo a la 
humanidad trabajando unida, como una familia amante donde no haya 
más que ternura!(pag. 202, Idem.). A su modo entendió y rechazó los 
efectos del "consumismo" en su propia época histórica y trabajó 
tenazmente por la superación cultural del pueblo humilde: "La 
imprevisión y el vicio cuentan con un fuerte apoyo entre la clase 
comerciante y usurera más relajada y más desprovista de moralidad, que 
vive y cifra el progreso de su fortuna a expensas de estos factores. De 
modo que el obstáculo es poderoso pero no indestructible. Hagamos nacer 
entre el pueblo el amor por la instrucción. Estimulémosle a que lea, a que 
piense, a que analice. Hacer esto, conseguir de este modo atenuar los 
efectos de la imprevisión y del vicio, es encaminar al pueblo para que 
mejore sus condiciones de vida. El pueblo más instruido será el pueblo 
más poderoso” (pag. 280 Idem.). Por ello, Recabarren entiende el 
socialismo de manera muy singular, llena de humanismo, sin "receta" 
ideológica previa: 
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". El socialismo no es el despojo, sino la gran balanza de la justicia. 

“El socialismo no es el odio, sino el verdadero amor" (pag. 222 Idem.). 

Por lo tanto, su "camino al poder”, no tiene nada de golpista o 
insurreccional, es el producto y el esfuerzo de conquistas sucesivas, de 
reformas y transformaciones obtenidas en el curso del proceso social: ”...En 
la creación de las leyes, los socialistas gastarán todos los empeños posibles 
por introducir todo aquello que concurra a salvar al proletariado de la 
rapacidad burguesa. 

“Si la minoría socialista puede, introducirá sus leyes propias y librará 
la batalla para convertirlas en leyes efectivas. 

“Dentro de esta acción la minoría socialista va obteniendo ventajas. 
Las primeras leyes conquistadas servirán de base y apoyo para sobre ellas 
conquistar otras” (pag. 205 Idem.). 

A comienzos de siglo, el movimiento popular aún estaba en sus inicios, 
de modo que Recabarren está en condiciones de trazar una perspectiva amplia 
y general: "A medida que se acerquen las transformaciones más grandes, las 
responsabilidades socialistas serán superiores y la misión de las mayorías 
consistirá en cuidar que nada se desvíe de su propio camino" (pag. 211-212 
Idem.). 

Condenando la voracidad capitalista que diezmó a más de una 
generación de trabajadores chilenos, en especial, en las incandescentes arenas 
del desierto en la más cruel explotación social, no abandonó su idea y su sueño 
que no hubiera masacres insensatas que troncharon el futuro: El padre del 
movimiento obrero, acariciaba la idea o aspiraba a que el Ejército no se manchara 
con la represión brutal a que la empujaban los oligarcas: "La fiebre que hoy 
devora a la clase capitalista, la fiebre de amontonar millones y millones hará 
crisis y crisis honda para felicidad del bienestar futuro de la humanidad, sin 
que los poderosos ejércitos puedan intervenir en estos sucesos” (pag. 281 Idem.). 

Luego de un siglo estremecedor viene a resultar esencial rescatar estas 
raíces humanistas, que a más de algún oído aparecerán como ingenuas o 
infantiles, que podrán suscitar incluso alguna sonrisa burlona motivada por 
el escepticismo, pero demuestran y confirman que el camino de la paz ha 
sido siempre el camino anhelado por aquellos que buscan dignidad y justicia 
social. 

¿Por qué resulta necesario replantear este enfoque? No sólo por un 
acto de justicia. Que lo es. También por un requerimiento de veracidad 
histórica que permita hacer mejor las cosas ahora y en el futuro. Para que 
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las distorsiones interesadas no nos impidan actuar a tiempo, como nación 
chilena, frente a nuevas encrucijadas que signifiquen reabrir el dilema en- 
tre dictadura o democracia. 

Defender la democracia será siempre un desafío ético, inspirado en 
el propósito de maniatar y anular con la fuerza de la mayoría a los que 
optan por la fuerza brutal de las armas para aplastar los anhelos, derechos 
e intereses populares. Por ello, efectivamente, Allende es parte del desarrollo 


l histórico de la nación chilena. De la evolución democrática de sus 
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instituciones. Del carácter progresista de su cultura. Del impulso 
transformador de sus movimientos sociales. Allende es fruto de la fuerza y 
transparencia del debate de ideas, de la energía de las demandas 
reivindicativas de los campesinos, obreros y estudiantes, de la inquietud 
rebelde e incesante de la intelectualidad. 


A Las afirmaciones referidas al rol de Allende no excusan sino que 


reafirman que, luego de frustrado el proceso de cambios por él 
encabezado, fue necesario extraer de nuestro pensamiento político 
aquellas deformaciones dogmáticas que se extendieron por la izquierda 
mundial en el extenso y hermético periodo de la llamada guerra fría. El 
Congreso de Chillán del Partido Socialista, en 1967 puso de manifiesto 
ese telón de fondo. Sus resoluciones indican la incapacidad para 
encontrar en ese período la correcta articulación entre la práctica 
democrática y transformadora de la izquierda chilena con su 
correspondiente elaboración en el campo teórico. Primó la simplificación 
por sobre la formulación creadora de nuestra propia experiencia, fue 
un esquema nocivo por sobre décadas de luchas tesoneras que abrieron 
camino a un desarrollo singular e irrepetible del proceso político en 
Chile. 

El mérito de Allende es representar una línea de continuidad histórica 
por sobre tales ineptitudes y deformaciones. Allende representa la presencia 
decisiva en el escenario nacional, a comienzos de la segunda mitad de este 
siglo, de nuevas fuerzas sociales que cambiaron el curso de la situación 
nacional desplazando a la antigua oligarquía terrateniente, llevando al país 
a una nueva etapa de desarrollo. 

Allende expresó el sueño inagotable de justicia social pero también 
la viabilidad excepcional, dada la singular tradición chilena, de una 
revolución pacífica, transformadora, libertaria, capaz de superar estructuras 


e y la decadencia conservadora. 
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Por cierto que de acuerdo con ello la renovación del pensamiento de 
izquierda era una tarea necesaria, que el socialismo chileno asumió en su 
conjunto con altos y bajos, con uno u otro sello o énfasis, no obstante ser 
perseguido brutalmente y obligado a sobrevivir en la atmósfera densa y 
asfixiante de la clandestinidad. Por esta razón, los aspectos básicos de nuestra 
reflexión deben ser situados en la perspectiva histórica con la mayor 
precisión. 

Nuestra conclusión básica es que el movimiento socialista no existe 
para imponer por métodos dictatoriales su propio y mesiánico modelo de 
sociedad. No existe para deponer la democracia en nombre de la 
democracia. Pero sí existe para limitar y eliminar las desigualdades y 
opresiones que anulan la libertad y terminan con la democracia. Existe para 
luchar por sólidas convicciones e indelegables responsabilidades nacionales 
y democráticas. El sentido y destino del socialismo está en su identificación 
con la democracia. En el esfuerzo cotidiano para crear una sociedad que 
cuente con una sólida base material y espiritual, es decir, con una economía 
y una cultura en que todos puedan desplegar sus capacidades en libertad, 
y para hacer de la libertad el espacio social necesario para la solidaridad y 
la igualdad de derechos fundamentales entre los seres humanos. 

Nuestra perspectiva democrática se propone anular cualquier pretensión 
autoritaria desde el Estado y frenar las tendencias excluyentes y totalitarias 
del mercado. La democracia es más que un período de gobierno, por ello 
necesita estar a resguardo de la inercia abusiva o arbitraria que fluye desde el 
poder político de turno y contar con las energías y atribuciones para 
contrarrestar el reparto desigual de los bienes materiales y de las oportunidades 
que caracteriza el "orden espontáneo económico”. La democracia es justicia 
social. La dictadura es la más aguda desigualdad. Esta idea esencial se violenta 
al surgir en el mundo político-cultural concertacionista una actitud de 
condescendencia ideológica con el pasado dictatorial. 

Por ello, resulta penoso que haya personas progresistas que 
antepongan objetivos de corto plazo, motivados en la idea de aplacar el 
malestar de los militares, sin reparar en los efectos incalculablemente 
negativos que provoca a la democracia chilena la pérdida de autoridad 
frente a la presión extraconstitucional. Esa actitud se contrapone con una 
crucial cuestión de fondo, inserta en la médula de una política democrática: 
establecer que no es aceptable bajo ninguna circunstancia, que acto estatal 
alguno, cometido en contra de la vida, los derechos y la dignidad del ser 
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humano pueda ser impune bajo ningún pretexto, incluido por cierto, el 
haber sido Jefe de Estado dictatorial. La brutalidad estatal no tiene excusa 
alguna, a pesar que los neoliberales son sólo antiestatistas para negocios y 
estatistas para reprimir a los que protestan frente al impacto social de tales 
negocios. No hay razón de Estado que justifique ciertas conductas en el 
llamado "caso Pinochet". Nuestra obligación presente y futura es la 
democracia con mayúsculas y con todas sus consecuencias. 

Por tanto, se equivocan quienes piensan que renovarse es una especie 
de ejercicio de "autotraición" de nuestros ideales, de "abuenamiento” con 
las fuerzas sociales o culturales de diverso signo, portadoras y defensoras 
del modelo social de expoliación del ser humano, en nombre de la libertad 
económica y sus leyes espontáneas, que socavan la vida en comunidad e 
imponen la ley de la jungla en las relaciones humanas. 

La globalización del orden económico, y su correlato militar dado el 
atraso en la configuración de un orden político mundial que debiera expresar 
el interés de pueblos y naciones ante la fuerza adquirida por el sistema 
financiero de dominación, no ha sido capaz de establecer los cauces que 
signifiquen más libertad individual y colectiva. El descontrol del consumo 
subyuga antes que libera, y la pérdida de autonomía de los Estados 
Nacionales, ante el predominio e impacto de enormes masas de capital, 
arrastra consigo el desconcierto generalizado que precede al restablecimiento 
de viejos integrismos religiosos o fanatismos nacionalistas, en los que se 
parapetan sociedades enteras que no encuentran otros instrumentos que 
preserven su cultura, su soberanía y sus intereses. 

En tal situación, la vocación libertaria del socialismo es el proceso 
continuo de lucha y transformación social a fin de doblegar, frenar o superar 
las bases materiales e ideológicas que establecen o legitiman la opresión 
del ser humano. Nuestro impulso es libertario por cuanto brega, se propone 
y apunta a la articulación de la aspiración individual y colectiva en un 
interés común, como tarea del proceso histórico. No contrapone la per- 
sona a la comunidad, su objetivo es reunir y agrupar ambas perspectivas y 
propósitos en un esfuerzo emancipador del individuo y la sociedad, en la 
perspectiva larga del desarrollo de la civilización humana, encarando y 
resolviendo las contradicciones, desafíos, inequidades de todo tipo y las 
gigantescas desigualdades del mundo actual. 

De modo que en el Chile actual no podemos sino que rechazar aquello 
que atenta y obstruye el camino de la reconstitución de una cultura 
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libertaria, pretensión que se expresa de diversas formas promovidas desde 
la derecha; en particular una actitud de acentuado conservadurismo moral 
para justificar el tutelaje cultural y la mantención de la censura que se cruza 
e interpone en el ejercicio sin cortapisas de la libertad de conciencia, de 
expresión y de creación. 

En consecuencia, renovarse tampoco significa la convivencia 
versallesca con los aparatos dictatoriales de ayer y, en ningún caso, es 
concebir la renovación como una gigantesca mimetización cultural en que 
todos los actores políticos o sociales piensan más o menos igual y actúan 
de formas y maneras acentuadamente similares y pasan a ser la expresión 
"satisfecha" de una parte de los chilenos, de aquellos con éxito, los tocados 
por la rueda de la fortuna. 

Tal lectura de la renovación no es, ni podría serlo, el camino de la 
reconstitución de nuestro pensamiento político, de cara a los desafíos de 
liberar la sociedad chilena de las profundas secuelas generadas por la 
imposición de un tipo determinado de modelo social, caracterizado por 
una lógica cuya racionalidad no es la persona humana sino que los 
instrumentos tecnocráticos que hacen posible su funcionamiento. El 
mesianismo de la práctica neoliberal es en ese exclusivo aspecto, gemelo 
de lo que su ideología condena en la práctica del modelo comunista. 
Además, en el caso chileno la práctica política del Partido Comunista, 
gracias a la tradición democrática del movimiento popular, jamás se acercó 
a la ideología irracional y enceguecida que se materializó en las aberraciones 
cometidas por el terrorismo de Estado bajo la dictadura. 

El gran desafío es la transformación de este modelo antropófago que 
actúa sólo para sí mismo, en que el ser humano se supedita a los 
requerimientos de su reproducción en el tiempo, hacia otro tipo de sociedad 
en que Estado y mercado se articulen en una propuesta que garantice la 
vida en comunidad afianzando la libertad y logrando la justicia social. Por 
ello, restablecer la identidad conceptual del socialismo chileno, como 
potente fuerza de izquierda democrática, es para la nación chilena una 
cuestión crucial. 

Las consecuencias de un enfoque sin la vocación para representar el 
impulso popular en la Concertación y la demanda democrática de la mayoría 
ciudadana genera muy negativas consecuencias: la generalización del 
convencimiento que junto a la transición ha irrumpido una "clase" política 
autocomplaciente, superficial, "leve", en la cual, en el fondo, todos son más o 
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menos lo mismo, unidos en la prolongación de odiosos privilegios propios o 
ajenos, sordos e indolentes ante las desventuras y necesidades de la mayoría. 

Tal fenómeno es un favor gigantesco a la derecha más 
libremercantidista, al facilitar su esfuerzo estratégico de plantear la lucha 
por el liderazgo del país supuestamente entre individuos más o menos 
iguales, sin representación de fuerzas sociales y perspectivas históricas, en 
que apoyarse para favorecer un interesado enfoque tecnocrático, 
presentando la política reducida a quienes son capaces de hacer "cosas" 
independientemente de sus proyectos de país y de los intereses que 
expresen. En el fondo se trata de separar la “cosa publica” de los desfíos 
sociales concretos. En tal sentido, extendiéndose en la sociedad una cultura 
"light", una renovación entendida en términos disolventes, puede 
involuntariamente facilitar el propósito de aquellos que aspiran a que la 
nación chilena abandone sus grandes desafíos democratizadores y se 
conforme con un poco más de consumo y de diversión. 

En otras palabras, el futuro democrático de la nación chilena requiere 
sólidas corrientes ideológicas y culturales progresistas y de izquierda, de 
formaciones políticas dotadas de la identidad y consistencia suficiente para 
bregar con tenacidad por sus objetivos históricos. La izquierda chilena, 
aquella que desde Recabarren ha sido esencial para darle sentido integral 
a la democracia, vive un proceso profundo de reconstitución y 
recomposición programática, orgánica y valórica. Está claro que ese proceso 
no se sustentará en la matriz ideológica comunista, tampoco en una versión 
"light" neoliberal. De lo que se trata, es de la proyección de una matriz 
libertaria y transformadora inspirada en el socialismo democrático. Hay 
un camino para la izquierda que es vital recorrer con voluntad política y 
capacidad creadora. Hay una renovación de izquierda por realizarse. 

Se trata de una izquierda democrática, que no se diluye ni sobrevive 
al nivel del clima social existente, pero que tampoco se margina o excluye 
del proceso político real que se desarrolla en el país. 

Renovarse en esa dirección es un gran desafío. Levantar la fuerza 
capaz de hacer realidad la igualdad pluralista y libertaria, que la sociedad 
neoliberal niega y que la democracia requiere. 

Por cierto, no es el camino que la derecha -hasta hoy- quisiera que 
siguiéramos. Para ella, en su condición de "guardián del pasado", mientras 
más lejos estemos de la transformación democrática de la nación, mejor 
será para sus intereses. 
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Por ello, a fin de dificultar más las cosas, está también dispuesta a 
publicitar un pensamiento seudo-radical, contestatario, resentido, de una 
parte de la izquierda que todo lo ve como una conspiración en que ganaron 
"los de arriba". De esa manera, extiende en la sociedad la sensación que 
todo cambio es imposible y que no hay otra opción que no sea la apatía, el 
desencanto y el escepticismo. 

La magnitud y profundidad del quiebre político-institucional que 
culminó con el golpe de Estado de septiembre de 1973, determinó por sí 
solo una reflexión y redefinición muy de fondo, sustantiva y cruda del 
proyecto político de la izquierda, de sus líneas programáticas y estrategias 
de desarrollo, así como del diseño táctico y operativo necesario de 
implementar para llevarlo a cabo. 

Nunca la izquierda chilena se enfrentó a un colapso histórico de tales 
proporciones. 

Tal necesidad se empapó con los dolores propios de una derrota no 
sólo política sino que brutalmente material. El desalojo del gobierno y la 
pérdida de la legalidad sostenida y afianzada durante décadas, la muerte 
del Presidente Salvador Allende, líder histórico de su proyecto-país, junto a 
la irrupción inmediata, congénita a la dictadura, de una represión nunca 
conocida en Chile, configuraron una situación estremecedora e inenarrable 
en que confluyeron sin orden preestablecido, mezclándose y confundiéndose, 
la conciencia de errores históricos que anticipaban la derrota, la convicción 
que no había otra opción que apretar los dientes y cerrar filas en la lucha por 
la recuperación de la libertad perdida y de las conquistas sociales arrasadas, 
así como el compromiso vital con los caídos, la urgencia de sortear las 
persecuciones y sobrevivir como parte de una fuerza política y social que 
trataba de ser físicamente aniquilada por los detentores del poder. 

En tales circunstancias surgieron las primeras formulaciones 
autocríticas, probablemente traspasadas por el dolor y la magnitud de la 
derrota, pero vehementes y profundas. 

En el núcleo de la dirección interior del Partido Socialista configurado 
en las más difíciles condiciones, cercado por la represión y rodeado por 
una dispersión política y orgánica, incubada antes del golpe y precipitada 
a partir del mismo, allí en ese valeroso grupo humano, irrumpió con firmeza 
la convicción que una autocrítica profunda y veraz era imprescindible e 
irremplazable para retomar el camino de las victoriosas luchas democráticas 


del pueblo de Chile. 
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Ese esfuerzo se plasmó en un documento político muy polémico en 
su época, denominado "El documento de Marzo". Acusado de fuerte 
ortodoxia, como así es efectivamente, pertenece en propiedad a su época, 
no olvidemos que en esos años, figuras ultrarenovadas de hoy se definían 
como "marxista-leninistas por los cuatro costados”, no ha sido reconocido 
en su importancia en la evolución posterior del pensamiento político 
socialista. En su definición principal respecto del rumbo a seguir para 
derrotar la dictadura y reinstalar la democracia, la “Dirección Interior” 
establece la línea del acuerdo estratégico con la Democracia Cristiana. La 
dramática realidad vivida en esos años confirma al nucleo dirigente del 
socialismo chileno en la clandestinidad, que no hay perspectiva de 
recuperación democrática sin un amplio acuerdo de todas las fuerzas 
comprometidas en ese afán. Esta línea se desarrolla por el conjunto del 
socialismo, a pesar de su dispersión orgánica a lo largo de la década del 80, 
y es ejercida hasta hoy en la Concertación por la Democracia. 

No hace falta recordar que esta orientación surgió en meses en que 
los militantes de izquierda sufrían en carne propia las consecuencias de la 
pugna enceguecida que había enfrentado sus partidos a la Democracia 
Cristiana. La Dina ya se había instalado como una pesadilla imborrable. El 
centro de ese conflicto dramático que crispó la situación del país y generó 
la brecha necesaria para la acción golpista, pasó por la agudización 
incontrolable de la confrontación política entre el Partido Socialista y la 
Democracia Cristiana. 

Muchos no podían aún sobreponerse a tales hechos y sus tremendos 
efectos posteriores. Todavía no se superaban odios, recelos y desconfianzas. 
En la Democracia Cristiana aún era muy temprano para que el conjunto 
del Partido tomara como una necesidad fundamental del futuro del país, 
el entendimiento más amplio posible para restaurar la democracia. Más 
allá de los partidos sacudidos y conmocionados por la acción dictatorial, 
en la sociedad se desconocían o no se tomaba conciencia de los salvajes 
métodos empleados para asegurar la eternización de Pinochet en el poder. 

En los socialistas, no obstante estar cercados y perseguidos para ser 
físicamente eliminados, como así dramáticamente ocurrió con muchos de los 
suyos, hubo la perspectiva histórica necesaria para pensar y repensar el rumbo 
histórico a seguir por la izquierda chilena, a través del cual hacer posible la 
reconstrucción de la democracia chilena y, en consecuencia, para iniciar el 
proceso de redefinición y reconceptualización de la inclusión, protagonismo y 
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objetivos del socialismo chileno en ese proceso. Con ello quiero afirmar, 
derechamente, que la firmeza en las ideas nunca ha sido ni se puede entender 
como obcecación dogmática, sino que como premisa esencial para actuar de 
acuerdo a las convicciones, con coherencia y perspectiva estratégica. De igual 
manera, no se puede entender el criterio necesario de flexibilidad y capacidad 
de comprensión de cada circunstancia concreta, con la disolución valórica y la 
escenificación de distinto tipo de prácticas oportunistas. 

Por ásperas y severas que hayan sido las divergencias o desencuentros 
con la Democracia Cristiana en los 25 años que nos separan de marzo de 1974, 
en nuestra línea de comportamiento estratégico no ha existido ninguna decisión 
que por nuestra voluntad nos haya apartado de esta conclusión esencial: ar- 
ticular una mayoría nacional que desde la izquierda hasta el centro y desde el 
centro hasta la izquierda, agrupe las energías más relevantes y decisivas de la 
nación chilena para reconstituir un sistema político sólido y un régimen 
democrático de tal naturaleza que la dictadura no tenga cabida y que la amenaza 
de regresión autoritaria sea absolutamente estéril. De nuestras luchas más 
profundas emergió la idea y posterior diseño para la conformación de un 
potente bloque histórico cuya amplitud y consistencia fuera capaz de llevar a 
cabo la redemocratización de Chile. No obstante sus actuales insuficiencias, la 
idea de la Concertación tiene allí parte de sus orígenes más preciados. 

En una obligada clandestinidad, dolorosa y angustiante, más allá de 
cualquier ejercicio académico o teórico, comenzaba a despuntar un nuevo 
rumbo estratégico. Sin embargo, esos socialistas se renovaban sin dejar de 
ser socialistas. Ahora bien, en el presente, a diez años de materializada la 
unidad socialista, la clandestinidad quedó definitivamente atrás y la 
reconstrucción democrática se impuso; sin embargo, el dilema de fondo es 
aún más apremiante: articular y plasmar un pensamiento político que 
entregue respuestas desde la izquierda a las nuevas interrogantes 
planteadas ante nuestra sociedad. 

Allí radica la cuestión esencial. 

De las luchas más ásperas y dramáticas de la condición de socialistas 
surge un compromiso esencial: 

e Construir las mayorías que abran paso y aseguren el cambio social. 
Este es un proceso de reformas sucesivas, de avances y retrocesos sujeto a 
la capacidad de resolver con acierto y eficacia las disyuntivas de cada 
momento histórico, sin abandonar su norte estratégico, una democracia 
sin tutelajes de ninguna especie. 
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eEstablecer que la justicia social es inseparable de la dignidad de la 
persona humana y que la libertad es inseparable de la lucha por la igualdad. 
No hay libertad ni justicia social separadas del hombre concreto, de las 
necesidades y exigencias, angustias y esperanzas de cada ser humano. 

*Reafirmar que la dictadura, no importa su apellido, es incompat- 
ible con el ideal socialista, que busca mayor igualdad, en democracia, 
pluralismo y libertad. El poder no puede enajenarse del pueblo soberano 
que es su único y legítimo dueño. 

El socialismo chileno aprendió en carne propia cómo el impulso 
transformador de su radicalidad política podía ser tomado y manipulado 
por sus adversarios más enconados para ahogar la libertad y liquidar la 
justicia social. Una experiencia dramática le enseñó a nuestra formación 
política que aquellos que proclaman que la lucha de clases no existe, son 
quienes más aguda e implacablemente son capaces de diseñar, instrumentar 
e imponer el más “duro” proyecto de dominación y opresión de clases. 

Nuestro movimiento creció, antes de la dictadura, en el 
convencimiento que el proceso histórico era siempre ascendente y que 
estaba predeterminado por la certeza de la inevitabilidad del cambio so- 
cial y por el advenimiento inexorable de una sociedad sin clase en que el 
ser humano saldría del reino de la necesidad al reino de la libertad. Tales 
conceptos indican a nuestro modo, un punto de término, un “fin” en la 
historia del ser humano. Los acontecimientos que hoy conmueven la 
humanidad a escala planetaria, sea en Kosovo o en la selva colombiana, 
en los suburbios de Nueva York o en las pugnas de las mafias en Moscú, 
en las desolaciones sociales de la India o del conflicto religioso en Argelia, 
indican que la historia no se puede pensar de esa manera. No hay "fin" al 
desarrollo de la civilización. Ni con un modelo ni con otro modelo. Por 
eso son inextinguibles las demandas libertarias frente a cualquier forma 
de opresión. Por eso la ausencia de certezas dogmáticas no tiene por qué 
significar la adopción de un escepticismo frío, de un cinismo amargo, de 
un pragmatismo infecundo. La sociedad requiere ahora y requerirá 
mañana de propuestas, de un diseño, de un proyecto-país que le dé sentido 
a nuestra comunidad nacional y que reencuentre los sueños perdidos en 
una acción política no mesiánica, pero sí comprometida con la justicia y 
el progreso del ser humano. 

Nuestros dolores nos enseñaron que las buenas intenciones no bastan 
y que en la realidad concreta de cada pueblo corresponde dilucidar, en su 


158 


contexto histórico específico, aquello que es popular y progresista por sus 
efectos concretos en la convivencia social. 

De acuerdo con el gran estadista socialdemócrata sueco, Olof Palme: 
"La democracia se convirtió en valor en sí, condición y fuerza propulsora 
de la transformación social". Así lo pensaba Allende, cuando desde los 
inicios de su trayectoria política afirmaba que "comprendemos los socialistas 
que es básico y elemental defender la democracia, no como instrumento 
sino que como armazón o estructura de nuestra vida nacional". Esta es una 
conclusión central de la evolución política de la segunda mitad del siglo. 
Un régimen político cerrado, hermético, aun cuando sus raíces se hundan 
en las luchas populares de la clase obrera y de los trabajadores, perderá su 
impulso inicial, constitutivo, fundacional, por cuanto su propia naturaleza 
modificará sus bases esenciales y se desvirtuará en su esencia. Ese fue el 
drama y el cáncer mortífero que condujo al colapso del llamado "socialismo 
real" en Europa del Este. En Chile, mucho antes de estas certezas 
internacionales, décadas antes de Gorbachov, el pensamiento socialista 
tradicional, ahora desconocido y desautorizado por la falta de información 
o el desinterés de un concepto de renovación superficial y acomodaticio, 
fue capaz de intuir y bosquejar un proyecto histórico que, consecuente con 
su propuesta transformadora, lo hiciera a través del máximo ejercicio de 
las libertades y del pluralismo, configurando una vía política 
auténticamente chilena que concitó la atención del mundo entero. 

La dictadura ahogó ese camino en la asfixia de una represión incon- 
testable. 

En este contexto, el tema de la democracia irrumpe como una cuestión 
cardinal para el futuro de Chile y de la propuesta socialista. El porvenir de 
nuestra formación política pasa necesariamente por la consolidación y 
extensión de un Estado de derecho democrático, que asegure, afiance y 
promueva una sociedad en que la tranquilidad, la seguridad y el bienestar 
de los ciudadanos se fundamente y apoye en el valor esencial del ser 
humano y en la existencia de instrumentos participativos y de equidad 
social que superen aberrantes desigualdades y garanticen justicia, libertad 
y paz. Aspiramos a reemplazar una segregación que desgarra y divide por 
una integración social que cohesione y unifique la nación chilena. 

Por tal razón, la democracia no se puede pensar reducida a los límites 
de un régimen político, en que impera el principio de la preeminencia de la 
mayoría con total respeto de la minoría, en el que las libertades esenciales se 


159 


ejercen sin cortapisas visibles y en que las relaciones sociales sostienen con 
cierta efectividad mínima la igualdad de oportunidades entre los ciudadanos 
y ciudadanas sin discriminaciones de raza, sexo, religión o género. Todo ello 
constituye parte esencial de la tarea democrática. 

Sin embargo, la democracia va más allá, traspasa y excede los límites y 
normas de funcionamiento de un sistema político radicalmente diferente a la 
dictadura. La democracia es principios, valores, una ética social, es una acción 
institucional inspirada en la defensa de las personas contra todo abuso o 
arbitrariedad. La democracia es un soporte para posibilitar que el esfuerzo 
social de más igualdad y equidad que subyace en las aspiraciones mayoritarias 
de la sociedad, permita una distribución de la riqueza lo suficientemente justa 
para garantizar la cohesión social y la integración de la nación. 

Hablar de democracia significa hablar de un objetivo y de una tarea 
política tendiente a disminuir y superar un orden social que es marcado 
por la desigualdad. Al mismo tiempo, hablar de democracia es bregar con- 
tra los abusos estatales y mercantiles, las restricciones a las libertades, la 
exclusión de los ciudadanos y contra toda suerte de discriminaciones, 
abusos e intolerancias. 

Hablar de democracia significa oponerse a la omnipotencia del 
mercado y gobernar el proceso de globalización, por cuanto la acción ciega 
y persistente de su lógica de funcionamiento reproduce un tipo de sistema 
económico en que prevalecen las ambiciones y propósitos de cada cual, sin 
respeto por las personas y sus derechos básicos. La derecha pretende que 
la sociedad se convenza que existe un único, rígido y excluyente proceso 
de globalización, la globalización de los negocios, en la cual enormes masas 
de capital succionan la riqueza de las naciones y desconocen los derechos 
de los trabajadores. 

Cuando se trata de temas valóricos y de principios referidos al ser 
humano y sus derechos inalienables, que se oponen precisamente al impe- 
rio de la ley de la selva en las relaciones sociales; derechos, principios y 
valores que han adquirido vigencia universal, entonces la derecha cambia 
su rostro y aparece sin sutilezas su fisonomía autoritaria. Para los negocios 
la derecha se globaliza, para los derechos humanos se enrosca en una dura 
caparazón seudo-patriótica. Tanto desde el punto de vista ideológico como 
práctico, la derecha no está dispuesta a reconocer que el mercado promueve 
una competencia entre "desiguales", y que por tanto, impone una relación 
social que no puede sino ensanchar y agudizar la brecha que separa a unos 
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de otros, hasta extremos insoportables para las personas. Es allí donde surge, 
adquiere sentido y vigor la política, más exactamente, la política 
democrática, para someter al control humano y al interés social las 
irracionalidades del mecanismo económico. 

Desde el tiempo de las agudas confrontaciones sociales que han 
marcado el desarrollo capitalista; desde que Marx fuera capaz de estudiar su 
lógica y estructura acuciosa y detalladamente; desde que junto a otros más 
develara sus misterios y contradicciones, no ocultando su admiración ante 
las gigantescas energías capaces de generarse en el auge explosivo de las 
fuerzas productivas modernas; desde que investigó arduamente para 
establecer con precisión científica, histórica y ética los límites insalvables de 
una sociedad establecida y articulada sobre la base de la opresión, exclusión 
y discriminación de una parte cualitativa y socialmente trascendente de la 
misma; desde que millones de luchadores han tenido en sus manos esas 
páginas ardientes reclamando libertad, justicia y paz, fundadas en la 
reivindicación de los derechos fundamentales de los más postergados, 
aquellos que nunca fueron reivindicados; desde entonces hasta el presente, 
por su aporte al reconocimiento de la justicia social y de la igualdad esencial 
del ser humano a lo largo ya de dos siglos, el pensamiento humano dio un 
salto adelante y el movimiento socialista se ha constituido en un contribuyente 
esencial del humanismo contemporáneo. 

Ha ocurrido que la pasión contra la explotación y la injusticia ha 
nublado la reflexión de muchos de los nuestros en diversas latitudes. 
También ha ocurrido que la matriz libertaria del pensamiento de los pa- 
dres de la idea socialista, cedió en ciertos lugares a la tentación de aplastar 
a los adversarios recurriendo a los mismos métodos deleznables empleados 
por ellos en contra de nosotros. En medio de los dolores acarreados por el 
larguísimo parto de la sociedad industrial, en medio de guerras desoladoras 
y de agobiantes opresiones de diverso género, el socialismo no fue sino 
una interpelación libertaria y un proyecto de justicia social para la 
reafirmación del ser humano. En su más íntima esencia, la idea socialista 
surgió porque el propio desarrollo de la civilización demandaba una opción 
política que no tuviera otro sello que la libertad más vital del individuo y 
de la sociedad, para construir horizontes de igualdad y dignidad que no 
existían. Nuevamente en palabras de Allende, se trataba de "organizar 
racionalmente las fuerzas productoras para hacerlas servir a los intereses 
superiores del hombre y su vida". 


161 


La idea socialista pasó a ocupar un lugar decisivo de las luchas y dilemas 
de este siglo por su llamado irrenunciable a la emancipación del ser humano y 
como un rechazo inquebrantable a todo dogmatismo y a cualquier afán 
opresivo. Cuando ejércitos de trabajadores agotaban sus energías para 
posibilitar el proceso de acumulación de capital requerido inaplazablemente 
por la primera revolución industrial, el movimiento socialista convocó a la 
disolución del Estado, es decir, a la superación de todo poder despótico y 
autoritario. Luego de tales esfuerzos y de granjearse un espacio indelegable en 
el desarrollo humano de esta época, no faltaron quienes perdieron el sentido y 
la dimensión histórica de la propuesta socialista para naufragar en intentos de 
corto plazo, aferrándose de mala manera a insostenibles posiciones de poder, 
a pedazos de Estado de impronta totalitaria muchas veces, tratando de forzar 
el proceso social a metas o propósitos fuera del alcance de la evolución histórica. 

Es difícil encontrar un movimiento de hombres y mujeres que como 
el movimiento socialista haya sido tocado en su fibra más íntima por las 
encrucijadas de la humanidad de este tiempo. El reconocimiento de aquello 
que tratamos de hacer y que excedía las posibilidades históricas o de lo 
otro que hicimos mal o que no debimos intentar hacer, no suprime la esencia 
humanista, profundamente transformadora y libertaria de nuestras luchas 
y la validez de lo que hemos sido y lo que somos para que haya justicia en 
esta tierra y la responsabilidad democrática que tenemos ante nosotros. 
Más concretamente aún, significa establecer que las rigideces dogmáticas 
que hemos sufrido y la osificación teórica que nos afectó y nos llevó a valorar 
esquemas saturados de inercia burocrática incluso autoritaria, es decir, que 
la mistificación del Estado que nos afectó ayer no puede trocarse ahora en 
la adoración del mercado. No se puede cambiar un fetiche por otro. El 
tránsito del dogma a la nada puede ser fatal en la práctica política al carecer 
de los principios que la sustentan. 

Quedó atrás el conflicto Este-Oeste. Pero no han desaparecido las 
grandes opciones civilizatorias que se manifiestan en proyectos 
alternativos de sociedad; el nuestro proseguirá bregando por las fuerzas 
sociales organizadas y un Estado de derecho democrático y moderno 
que sea capaz de abrir nuevos surcos para cooperación entre las perso- 
nas, para el respeto de la diversidad y grados crecientes de tolerancia y 
justicia social que reemplacen la depredación de los recursos naturales, 
la pobreza de amplisimos sectores y la dominación de unos pocos, hacia 
una sociedad profundamente democrática. 
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El adversario, aquel que siempre ha sido tocado con la rueda de la 
fortuna y que está dispuesto a defenderla de cualquier manera, no se 
propone ni desea de nosotros ideas nuevas, rebosantes del humanismo 
libertario de todos los tiempos. Lo que espera es la desaparición o disolución 
de un actor esencial en la brega por la justicia social o nuestra rendición 
como actor de cambio. No se trata de renovarnos como ellos quieren que 
nos renovemos, aun cuando haya personas que en poco tiempo pasaron en 
sus postulados políticos del socialismo real al capitalismo salvaje. Este 
fenómeno o proceso de auto-traición, según el término empleado por el 
historiador Alfredo Jocelyn-Holt, no tendrá otro resultado que no sean 
nuevos desencañtos, desgarros profundos y la prolongación de 
desconfianzas insalvables. La auto-traición conlleva un estigma que 
empujará a destruir donde lo que se requiere es construir. 

Tenemos por delante un dilema histórico. Chile requiere el ejercicio 
más auténtico de la libertad para encontrar caminos efectivos hacia la justicia 
social. Digo esto, porque se ha abusado ya demasiado, equivocadamente y 
en ocasiones de manera tendenciosa, con la idea de que el dilema del 
socialismo chileno es ortodoxia o renovación. Tal abuso presenta como 
antagónico el necesario rescate de las raíces y de la memoria histórica del 
movimiento popular y del proceso histórico de nuestro país con la inelud- 
ible necesidad de proyectar creadoramente su mirada y su propuesta política 
hacia el futuro democrático de Chile. El filosofo Eric Hobsbawm ha repetido 
con insistencia que “que lo que hace que una nación se distinga es su pasado”. 
Sin comprender esa singularidad no podrá forjar el futuro. De modo que 
otro es el dilema. Ese no es otro que integrar y no excluir al conjunto del país 
en el nuevo desafío nacional, aquel que signifique un nuevo Chile. 

El tipo de desarrollo prevaleciente en el país, acentúa una modernidad 
sesgada y verticalista, tremendamente concentradora de la riqueza, 
inequitativa, depredadora y oligárquica. Es claro que el país creció, que el 
manejo macroeconómico ha sido eficiente y que los niveles de inversión y 
desempleo, entre otras variables, son envidiadas por muchos gobiernos. 
Precisamente, por lo mismo, por el volumen del éxito económico que Chile 
ostenta, es que se hace más inaceptable la enorme brecha que separa a ricos 
y pobres. Ante tal realidad, el falso dilema entre ortodoxia o renovación 
suena a trampa, a argumento falso, a excusa, a cínica impotencia convertida 
en complacencia hacia los bochornosos contrastes sociales existentes en 
nuestra sociedad. 
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La convivencia social, la relación entre los seres humanos no puede 
reflejarse en su diversidad, conflictos y multiplicidad de factores en la 
balanza de pagos, la tasa de interés o la meta inflacionaria. No se puede 
prescindir de tales índices, cuya importancia técnica está demostrada; pero 
la vida es mucho más que esas cifras. i 

Chile vive hoy, por ejemplo, uno de aquellos desafíos que no aparecen 
en los equilibrios macroeconómicos, la desigualdad en el desarrollo regional 
y la irrupción del tema indígena. La solución de la demanda de tierra de 
las comunidades mapuches no se puede medir con el criterio que vaya a 
significar un punto más o un punto menos de inflación. Este conflicto nos 
obliga a pensar. En él se interpela a la nación chilena en su conjunto a 
prevenir un tipo de conflicto étnico que podría llegar a tener una dimensión 
insospechada. El desarrollo debe integrar y no segregar. Por ello, llegó el 
momento de preguntarse si vale la pena un tipo de explotación del suelo, 
como es la que ejecutan las empresas forestales, que junto con la ocupación 
de extensos pedazos de territorio, de la explotación de la tierra sin reservas 
ni resguardos medioambientales, desemboca en una economía agraria que 
impide la subsistencia del campesinado y que empuja la emigración a las 
ciudades como resultado de la ausencia de puestos laborales y de terrenos 
para vivir o, mejor dicho, sobrevivir. ¿Conviene al país esta situación a 
largo plazo? Vale la misma pregunta en el ámbito de la explotación minera 
y pesquera, que configuran una economía exportadora de materias primas 
sin valor agregado, y con extensas zonas sin posibilidad alguna de retener 
a sus habitantes, como consecuencia de la pauperización de sus existencias. 
¿Es posible que se sigan saturando las ciudades, en un torbellino de neuro- 
sis y contaminación? 

La llamada crisis asiática, al menos abrió un paréntesis en los tupidos 
cortinajes del exitismo y la arrogancia tecnocrática y empresarial criollas. 
Pero que se opaque la autocomplacencia no basta. Debemos dar un paso 
más. Abordar los tabúes, soltar la camisa de fuerza del chantaje ideológico 
de los dueños de la fortuna. Tenemos que discutir sobre el tipo de país y 
respecto de la naturaleza de la convivencia que prevalece actualmente en- 
tre chilenas y chilenos y reflexionar sobre las bases en que fundamos y 
reproducimos nuestra sociedad a largo plazo. 

Por ello, la sociedad no desea conocer sólo las informaciones referidas 
a metas tecnocráticas, también aspira a opciones humanistas, pues en última 
instancia está el rol y la función de la persona, del hombre en la sociedad. 
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La pérdida de esta perspectiva condenaría inevitablemente el proceso de 
la renovación socialista a un techo limitado, infecundo para formular los 
conceptos y encontrar los instrumentos prácticos que entren realmente al 
diseño de una propuesta humanista para el futuro de la nación chilena. 

Estamos insertos en una sociedad que ha sufrido los efectos de la 
instalación de los prejuicios e imposiciones más conservadoras, elitistas y 
antidemocráticas. 

La renovación socialista no alcanzará su cima en la medida que 
permanezca en lo permitido por el pensamiento "oficial". Vale decir, tendrá 
que traspasar el conservadurismo que cruza la convivencia nacional. Más 
aún, de no hacerlo'corre el riesgo cierto de quedar sólo en un esfuerzo de 
presentación de un tipo de movimiento político que ha aspirado 
exclusivamente a un certificado de buena conducta del "Estado invisible", 
subyacente y transversal a la institucionalidad del país, oculto, pero efectivo 
en el resguardo de una sociedad bajo tutela. 

No se trata de desconocer que nuestra conducta debe depurarse de 
aquellos arrestos voluntaristas del pasado, de las ilusiones de pensar, en 
pleno año 73, que era posible anular y quebrar la intentona golpista en 
desarrollo sólo con las convicciones democráticas del pueblo más humilde. 

La sociedad espera del socialismo una mentalidad capaz de 
comprender los nuevos desafíos nacionales y mundiales, nos entrega el 
desafío de nuestra propia superación cualitativa, en la dirección de superar 
la resistencia del autoritarismo y hacer posible nuevas y más amplias rutas 
de transformación social, de más ejercicio de la libertad, de mayor 
solidaridad y equidad, reclamada cada vez con más urgencia por la sociedad 
chilena. Se trata de restituir el afán creador, el impulso innovador y la fuerza 
transformadora de la idea socialista. 

Vivimos en una sociedad opulenta pero irracional, soberbia pero 
pobre, agresiva pero débil, con grandes y enormes potencialidades que 
puestas al servicio del ser humano abrirían un nuevo horizonte a la 
permanencia del hombre en el planeta. El socialismo es la acción consciente, 
el proceso y voluntad de superar las exclusiones, discriminaciones, abusos 
y marginaciones para materializar tales potencialidades. 

El planeta ha cambiado profundamente, la propiedad de los medios 
de producción no es el único fundamento del poder; cada día más es 
mayor el poder del conocimiento; pero cada día que pasa, ya no sólo se 
concentra la propiedad, sino que también el conocimiento y la información 
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en grupos de poder, desconocidos para el ciudadano, que rigen el destino 
de Estados y naciones, vía satélite. 

Comprender esta contradicción esencial de la sociedad que nos toca 
vivir es fundamental para ser capaces de cambiar la vida en interés de la 
mayoría nacional. Para actuar con lucidez y tesón frente a las mutaciones 
que ha sufrido la sociedad a escala planetaria, que se traducen de manera 
original e irrepetible en nuestro pequeño país, en el modo de vida de su 
gente, en su estructura económico-social, en su sistema político y en su 
conformación valórica y cultural. 

En síntesis, los socialistas no estamos en política para mantener ni 
menos acentuar las desigualdades económicas, sino para reducirlas y para 
forjar una sociedad solidaria, para alcanzar un desarrollo y una modernidad 
tal que todos tengamos las mismas oportunidades para crecer como seres 
humanos. Queremos una empresa que respete el trabajo como la función 
social más noble y que lo retribuya con criterios de equidad. Queremos 
que la sociedad reinstale la valoración del trabajo humano como una 
cuestión ética esencial, capaz de primar sobre el afán de lucro exacerbado. 
Requerimos un país integrado, con equilibrio para sus regiones y sin 
discriminaciones odiosas hacia sus minorías étnicas. Vamos a estar a favor 
de los trabajadores, de su organización, de su unidad, de su capacitación, 
de la igualdad de oportunidades, de mejores salarios, de mayor 
productividad, de una mayor seguridad, una mejor atención de salud y 
una buena previsión. Se trata de una sociedad con derechos y con 
instituciones y ciudadanos capaces de hacerlos respetar. 

Esto es lo fundamental que debemos afirmar para trabajar con los 
pies bien puestos sobre la tierra: Chile vive en medio de una nueva fase de 
desarrollo del capitalismo, y la tarea de todos es evitar la tentación de 
administrar el poder sin perturbar el exitismo de los más beneficiados y 
luchar por transformar la sociedad todo lo que sea posible, en bien de la 
mayoría y de los excluidos. La globalización en que está inserto el país 
debe afirmar derechos y no suprimirlos, debe afianzar las regiones y no 
liquidarlas, debe extender y profundizar la descentralización y la 
participación y no negar ese proceso concentrando en un puñado de per- 
sonas la toma de decisiones. 

Aspiramos a un desarrollo económico que beneficie a la mayorías. 
Queremos democratizar las instituciones y que termine el militarismo. 
Bregamos por un Estado moderno e integrador, capaz de representar sin 
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excepciones y sin tutelas los intereses de la nación y del pueblo. Queremos 
una sociedad que diga la verdad y que llame a las cosas por su nombre, 
porque la verdad sana a los pueblos que por el peso negro de la tiranía 
tienen aún el alma herida. Una democracia que no se asuste de sí misma y 
supere la huella del pasado dictatorial. 

Salvador Allende, el primero entre todos nosotros, fue el precursor 
latinoamericano de las ideas del socialismo en democracia, del cambio 
institucional, de la combinación entre la lucha social y el principio de 
legalidad básico para el desarrollo de un Estado de Derecho. Gracias a su 
herencia ideológica y cultural, lo que nos caracteriza es nuestra fe en el 
humanismo, en el progreso, en la solidaridad, en la justicia y en la libertad. 
El hecho de respetar nuestra historia y nuestros símbolos no significa que 
nos quedemos en el pasado ni mirando hacia atrás como estatuas de sal. 
Significa que tenemos genes, que tenemos herencia, que tenemos memo- 
ria, que tenemos sangre, que tenemos pasión y emoción. Somos una origi- 
nal combinación de tradición, historia y renovación. Nos fundamos en el 
pasado pero luchamos por el futuro. Queremos una sociedad nueva. A ello 
proseguiremos dedicando nuestros esfuerzos. 
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Palabras finales 


En Chile "los de arriba" tienen demasiado poder. Una capacidad de 
influir y determinar sobre la marcha del país que excede con creces lo que 
corresponde a su condición de minoría social privilegiada. El país en su 
conjunto, incluyendo a ese sector, debe tomar conciencia que en la 
perspectiva larga, en el camino hacia la configuración de una sociedad 
integrada y participativa y en la edificación de un nuevo tipo de 
modernización que incorpore y no excluya, que libere y no asfixie, que 
tolere y no reprima, esa cuota desmedida y desproporcionada de poder 
deberá superarse progresivamente. Aunque parezca ingenuo decirlo, 
quienes tienen tal fuerza y gravitación deberán allanarse a la idea que pre- 
tender eternizar tal statu-quo generará inevitablemente tensiones y 
conflictos enormes, como se observan muy cerca en la geografía del 
continente. 

Un mínimo de sentido histórico aconseja la realización de 
transformaciones democráticas que reestructuren y redefinan, 
democratizándolas, las diversas estructuras de poder en el país. Ello es 
urgente para las mayorías postergadas, coincide con los intereses de 
extensos y vastos sectores medios del país, así como incluye el propio interés 
a largo plazo de los más poderosos. Es una cuestión efectivamente nacional. 

Un sistema económico y social con una sociedad civil anulada, con 
una creciente desigualdad y con un régimen político tutelado, conlleva 
factores desestabilizadores latentes que no podrán sino hacerse explícitos. 
Este es el tema de fondo, frente al cual las fuerzas políticas muestran no tan 
sólo subvaloración, sino que una inexcusable indolencia. La prosperidad y 
la opulencia de un lado, el escepticismo y el desencanto del otro, nos pueden 
llevar a una sociedad en la que no se crea en nada, salvo en "salvarse" cada 
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cual como sea. Cuando en política ya se actúa en muchos casos con esa 
"filosofía", asumida como la máxima modernidad posible, el país se 
expondrá al imperio de una de tantas modas que a la postre será efímera. 
Así como fuimos el centro de experiencia de "proyectos globalizantes" de 
los cuales hoy se abomina, nos acercamos al establecimiento de relaciones 
sociales corroídas por la ausencia de un proyecto-país que represente el 
"alma nacional” como lo entendió el Cardenal Raúl Silva Henríquez. Ese 
proyecto es posible respetando la diversidad social y las energías de cada 
cual, a través de un Estado de derecho consolidado, con una sociedad civil 
pluralista y potente, con regiones desarrolladas y una descentralización 
que robustezca la democracia y la eficacia del sector público que oriente y 
encauce las fuerzas y el potencial de la sociedad chilena en una perspectiva 
común, libertaria y solidaria. Se trata de alcanzar, en las palabras de Ricardo 
Lagos, "una sociedad a partir de los ciudadanos y no a partir del mercado". 

La década que termina no está sellada en lo referente a su sentido 
histórico más profundo. Podrá ser el tránsito paulatino y necesario hacia una 
sociedad auténticamente democrática o quedará como un capítulo insulso, en 
que la megalomanía de los actores sacrificó el final en mitad de la obra. Hay 
que lograr sacudir el adormecimiento de la autocomplacencia y avanzar un 
peldaño cualitativo hacia un país confiable, digno, decente y hermanado. 

Hagamos las cosas de manera que el impulso democratizador sea el 
que a la postre prevalezca. Entiendo que ésa es la razón de ser del socialismo 
democrático de nuestro país y el sentido que legitima, energiza e impulsa 
hacia un tercer gobierno concertacionista. 
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